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PROYECTO DE LEY

GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Capítulo I - Disposiciones generales

Artículo 1º. (Objeto).- La presente ley tiene por objeto la protección del

ambiente y la promoción de un modelo de desarrollo sostenible, en concordancia

con lo establecido en la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, mediante

la prevención y reducción de los impactos negativos de la generación, el manejo

y todas las etapas de gestión de los residuos y el reconocimiento de sus

posibilidades de generar valor y empleo de calidad.

Artículo 2º. (Declaración de interés general).- Sustitúyese el inciso

primero del artículo 21 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, el que

quedará redactado de la siguiente manera:

"Es de interés general la protección del ambiente contra toda afectación

que pudiera derivarse de la generación, el manejo y de cualquiera de las

operaciones de gestión de los residuos y de sus componentes, cualquiera

sea su tipo y en todo su ciclo de vida".

Artículo 3º. (Definiciones).- A los efectos de esta ley se entiende por:

A) Residuo o desecho: las sustancias, materiales u objetos, de los cuales

alguien se desprende o da disposición final, o se propone o está obligado

a desprenderse o darle disposición final.

Dejan de tener dicha condición cuando son sometidos a alguna

operación de valorización, en las condiciones que establezca la

reglamentación.

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente

(MVOTMA) podrá establecer para los residuos derivados de la actividad

productiva, el fin de la condición de residuo en forma temporal, en la

medida en que de los análisis sectoriales correspondientes surja que el

residuo ha ingresado a la categoría de subproducto. Dichos análisis

deben realizarse en forma periódica y coordinada con el Ministerio de

referencia.

B) Subproducto: las sustancias, materiales u objetos resultantes de un

proceso productivo cuya finalidad primaria no sea la producción de la
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misma, en las condiciones que establezca la reglamentación, la que 

debe considerar la utilidad del subproducto en la misma actividad o en 

otras, así como sus usos para investigación y desarrollo.  

C) Valorización de residuos: conjunto de acciones cuyo objetivo es 

recuperar un residuo o uno o varios de los materiales que lo componen, 

incluyendo el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende 

la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización 

energética. 

D) Valorización energética: empleo de un residuo con la finalidad de 

aprovechar su poder calorífico. 

E) Gestión integral de residuos: operaciones de gestión y otras acciones de 

política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, 

organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y de 

fiscalización, referidas a residuos.  

F) Gestión de residuos: todas las acciones operativas a las que se somete 

un residuo para su valorización o disposición final,  incluyendo, entre 

otras, la caracterización y la clasificación, la disposición inicial, la 

recolección, el transporte, los tratamientos y las transformaciones, la 

comercialización y la disposición final.  

G) Disposición inicial: acción de depositar o abandonar los residuos 

efectuada por el generador, en la forma que determine la normativa 

aplicable. 

H) Recolección: es el conjunto de acciones que comprende el acopio 

transitorio y regulado de la disposición inicial y de la carga de los 

residuos en vehículos recolectores habilitados. 

I) Recolección selectiva: recolección discriminando por tipo de residuo en 

función de su tratamiento y valorización posterior.  

J) Transporte: comprende los viajes de traslado de los residuos entre los 

diferentes sitios comprendidos en su gestión por vehículos habilitados.  

K) Tratamiento: comprende el conjunto de operaciones tendientes al 

acondicionamiento y a la valorización de los residuos. 

L) Acondicionamiento de residuos: operaciones realizadas a fin de adecuar 

los residuos para su valorización o disposición final. 

M) Disposición final: alternativa mediante la cual se procede a la colocación 

de residuos para su tratamiento en relleno sanitario o depósito de largo 

plazo, los que deberán ser operados para evitar o minimizar los impactos 
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sobre el ambiente y la salud humana, según lo establece la Ley 

N°18.308, de 18 de junio de 2008.  

N) Relleno sanitario o depósito de largo plazo de residuos: las obras civiles 

construidas en el terreno con el fin de disponer en forma definitiva de los 

residuos, según lo establece la Ley N°18.308, de 18 de junio de 2008.  

Ñ) Reutilización: acción mediante la cual los residuos se utilizan de nuevo 

reacondicionados a tal fin, sin involucrar un proceso productivo.  

O) Reciclaje: empleo de un residuo como insumo o materia prima en un 

proceso productivo, excluyendo la valorización energética. 

P) Almacenamiento: acumulación de residuos en un lugar específico por un 

plazo determinado, en las condiciones que establezca la 

reglamentación. 

Q) Responsabilidad extendida: transferencia de la responsabilidad de la 

gestión de residuos o el financiamiento de la misma a sujetos distintos 

al generador.  

R) Generador del residuo: persona física o jurídica, pública o privada, de 

cuya actividad se generen residuos, ya sea en forma permanente, 

esporádica o eventual. 

S) Gestor de residuos: persona física o jurídica, pública o privada, que 

realiza cualquiera de las operaciones de gestión de residuos y que se 

encuentra autorizada de conformidad con la normativa vigente. 

T) Clasificador de residuos: persona física que tiene la recolección y 

clasificación de residuos como uno de sus principales medios de 

manutención, sea que opere en carácter formalizado o se encuentre en 

proceso de formalización en el marco de programas de políticas 

públicas. 

U) Clasificación de residuos en origen: acción efectuada por el generador 

consistente en distinguir, discriminar y agrupar los residuos según sus 

características y de acuerdo con los criterios que establece la 

normativa. 

V) Segregación en la disposición inicial de los residuos clasificados: 

proceso realizado por el generador, gestor o clasificador de residuos 

que consiste en la discriminación entre aquellos residuos que seguirán 

la vía de la valorización o de la disposición final. 

W) Gestión interna de residuos: acción efectuada por el generador y por la 

cual se establecen los procedimientos internos para la clasificación, 

segregación, almacenamiento, entre otros.   
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Artículo 4º. (Ámbito de aplicación).- Quedan comprendidos dentro del 

ámbito de aplicación de esta ley, todos los residuos cualquiera sea su tipo y su 

origen, a excepción de los residuos radiactivos y de los residuos generados en 

la exploración o explotación minera, cuando puedan ser gestionados en el sitio 

en donde se desarrolla la actividad minera. 

La presente ley comprende los residuos sólidos o semisólidos, así como 

aquellos en fase líquida o gaseosa, que por sus características fisicoquímicas no 

puedan ser ingresados en los sistemas tradicionales de tratamiento de vertidos 

o emisiones. 

Artículo 5º. (Tipos de residuos).- A los efectos de la presente ley y para 

una adecuada gestión, se establecen los siguientes tipos de residuos, sin 

perjuicio de otros que establezca la reglamentación: 

A) Domiciliarios: los generados en los hogares como resultado de las 

actividades domésticas y cotidianas, incluyendo obras menores de 

reparación dentro de los mismos, siempre que no correspondan a otros 

tipos de residuos regulados por normas nacionales específicas. 

Quedan incluidos en este tipo de residuos, aquellos que -por su 

composición y cantidad- sean de similares características a los antes 

referidos y sean generados en establecimientos de pequeño porte, que 

desarrollen actividades comerciales o de servicios, según lo que se 

establezca en el ámbito de competencia de los gobiernos 

departamentales mediante decreto departamental. 

B) De limpieza de espacios públicos: los procedentes de la limpieza de 

calles y vías públicas, áreas verdes o recreativas y, en general, los 

sitios librados al uso público, realizada directa o indirectamente por 

servicios departamentales o municipales. 

C) De actividades económico-productivas: los generados por actividades 

públicas o privadas, de índole comercial, administrativa, de servicios, 

de producción agropecuaria e industrial, entre otras.  

D) Sanitarios: los generados por los centros y servicios de atención a la 

salud humana o animal, incluidos los que desarrollan actividades 

vinculadas a la investigación y al diagnóstico. 

E) De obras de construcción: los generados en las actividades de 

construcción, reforma o demolición de obras, con excepción de los 

procedentes de obras menores de reparación doméstica que se 

consideren comprendidos en los residuos domiciliarios. 
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F) Suelo contaminado: aquel cuyas características han sido alteradas 

negativamente por la presencia de componentes químicos de carácter 

peligroso, debiendo la reglamentación establecer los criterios y 

estándares de concentración a partir de los cuales se consideran con 

riesgo inaceptable para la salud humana y el ambiente. 

G) Sedimentos: los sedimentos provenientes del dragado o actividades 

similares, que requieran una gestión específica por la presencia de 

contaminantes u otras causas. 

H) Especiales: los que por su composición o características han sido 

regulados para tener una gestión independiente de los otros tipos de 

residuos. 

A los efectos de la presente ley, se consideran residuos especiales: 

1) los residuos de envases y embalajes, cualquiera sea su origen y 

función; 

2) otros residuos plásticos distintos a envases y embalajes; 

3) los residuos de baterías y pilas; 

4) los residuos electro-electrónicos; 

5) los neumáticos fuera de uso; 

6) los aceites usados no comestibles; 

7) los aceites usados comestibles;  

8) los vehículos fuera de uso. 

La reglamentación definirá su composición, los criterios y pautas de 

gestión correspondientes a cada uno, así como las características que definan 

su peligrosidad de conformidad con otras normas nacionales e instrumentos 

internacionales aplicados. 

Artículo 6º. (Deber general).- El Estado, los gobiernos departamentales, 

los entes autónomos, los servicios descentralizados, todo órgano del Estado y 

las personas de derecho público no estatal, así como las personas físicas o 

jurídicas privadas, deben minimizar la generación de residuos y gestionar los 

mismos de acuerdo con lo que se establece en la presente ley y en las 

reglamentaciones específicas que se dicten en la materia. 

Artículo 7º. (Responsabilidad del generador).- Todo generador de 

residuos de cualquier tipo será responsable de la gestión de los mismos en todas 

las etapas, correspondiéndole la asunción de los costos para ello, salvo las 
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excepciones que establece la ley y de conformidad con lo que disponga la 

reglamentación. 

Las distintas operaciones correspondientes a la gestión de residuos 

podrán ser cumplidas por terceros, siempre que se encuentren debidamente 

autorizados o habilitados según lo que establezca la reglamentación. 

 

Artículo 8º. (Competencia nacional).- Corresponderá al MVOTMA, a 

través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la aplicación de la presente 

ley, así como el contralor de su cumplimiento. 

Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la Ley Nº 17.283, de 28 

de noviembre de 2000, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 

dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para regular la 

gestión de los residuos, cualquiera sea su tipo, incluyendo la generación, 

la recolección, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, el 

reciclado y otras formas de valorización, tratamiento y disposición final de 

los mismos". 

Artículo 9º. (Competencia departamental).- Sin perjuicio de las 

competencias nacionales en la materia, corresponde a los gobiernos 

departamentales ejercer los cometidos que respecto de la gestión de residuos 

se les asignan en la presente ley y dictar las normas complementarias que 

faciliten o aseguren su cumplimiento. 

Sustitúyense los literales D) y E) del numeral 24 del artículo 35 de la Ley 

Nº 9.515, de 28 de octubre de 1935, los que quedarán redactados de la siguiente 

manera: 

"D) La limpieza de las calles y de todos los sitios de uso público, así como 

el transporte de los residuos generados en esas operaciones, para su 

reciclado u otras formas de valorización, tratamiento y disposición final. 

"E) La recolección de los residuos domiciliarios y su transporte, para el 

reciclado u otras formas de valorización, tratamiento y disposición 

final." 

 

Capítulo II - De la política nacional de gestión de residuos y sus 

instrumentos 
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Artículo 10. (Política nacional de residuos).- La política nacional de 

gestión de residuos forma parte de la política ambiental nacional, y debe basarse 

en los principios establecidos en el artículo 6º de la Ley Nº 17.283, de 28 de 

noviembre de 2000, según las aplicaciones específicas y complementos 

siguientes: 

A) Las regulaciones y medidas en materia de residuos reflejarán una 

visión sistémica que considere las distintas variables tales como las 

ambientales, sociales, culturales, económicas y tecnológicas, 

asegurando la sostenibilidad económica, social y ambiental de las 

acciones que de ellas se deriven. 

B) La gestión de los residuos tenderá hacia un modelo integral, que 

contemple todo el ciclo de vida de los productos, incluidas cuando 

corresponda, aquellas asociadas al diseño y al uso de los productos, 

de forma de evitar y minimizar la generación de residuos y facilitar la 

valorización de los que se generen. 

C) Las diversidades locales y regionales se considerarán, adecuando el 

modelo aplicable a esas características, en busca de la eficacia y la 

eficiencia del sistema. 

D) El involucramiento del conjunto de la sociedad en la gestión de los 

residuos, debe tender al establecimiento de un sistema de 

responsabilidad compartida para lo cual es necesaria la 

concientización de los distintos sectores, así como la implantación de 

modalidades de producción y consumo sostenibles. 

E) El reconocimiento de que los residuos son capaces de generar valor y 

empleo en el marco de un proceso productivo formal. 

Artículo 11. (Directrices generales de gestión de residuos).- La 

gestión de residuos se debe ajustar a las siguientes directrices generales: 

A) Escala jerárquica: 

1) Se debe priorizar la minimización de la generación en origen frente a 

cualquier alternativa, a través de la búsqueda de la eficacia y la 

eficiencia de los procesos productivos, la aplicación de mejores 

tecnologías disponibles, las mejores prácticas ambientales y los 

criterios de producción y consumo sustentables. 

2) En forma subsidiaria, se debe promover la reutilización y la valorización 

del residuo a través del reciclado. 

3) Se establece en tercer lugar de la escala jerárquica la valorización 

energética y otras formas de valorización de residuos, impulsando la 
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mejora continua y estimulando el incremento de los índices 

correspondientes. 

4) La alternativa de disposición final se considerará como opción de última 

instancia, contemplando la prevención, mitigación o compensación de 

los impactos ambientales negativos que de ella pudiera derivarse. 

B) La aplicación de la escala jerárquica debe tender a lograr los mejores 

resultados globales, mediante soluciones viables y sostenibles, 

determinando en cada caso la forma de articulación de todas ellas, con 

la finalidad de optimizar el desempeño del sistema en su conjunto. 

C) Se debe promover el desarrollo de capacidades nacionales para la 

gestión de los residuos generados por las actividades que se realicen 

en el país, mediante la aplicación de las mejores tecnologías 

disponibles en todas las etapas de dicha gestión, de forma que 

contemplen particularidades de nuestro mercado y escala. 

D) Las alternativas de valorización y disposición final de residuos deben 

cumplir con las normas ambientales vigentes, a través de la adopción 

de nuevos paquetes tecnológicos y del desarrollo y la reconversión de 

las instalaciones existentes y procesos en funcionamiento. 

E) Las distintas operaciones de gestión de residuos se deben realizar 

mediante actividades formales que aseguren el cumplimiento de las 

condiciones sanitarias y ambientales aplicables y desincentiven 

actividades informales en la gestión de residuos. 

F) Se debe promover la inclusión social y laboral de los clasificadores de 

residuos. 

G) Los planes de gestión de residuos deben definir la forma de impulsar el 

tratamiento de residuos orgánicos susceptibles de ser compostables, a 

efectos de viabilizar la valorización de residuos como mejoradores de 

suelo o fertilizantes, de acuerdo con las pautas que establezca el 

MVOTMA. 

H) Los planes de gestión de residuos deben procurar soluciones que 

contemplen las posibilidades de mitigación y adaptación al cambio 

climático y la diversificación de la matriz energética nacional. 

I)   Se debe mantener la libre circulación de residuos entre las distintas 

zonas y jurisdicciones del país, a fin de facilitar los procesos de 

regionalización y la eficacia de la gestión de residuos, en las 

condiciones y con las restricciones que establezca la reglamentación. 
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J)  Se debe propiciar la educación y la capacitación para una gestión de 

residuos que sea responsable, participativa, eficiente y eficaz, 

buscando la transparencia en las etapas de dicha gestión. 

K)  Los gobiernos departamentales y los municipios deben orientar sus 

planes de gestión al establecimiento de mecanismos complementarios 

que coadyuven a la clasificación y segregación en origen y a la 

recolección selectiva. 

 

Artículo 12. (Directrices específicas de gestión de residuos 

domiciliarios).- Sin perjuicio de las directrices generales establecidas en el 

artículo anterior, serán de aplicación a los residuos domiciliarios las siguientes 

directrices específicas: 

A) Se debe promover la organización de la gestión de los residuos 

domiciliarios por áreas o regiones, que podrá incluir varios 

departamentos o partes de los mismos, para la más eficiente 

valorización, tratamiento y disposición final de los residuos. El Poder 

Ejecutivo podrá establecer los estándares mínimos en relación a la 

calidad de los servicios, en lo que respecta a los aspectos ambientales. 

B)  Se debe promover la disminución de la generación, la segregación en 

origen y la recolección selectiva, como criterios básicos en la gestión 

de los residuos domiciliarios. 

C)   Los habitantes serán responsables de la clasificación y segregación de 

los residuos domiciliarios, así como de su disposición inicial, según la 

normativa aplicable. 

D)  Se debe tender a la uniformización de los esquemas de recolección 

selectiva a nivel nacional, de forma de facilitar la segregación de los 

residuos y la integración de los servicios regionales. El MVOTMA podrá 

establecer criterios nacionales a esos efectos. 

E) Se deben adoptar mecanismos para asegurar la sustentabilidad del 

sistema y fomentar la inclusión social de los clasificadores registrados. 

F)   Se debe reservar la disposición final en el terreno como última opción, 

de forma de alcanzar las metas previstas que se establezcan en el Plan 

Nacional de Gestión de Residuos. 

Asimismo, se debe promover la reducción del número de sitios de 

disposición final, favoreciendo la economía de escala y la 

racionalización de la recolección y disposición final.  
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Los sitios de disposición final deben cumplir con los criterios mínimos 

ambientales que establezca la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 

G)  Se deben adoptar los mecanismos necesarios para efectivizar mejoras 

ambientales en los sitios de disposición final que se mantengan en 

operación y proceder a realizar las obras de clausura y 

acondicionamiento de los sitios de disposición final que se proyecten 

clausurar o ya no estén operativos, incluyendo el seguimiento y 

evaluación en los plazos que establezca la reglamentación y la 

ejecución de las acciones necesarias para asegurar restricciones de 

uso de suelo en los sitios clausurados. 

H)  Se debe propiciar que los habitantes conozcan la eficiencia y los costos 

de las distintas actividades de dicha gestión.  

I)   Los sistemas de recolección de los residuos especiales generados a 

nivel domiciliario, deben ser concebidos y operados como subsistemas 

integrados de la recolección de los residuos domiciliarios. 

 

Artículo 13. (Instrumentos para la gestión de residuos).- Sin perjuicio 

de los instrumentos establecidos por la Ley N° 17.283, de 28 de noviembre de 

2000, constituyen instrumentos para la gestión de residuos, entre otros, los 

siguientes: 

A) La planificación a nivel nacional, regional, departamental y local, según 

lo previsto en la presente ley. 

B) Los planes de gestión de residuos por tipo de residuo y los planes 

individuales de los respectivos generadores que se establecieren. 

C) Los programas y proyectos para la mejora de la gestión de residuos o la 

promoción de la minimización de la generación o valorización de 

residuos. 

D) La información ambiental, social y económica asociada a la generación 

y gestión de residuos y los procesos de sensibilización, educación y 

capacitación ambiental en la materia. 

E) El establecimiento de parámetros y estándares para la gestión de las 

operaciones relacionadas con la generación, recolección, transporte, 

valorización, tratamiento y disposición final de residuos, así como las 

guías o normas técnicas que se establezcan. 

F) Los análisis y evaluaciones de riesgo sobre la gestión de residuos o sitios 

contaminados. 
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G) Los instrumentos económicos y financieros, como los incentivos y otros 

instrumentos de promoción, así como los cánones, tributos, sistemas de 

depósito o seña con reembolso, la constitución de garantías y los 

seguros. 

H) Las autorizaciones, habilitaciones y declaraciones juradas relacionadas 

a la gestión de residuos. 

I) Las auditorías de desempeño y las certificaciones de capacidades. 

J) Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias. 

 

Capítulo III - Planificación en materia de gestión de residuos 

 

Artículo 14. (Plan Nacional de Gestión de Residuos).- Compete al 

MVOTMA la formulación del Plan Nacional de Gestión de Residuos, como el 

instrumento de planificación estratégica a nivel nacional para la implantación y el 

desarrollo de la política nacional de gestión de residuos. 

El Plan debe ser aprobado por el Poder Ejecutivo y tendrá un alcance de 

al menos diez años, debiendo ser revisado y actualizado cada cinco años. 

El primer Plan Nacional de Gestión de Residuos debe ser aprobado en un 

plazo máximo de dos años, contados a partir de la entrada en vigencia de la 

presente ley. 

Artículo 15. (Planes departamentales de gestión de residuos).- 

Compete a cada gobierno departamental la elaboración del respectivo Plan 

Departamental de Gestión de Residuos, como el instrumento de planificación 

estratégica a nivel departamental, integrando los planes o iniciativas de los 

municipios en la materia, en los casos que corresponda. 

Los planes departamentales tendrán el mismo alcance que el Plan 

Nacional de Gestión de Residuos, el que tomarán como referencia a efectos de 

la articulación de acciones, la aplicación de indicadores y el cumplimiento de 

metas. Asimismo, preverán sus mecanismos de revisión y actualización 

periódica. 

Cada Intendente comunicará el respectivo plan aprobado a la Comisión 

que se crea en el artículo 17 de la presente ley, dentro del plazo máximo de dos 

años contados a partir de la publicación del Plan Nacional de Gestión de 

Residuos e informes anuales sobre la aplicación del mismo. 
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El MVOTMA establecerá los mecanismos de apoyo a los gobiernos 

departamentales para la formulación de los planes departamentales de gestión 

de residuos. 

Artículo 16. (Contenidos de los planes).- El Plan Nacional de Gestión 

de Residuos, así como los planes departamentales, contendrán los lineamientos 

de la actuación pública y privada. 

Serán formulados en base a lo que establece la presente ley, en particular 

respecto a los principios de la política de residuos y las directrices en la materia, 

así como lo que disponga la reglamentación. 

 

Artículo 17. (Coordinación de la planificación).- Corresponde al 

MVOTMA la coordinación con los gobiernos departamentales para la elaboración 

e implementación de los planes, así como las estrategias departamentales o 

regionales. 

Créase la Comisión de Coordinación y Planificación sobre Residuos, 

como órgano de coordinación, cooperación técnica y colaboración entre las 

administraciones públicas competentes en materia de residuos. Esta comisión 

funcionará en el ámbito del MVOTMA y estará integrada por tres representantes 

de dicha Secretaría de Estado y tres intendentes o secretarios generales en 

representación del Congreso de Intendentes. Su funcionamiento lo establecerá 

la reglamentación. 

Dicha Comisión tendrá como cometidos: 

A) Impulsar la coordinación, cooperación y colaboración entre las 

administraciones públicas en lo relativo a los residuos. 

B)   Asesorar en la elaboración y aplicación del Plan Nacional de Gestión 

de Residuos, de las estrategias de gestión y planes departamentales 

de residuos, incluyendo el diseño de pautas generales para estos 

últimos. 

C)  Analizar la aplicación de la normativa en materia de residuos y sus 

repercusiones a nivel de cada departamento. 

D)  Identificar indicadores y aspectos claves para el cumplimiento de las 

metas de los planes. 

 

Artículo 18. (Información sobre planes de gestión).- Los planes de 

gestión de residuos tienen carácter público. Se les dará amplia difusión, 

indicando claramente el rol de la población en los mismos. 
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Los planes de gestión de residuos y las resoluciones que los aprueben 

deben ser publicados en el Diario Oficial y en los sitios web oficiales, junto con 

los indicadores de gestión correspondientes. 

 

Artículo 19. (Participación en la planificación).- La reglamentación 

establecerá los mecanismos de participación de los interesados y del público en 

general, en la elaboración y seguimiento de los planes a los que refiere este 

capítulo. 

Los planes de gestión de residuos deben ser acompañados de acciones 

de educación y capacitación para una gestión de residuos que sea responsable, 

participativa, eficiente y eficaz, buscando la transparencia en las etapas de dicha 

gestión. 

Capítulo IV - De la prevención y valorización de residuos 

 

Artículo 20. (Priorización).- Los planes de gestión de residuos y las 

actuaciones públicas o privadas en la materia deben contemplar acciones 

tendientes a priorizar: 

A) La prevención, evitando o minimizando la generación de residuos, a 

través de medidas tales como el uso de productos más duraderos y 

adecuadamente diseñados, la utilización de envases retornables y la 

aplicación de las mejores tecnologías disponibles en relación con el uso 

más eficiente de insumos y materias primas, incluyendo el agua y la 

energía. 

B) La valorización de los residuos para su reutilización o su reconversión 

en materia prima reciclada, así como para sustituir combustibles 

tradicionales para la generación de energía o para producir compost u 

otros productos, entre otros fines. 

C) La inclusión social de los clasificadores a través de los procesos de 

valorización de residuos, de acuerdo con lo establecido en la presente 

ley. 

 

Artículo 21. (Clasificación y segregación).- Todo generador y gestor es 

responsable de manejar las corrientes de residuos en forma segregada a los 

efectos de facilitar los procesos de valorización.  

Los sistemas de clasificación y segregación en origen, así como de 

recolección selectiva, deben tender a la búsqueda de la eficiencia del sistema de 
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valorización y se deben diseñar de acuerdo con los destinos finales de los 

materiales y con la búsqueda de soluciones sociales, ambientales y 

económicamente sostenibles. 

 

Artículo 22. (Facultades para la prevención).- A los efectos de reducir los 

impactos ambientales y facilitar la aplicación efectiva de la escala jerárquica de 

residuos, el Poder Ejecutivo podrá: 

A) Establecer pautas y metas para la disminución de los residuos 

generados y para la reducción de la disposición final. 

B)   Dictar las medidas necesarias para incentivar el diseño más adecuado 

de productos y servicios a esos efectos. 

C)   Restringir o prohibir la producción, importación, comercialización y uso 

de aquellos productos o materiales que generen impactos o riesgos 

ambientales, incluyendo la salud humana.  

 

Artículo 23. (Valorización).- El Estado, los gobiernos departamentales, los 

entes autónomos, los servicios descentralizados, todo órgano del Estado y las 

personas de derecho público no estatal, así como las empresas, ya sean estas 

personas físicas o jurídicas privadas, deben implantar sistemas internos de 

clasificación y segregación de residuos en reciclables y no reciclables en un 

plazo máximo de dos años a partir de la entrada en vigencia de esta ley. 

El Poder Ejecutivo a través del MVOTMA establecerá las pautas técnicas 

para el cumplimiento de este artículo, pudiendo incluir metas graduales en 

función del avance del sistema. 

Artículo 24. (Promoción del reciclado).- A los efectos de incentivar el 

reciclado de residuos se promoverán: 

A)  Las actividades tendientes a generar capacidades nacionales para la 

valorización de residuos, con especial énfasis en los procesos de 

reciclado.  

B) La cooperación técnica y financiera entre los sectores públicos y 

privados, tanto para el desarrollo de nuevos productos en base a 

materiales recuperados a partir de residuos, como de tecnologías que 

permitan el reciclado. El Estado promoverá la investigación y el 

desarrollo tecnológico destinados a definir las mejores soluciones 

posibles para la gestión de los residuos. 

14



C)   La mejora de la comercialización de residuos para su aprovechamiento 

y valorización, fomentando el encuentro entre la oferta y la demanda y 

el acceso a la información a los recicladores y acopios así como a los 

usuarios que valorizarán los mismos. El Ministerio de Industria, Energía 

y Minería, en coordinación con el MVOTMA tendrá a su cargo la 

administración del sistema de información vinculado a las capacidades 

nacionales para la valorización de residuos a efectos de facilitar la 

identificación de los destinos posibles. 

D)   La inclusión de la priorización de la adquisición de bienes de producción 

nacional que incorporen materiales reciclados, entre los aspectos de 

sustentabilidad ambiental que deberán observarse en las 

contrataciones públicas, según lo previsto por el artículo 152 del Texto 

Ordenado de la Contabilidad y Administración Financiera del Estado 

(TOCAF). 

 

Artículo 25. (Información sobre el reciclado).- Los fabricantes e 

importadores de productos están obligados a divulgar la información necesaria 

para facilitar el reciclado y la adecuada gestión de residuos asociados a sus 

respectivos productos.  

El MVOTMA podrá establecer pautas y criterios para ello. 

 

Artículo 26. (Alimentos para consumo humano).- En la fabricación y 

comercialización de alimentos para consumo humano se priorizará la reducción 

en la fuente de pérdidas, desperdicios y excedentes de alimentos, a través de la 

mejora del procesamiento y manufactura de los mismos, así como en los 

procesos para su importación, depósito, distribución y comercialización, con el 

fin de implantar cambios en los patrones de consumo y mercadeo. 

En aquellos casos en que se generen excedentes de alimentos destinados 

al consumo humano se promoverá su aprovechamiento como alimento humano, 

siempre que mantengan sus condiciones de sanidad e inocuidad alimentaria. Se 

entenderá por excedentes de alimentos aquellas pérdidas de alimentos que 

ocurren al final de la fabricación y comercialización de alimentos para consumo 

humano, relacionadas fundamentalmente con el comportamiento de los 

vendedores minoristas y los consumidores. 

Respecto de los restos de alimentos destinados al consumo humano que 

no puedan tener el aprovechamiento al que refiere el inciso anterior, se priorizará 

su uso como alimentación animal, siempre que cuenten y mantengan las 

condiciones de sanidad e inocuidad alimentaria animal. 
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Capítulo V - Ordenamiento de la cadena de reciclaje 

 

Artículo 27. (Formalización de la cadena de reciclaje).- Solo las 

personas físicas o jurídicas debidamente autorizadas y registradas podrán 

realizar en forma permanente o reiterada las distintas operaciones relacionadas 

a la obtención y comercialización de materiales para reciclaje, así como la 

comercialización y distribución de productos reciclados. 

Dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la 

presente ley, el MVOTMA, en coordinación con el Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social y el Ministerio de Economía y Finanzas, establecerá las pautas 

para las tramitaciones de autorización y registro, incluyendo los mecanismos que 

aseguren la trazabilidad y la formalización de la cadena de reciclaje de residuos, 

de manera inclusiva y efectiva. 

 

Artículo 28. (Promoción).- La reglamentación establecerá las formas de 

promoción de los procesos de valorización de residuos y la adecuación de la 

cadena de reciclado a lo establecido en la presente ley, incluyendo las formas 

de contralor de la comercialización de materiales recuperados de los residuos. 

 

Artículo 29. (Habilitación y prohibición).- El plazo máximo para la 

adecuación de los distintos sujetos involucrados en la cadena de 

comercialización de residuos a lo establecido en la presente ley y su 

reglamentación, será de tres años desde la entrada en vigencia de esta ley. 

A partir del vencimiento del referido plazo, queda prohibida la 

comercialización de residuos por operadores que no hayan obtenido la 

autorización correspondiente o no tengan registro vigente. 

 

Capítulo VI - De la inclusión de los clasificadores 

 

Artículo 30. (Disposiciones generales).- La inclusión social, laboral y 

productiva de los clasificadores en la gestión de residuos queda sujeta a lo que 

dispone la presente ley, sin perjuicio de otras políticas públicas en la materia. 

La actividad de los clasificadores debe ser regulada por el Poder 

Ejecutivo, sin perjuicio de las medidas que se establezcan a nivel departamental 
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para facilitar su inclusión al sistema formal y la generación de condiciones 

adecuadas de trabajo. 

Las acciones para la inclusión social, laboral y productiva derivadas de la 

política nacional de residuos y de los planes previstos en esta ley deben ser 

consideradas en forma conjunta con otras políticas públicas. El Poder Ejecutivo 

a través de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo Social, 

debe realizar el seguimiento de las referidas acciones. 

 

Artículo 31. (Procesos de inclusión).- Los procesos de promoción de la 

inclusión social, laboral y productiva previstos o que se deriven de la presente 

ley deben: 

A)   Incorporar criterios de equidad.  

B) Contar con mecanismos de acompañamiento social, transitorio y 

multidimensional, de forma de fortalecer el tránsito laboral, potenciar 

las perspectivas y proyectos personales y viabilizar el acceso a 

derechos, bienes y servicios sociales. 

C) Apoyar la capacitación y formación para la tarea, potenciando la 

adquisición de conocimientos y habilidades específicas necesarias 

para su buen desempeño, tanto desde la perspectiva individual como 

desde la colectiva. 

 

Artículo 32. (Inventario público de iniciativas).- Creáse el inventario de 

iniciativas de inclusión social y productiva de clasificadores. El mismo estará a 

cargo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, será público y su primera 

versión deberá encontrarse disponible en un plazo no mayor a seis meses desde 

la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

Artículo 33. (Registro de clasificadores).- Créase el registro de 

clasificadores de residuos para la implementación de las acciones de inclusión 

social previstas en la presente ley, el que estará a cargo del Ministerio de Trabajo 

y Seguridad Social. 

Dicha Secretaría de Estado, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo 

Social, establecerá las condiciones y requerimientos para el registro, el que debe 

encontrarse en operación dentro del plazo máximo de seis meses desde la 

entrada en vigencia de la presente ley. 
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Para poder acceder a los beneficios de la inclusión social, laboral y 

productiva que surjan de la aplicación de la presente ley, los clasificadores deben 

estar registrados. 

 

Artículo 34. (Certificación de competencias).- El Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social, en coordinación con el Instituto Nacional de Empleo y 

Formación Profesional (INEFOP) y el Ministerio de Desarrollo Social, debe 

elaborar e implementar un programa de certificación de competencias para 

clasificadores, con el fin de mejorar su inclusión al empleo formal y tender a 

asegurar adecuados niveles de desempeño en las labores. 

 

Artículo 35. (Estímulo a empresas privadas).- Cométese al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo 

Social y el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el desarrollo de un 

programa de incentivo a empresas privadas asociadas a la gestión de residuos, 

para la contratación de clasificadores registrados, el cual debe estar dirigido a 

los nuevos puestos de trabajo que se generen a partir de la entrada en vigencia 

de la presente ley. 

Dicho programa será ejecutado según lo que establezca la reglamentación. 

 

Artículo 36. (Acciones de apoyo).- El Estado, los Gobiernos 

departamentales, los entes autónomos, los servicios descentralizados, todo 

órgano del Estado y las personas de derecho público no estatal, deben priorizar 

en los procesos de adquisición de servicios de gestión de residuos, a los 

clasificadores registrados o a los que se incorporen en la forma prevista en la 

reglamentación 

 

Artículo 37. (FONDES).- Agrégase al artículo 13 de la Ley Nº 19.337, de 

20 de agosto de 2015, el siguiente literal: 

"D) Promover y apoyar el desarrollo de empresas cooperativas u otras 

formas de asociación autogestionadas integradas por clasificadores de 

residuos y que permitan la consolidación y el desarrollo de 

emprendimientos productivos y sostenibles que apoyen los procesos 

de inclusión social, laboral y productiva de los clasificadores de 

residuos". 
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Artículo 38. (INEFOP).- Agrégase al artículo 2° de la Ley Nº 18.406, de 24 

de octubre de 2008, el siguiente literal: 

"R) Cooperar, participar y brindar apoyo para el desarrollo de programas de 

asistencia que respondan a la creación, formalización y consolidación 

de la cadena productiva asociada a la valorización de residuos y en 

particular, a aquellos procesos que promuevan la inclusión social, 

laboral y productiva de clasificadores". 

 

Capítulo VII - Residuos especiales 

 

Artículo 39. (Fabricantes e importadores).- Solo podrán fabricar o 

importar productos alcanzados por las normas específicas relacionadas con la 

gestión de residuos especiales, las personas físicas o jurídicas que se 

encuentren debidamente inscriptas en el registro a crearse en el MVOTMA. 

 

Artículo 40. (Comerciantes e intermediarios).- Los comerciantes y 

puntos de venta al consumo, así como los demás intermediarios en la cadena de 

distribución y comercialización de productos alcanzados por las normativas de 

residuos especiales, incluidos los envases, están obligados a recibir y aceptar la 

devolución y retorno de los productos o envases una vez culminada su vida útil 

de acuerdo con lo que se establezca en los Planes de Gestión. 

El Poder Ejecutivo, a través de la reglamentación de la presente ley, debe 

establecer las condiciones para la efectiva aplicación de la obligación referida en 

el inciso anterior y determinar el alcance de la misma. 

 

Artículo 41. (Responsabilidad extendida).- Se establece la 

responsabilidad extendida del fabricante e importador en la gestión de los 

residuos especiales, salvo en aquellos casos en que, según lo previsto en esta 

ley, sean gravados por el Impuesto Específico Interno los productos a partir de 

los cuales se generan. 

 

Artículo 42. (Financiamiento).- Agrégase al Título 11 del Texto 

Ordenado de 1996 el siguiente artículo: 

“ARTÍCULO 1º BIS.- Estará gravada la primera enajenación a cualquier 

título, y la afectación al uso propio, realizadas por los fabricantes e 
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importadores de los bienes que se detallan, con el monto fijo por unidad 

física enajenada o la tasa que fije el Poder Ejecutivo, cuyos valores 

máximos en cada caso se indican:  

A) Envases: Excluyendo los referidos en el siguiente literal. 

    El impuesto se determinará sobre la base de un monto fijo por 

unidad física enajenada, cuyo valor máximo será de 10 (diez) 

Unidades Indexadas por kilogramo.  

B) Otros Bienes: 

1) Bandejas y cajas descartables utilizadas para contener 

productos: Tasa máxima 180% (ciento ochenta por ciento). 

2)   Film plástico: Tasa máxima 20% (veinte por ciento). 

3)   Vasos, platos, cubiertos, sorbetes y demás vajilla o utensilios 

de mesa descartables: Tasa máxima 180% (ciento ochenta por 

ciento). 

4)  Bolsas plásticas de un solo uso para transportar y contener 

bienes, incluidas las definidas en la Ley Nº 19.655, de 17 de 

agosto de 2018: Tasa máxima 180% (ciento ochenta por 

ciento). 

Las tasas a que refiere el literal B) se aplicarán sobre el precio de venta 

sin impuestos del fabricante o importador, siendo aplicable lo dispuesto por 

el artículo 35 de la Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006. Facúltase 

al Poder Ejecutivo a determinar la base de cálculo de los bienes 

comprendidos en dicho literal, de acuerdo a los criterios establecidos por el 

artículo 33 de la Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006. 

El Poder Ejecutivo, quedará asimismo facultado para fijar tasas y 

montos diferenciales para los distintos tipos de bienes incluidos en el 

presente artículo considerando el tipo de material, volumen, peso, 

factibilidad de reciclado y la significancia del impacto ambiental asociado a 

la disposición final de los mismos.  

En la importación de bienes envasados estarán gravados los envases 

que los contengan, en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo. 

En este caso el impuesto tendrá carácter definitivo y se determinará en 

ocasión de la importación sobre un monto fijo por unidad física 

correspondiente al envase que contiene al producto importado, cuyo valor 

máximo será de 10 (diez) Unidades Indexadas por kilogramo. 
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En caso que el importador no proporcione la información necesaria 

para la determinación del impuesto, el mismo se determinará sobre el valor 

máximo establecido en el inciso anterior.  

El Poder Ejecutivo otorgará un crédito fiscal a los fabricantes o 

importadores de bienes que utilicen para su comercialización envases 

retornables en las condiciones que establezca, siempre que se acredite la 

retornabilidad de los mismos a través de certificados emitidos por la 

Dirección Nacional de Medio Ambiente del MVOTMA. 

Asimismo se faculta al Poder Ejecutivo a otorgar un crédito fiscal a las 

entidades que implementen sistemas de recolección o reciclaje de los 

bienes referidos en el inciso primero. 

Para acceder al beneficio establecido en el inciso anterior, la entidad 

deberá acreditar la efectividad de los referidos sistemas a través de 

certificados emitidos por la Dirección Nacional de Medio Ambiente del 

MVOTMA, en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo. 

Los créditos fiscales a que refieren los incisos anteriores no podrán 

superar el Impuesto Específico Interno correspondiente a cada uno de los 

envases retornables o de los bienes descartables que se recolecten o 

reciclen.” 

 

Artículo 43. (Criterios para programas de residuos especiales).- Los 

programas de orden público de recolección selectiva, clasificación y valorización 

de los materiales correspondientes a los numerales 1) y 2) del Literal H) del 

artículo 5º de la presente ley serán ejecutados según los siguientes criterios: 

A) El diseño y la ejecución deben acordarse con los gobiernos 

departamentales, tendiendo a la eficiencia de las operaciones y la 

maximización de los índices de recuperación y valorización. 

B) Las operaciones requeridas deben ejecutarse tanto por entidades 

públicas como privadas. 

C) Para las operaciones que no sean ejecutadas por los gobiernos 

departamentales, la asignación de cupos o contratos de servicios se 

deben realizar mediante procesos de adquisición públicos y 

competitivos, que consideren las capacidades nacionales implantadas 

y la incorporación de clasificadores al trabajo formal, a través de 

mecanismos que promuevan la inclusión al ingreso de clasificadores en 

el sistema formal. 
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D)  Los criterios de selección se regirán por mecanismos de evaluación que 

deben integrar las variables calidad y precio del servicio, así como la 

generación de puestos de trabajo formal dirigidos a clasificadores de 

residuos. 

E) Los privados que operen los sistemas deben ser tanto empresas 

privadas como cooperativas de clasificadores, en ambos casos 

formalmente constituidas. 

F) El control de las operaciones será realizado por el gobierno 

departamental respectivo, correspondiendo al MVOTMA el control en 

el ámbito de sus competencias, incluyendo el seguimiento de los 

programas mediante el monitoreo y la difusión de indicadores de 

gestión. 

 

Artículo 44. (Envases).- Los importadores y fabricantes de productos 

puestos en el mercado en envases no retornables deben minimizar el volumen y 

el peso de los envases de acuerdo a las necesidades de protección de contenido 

y comercialización del producto. 

El Poder Ejecutivo podrá restringir o prohibir el uso de ciertos materiales 

tales como envases o embalajes, o establecer volúmenes o pesos máximos para 

los envases no retornables. 

Los envases y embalajes deben ser de materiales que propicien su 

reutilización y reciclado o en su defecto, ser de materiales biodegradables. 

 

Capítulo VIII - Financiamiento especial de la gestión de residuos 

 

Artículo 45. (FONAGRES).- Autorízase al Poder Ejecutivo a constituir un 

fideicomiso de administración según lo establecido por la Ley Nº 17.703, de 27 

de octubre de 2003, que se denominará Fondo Nacional de Gestión de Residuos 

(FONAGRES), con el objeto de financiar los programas de gestión de los 

residuos especiales y apoyar el mejoramiento de la gestión de residuos por los 

gobiernos departamentales, en aplicación de la política nacional de gestión de 

residuos según lo previsto en la presente ley. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al Fideicomiso de Administración 

(Fondo Nacional de Gestión de Residuos - FONAGRES) hasta un monto 

equivalente a la recaudación anual correspondiente a lo establecido en el artículo 

42 de la presente ley, considerando el avance de los programas de gestión de 

los residuos especiales. La habilitación de los créditos presupuestales para 
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hacer frente a esta transferencia se debe realizar a través de los mecanismos 

legales previstos. 

El Poder Ejecutivo debe designar la persona física o jurídica que actuará 

en carácter de fiduciario. 

A los efectos de la actuación del Estado como fideicomitente, se 

conformará un Consejo de Dirección del FONAGRES, que se integrará por un 

representante titular y un alterno del MVOTMA, Ministerio de Economía y 

Finanzas, Ministerio de Industria, Energía y Minería, Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, así como dos 

representantes titulares y dos alternos del Congreso de Intendentes y un 

representante titular y un alterno del PIT-CNT y de la Cámara de Industrias del 

Uruguay. El Consejo de Dirección será presidido por el representante del 

MVOTMA. 

Dicho Consejo será asesorado y asistido por una Comisión Consultiva, 

coordinada y convocada por el MVOTMA, integrada por representantes 

gubernamentales y de los sectores académico, empresarial, sindical y otras 

organizaciones no gubernamentales, según lo determine la reglamentación. 

 

Artículo 46. (Destino del FONAGRES).- El FONAGRES se debe destinar 

a: 

A) Contribuir al financiamiento de los sistemas de recolección selectiva, 

clasificación, transporte y valorización de residuos especiales 

generados por productos gravados por el IMESI, incluyendo los 

mecanismos de control y seguimiento. 

B) La asistencia técnica y financiera para la mejora de la gestión de 

residuos realizada por los gobiernos departamentales, entre otros para: 

1) lograr la sostenibilidad económica y financiera del sistema de gestión 

de residuos, mediante la adecuada estructuración de costos, la 

sistematización de su financiamiento u otras formas; 

2) mejorar los procesos de gestión de residuos en el departamento y 

los municipios; 

3) elaborar términos de referencia para los llamados a licitación 

relacionados a la gestión de residuos; y, 

4) ejecutar proyectos de disposición final, mejora de infraestructuras y 

equipamiento u otros relacionados a la gestión de residuos. 
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C) La promoción de la inclusión social, laboral y productiva de los 

clasificadores registrados en la gestión de residuos. 

D)  El desarrollo de campañas de comunicación educativa e informativa 

orientadas a promover la minimización de la generación y la 

valorización de residuos. 

 

Artículo 47. (Patrimonio del FONAGRES).- El FONAGRES se integrará 

con los siguientes recursos: 

A) Los provenientes de la recaudación del IMESI, según lo establecido en 

el artículo 42 de la presente ley. 

B) Los aportes que provengan de personas físicas o jurídicas, públicas o 

privadas, así como los que provengan de la cooperación internacional.  

C) Los pagos y devoluciones correspondientes a los reintegros de los 

programas y proyectos que sean financiados por el Fondo. 

D) El producto de las inversiones que se efectúen con recursos de este 

Fondo. 

E) Las herencias, legados y donaciones que le sean realizados. 

  La realización de aportes al Fondo no reputará el carácter de 

fideicomitente a quienes los efectúen. 

 

Artículo 48. (PROVAR).- Créase el Programa de Valorización de 

Residuos (PROVAR), en el ámbito del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 

con el fin de promover los procesos de valorización de residuos a nivel nacional 

y el desarrollo de nuevos productos tendientes a minimizar la generación de 

residuos. 

Dicho programa se ejecutará en coordinación con el MVOTMA y el 

Ministerio de Economía y Finanzas, potenciando su integración con otras 

estrategias nacionales que tengan por finalidad el desarrollo económico 

productivo en forma sustentable, con equidad social y equilibrio ambiental. 

El PROVAR se financiará con aportes del FONAGRES con un mínimo del 

2% (dos por ciento) y hasta un 5% (cinco por ciento) de las asignaciones anuales 

que sean destinadas a dicho Fondo. 
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Artículo 49. (Alcance del PROVAR).- El PROVAR comprenderá: 

A) La asistencia técnica y la promoción de la valorización de residuos a 

nivel nacional. 

B) El financiamiento de proyectos de inversión dirigidos a la valorización de 

residuos. 

C) La promoción de la investigación y del desarrollo tecnológico para 

obtener energía y nuevos productos a partir de los residuos. 

D) La innovación en el diseño de productos que reduzcan la generación de 

residuos y los impactos que se deriven de ellos. 

 

Capítulo IX - De la disposición final de residuos 

 

Artículo 50. (Disposición final).- El MVOTMA debe establecer las 

condiciones mínimas de diseño, operación y clausura de los sitios de disposición 

final, así como su localización de acuerdo a la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 

2008. 

El Plan Nacional de Gestión de Residuos debe incluir las metas graduales 

a alcanzar para evitar que residuos con potencial de reciclaje o valorización 

tengan como destino la disposición final. 

 

Artículo 51. (Autorización y condiciones).- Solo podrá procederse a 

realizar la disposición final de residuos en rellenos sanitarios o depósitos de largo 

plazo que cuenten con autorización ambiental otorgada por el MVOTMA. Los 

que estén operativos, dispondrán de un plazo de tres años para obtenerla a partir 

de la promulgación de la presente ley. 

Dicho Ministerio debe determinar los requerimientos para el otorgamiento 

de la referida autorización y demás aspectos vinculados a la tramitación de la 

solicitud correspondiente. 

 

Artículo 52. (Prohibiciones).- A partir de la promulgación de la presente 

ley queda prohibido: 

A) El ingreso de animales a los rellenos de disposición final de residuos. 

B) El ingreso a los rellenos de disposición final de personas ajenas a las 

operaciones de los rellenos. 
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C) La quema de residuos. 

 

Artículo 53. (Clausura y posclausura).- Los titulares de las operaciones 

de disposición final son responsables de la clausura, el mantenimiento y el 

seguimiento posclausura de los sitios de disposición final por un periodo de diez 

años para los residuos peligrosos y de cinco años para residuos no peligrosos. 

Ambos plazos serán contados a partir de la culminación de las obras 

posclausura y el MVOTMA podrá prorrogarlos hasta por igual período, en caso 

de que del seguimiento posclausura surjan elementos que ameriten una acción 

aun posterior a la prevista. 

Durante el período posclausura, el titular del relleno es responsable del 

mantenimiento de la integridad de la instalación y de los controles periódicos que 

se establezcan en la autorización ambiental correspondiente. 

 

Artículo 54. (Restricción de uso).- Los inmuebles utilizados para la 

disposición final de residuos tendrán las siguientes restricciones de uso, además 

de las que establezca el Poder Ejecutivo: 

A) Durante el periodo posclausura del sitio de disposición final 

correspondiente, los inmuebles utilizados a tal fin, quedarán sujetos a 

las condiciones de uso derivadas del proyecto de clausura respectivo y 

de la autorización ambiental otorgada, sin que se puedan alterar las 

operaciones de acondicionamiento ni generar riesgos para el ambiente. 

B)  En cualquier caso, el área del inmueble en el cual se ubican las 

instalaciones de disposición final de residuos, tendrá restricciones de 

uso por un periodo de al menos veinte años, durante el cual estará 

prohibida la construcción de cualquier tipo de viviendas y su uso con 

destino habitacional.  

Vencido el plazo correspondiente, la construcción de viviendas y su destino 

habitacional estarán condicionados a la autorización previa del MVOTMA, 

mediante solicitud que deberá contener la información mínima que dicho 

ministerio requiera. En ningún caso se autorizarán construcciones con ese 

destino, cuando se trate de inmuebles en los que se hubieran dispuesto residuos 

peligrosos. 

Artículo 55. (Inventario y registro).- Cada Intendencia debe llevar un 

inventario departamental de los sitios de disposición final de residuos 

domiciliarios, sean activos, pretéritos o clausurados, de conformidad con lo que 

establezca la reglamentación.  
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El inventario deberá ser remitido a la Dirección Nacional de Medio 

Ambiente, la que tendrá a su cargo el Inventario Nacional de Sitios de 

Disposición Final de Residuos. 

La identificación de determinados padrones como parte de un sitio de 

disposición final de residuos, así como las restricciones que correspondieren o 

que se establezcan, deberán ser inscriptas por el titular del sitio de disposición o 

por el MVOTMA en su defecto, en el Registro de la Propiedad, Sección 

Inmobiliaria, según lo establecido por el numeral 12 del artículo 17 de la Ley 

Nº 16.871, de 28 de setiembre de 1997. 

 

Artículo 56. (Desestímulos a la disposición final).- El Poder Ejecutivo 

podrá establecer criterios para la aplicación de tasas o precios diferenciales de 

su competencia, tendientes a desestimular la disposición final de materiales 

respecto de los cuales existan capacidades nacionales para su reciclado. 

 

Capítulo X - Información, educación y participación pública 

 

Artículo 57. (Sistema de información).- El MVOTMA, a través de la 

Dirección Nacional de Medio Ambiente, debe desarrollar, implantar y coordinar 

un sistema de información sobre gestión de residuos, orientado tanto a la toma 

de decisiones de los sectores públicos y privados como a brindar información al 

público en general. 

 

Artículo 58. (Información departamental y local).- Las intendencias 

deben suministrar anualmente a la Dirección Nacional de Medio Ambiente la 

información vinculada a la gestión de residuos en el ámbito de sus competencias, 

de acuerdo con las pautas que establezca el MVOTMA, a cuyos efectos prestará 

a los gobiernos departamentales la asistencia que corresponda. 

 

Artículo 59. (Informe ambiental).- El Poder Ejecutivo, a través del 

MVOTMA y como parte del informe ambiental nacional previsto por el artículo 12 

de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, debe elaborar y difundir 

información sobre el cumplimiento de la política nacional de residuos y los 

avances en el cumplimiento de las metas establecidas en el Plan Nacional de 

Gestión de Residuos y en los planes departamentales en la materia. 
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Artículo 60. (Promoción de la participación).- El MVOTMA, los 

gobiernos departamentales y los municipales, en el ámbito de sus competencias, 

deben promover la participación de todos los sectores de la sociedad y del 

público en general en la prevención de la generación, la valorización y demás 

etapas de gestión de residuos. 

A tales efectos, deben fomentar la conformación, consolidación y 

funcionamiento de grupos organizados de la sociedad civil interesados en 

participar en el diseño e instrumentación de planes y programas para prevenir la 

generación de residuos y la gestión ambientalmente adecuada de los mismos. 

Para mejorar el control y seguimiento de la gestión de residuos, se debe 

promover la implantación de programas de monitoreo ciudadano. 

 

Artículo 61. (Educación).- Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 11 

de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, el MVOTMA y las autoridades 

de la educación, deben promover la educación ambiental vinculada a la 

prevención de la generación, valorización y gestión ambientalmente sostenible 

de residuos. 

 

Capítulo XI - Otras disposiciones 

 

Artículo 62. (Responsabilidad por daños).- Las personas físicas o 

jurídicas serán responsables por los daños que por la gestión de residuos 

puedan causar, sin perjuicio de las autorizaciones, aprobaciones o habilitaciones 

que puedan otorgarse de conformidad con esta ley y su reglamentación. 

 

Artículo 63. (Exportación de residuos).- Prohíbese la exportación de 

residuos: 

A) A las Partes del Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos 

Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, aprobado 

por la Ley Nº 16.221, de 22 de octubre de 1991, que hubieran prohibido 

la importación de esos desechos, cuando dicha prohibición haya sido 

comunicada de conformidad con el apartado a) del artículo 4º del mismo. 

B) A cualquier Estado importador de desechos peligrosos y otros desechos 

comprendidos en el Convenio de Basilea, que no hubiera dado su 

consentimiento por escrito a la importación de que se trate, o cuando 
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existan razones que evidencien que tales desechos no serán sometidos 

a un manejo ambiental racional. 

C) En los casos en que el Poder Ejecutivo declare que: 

1) existen instalaciones y capacidad suficiente en el territorio nacional 

para que sean sometidos a un manejo ambientalmente adecuado y 

siempre que ello no genere condiciones desiguales de competencia 

o perjuicios graves a la economía nacional; o, 

2) la escasez de los materiales que constituyen los residuos, puede 

generar perjuicios para economía nacional. 

 

Artículo 64. (Introducción de desechos peligrosos).- Sustitúyese el 

artículo 1º de la Ley Nº 17.220, de 11 de noviembre de 1999, el que quedará 

redactado de la siguiente forma: 

"ARTÍCULO 1º. Prohíbese la introducción en cualquier forma o bajo 

cualquier régimen en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, de los 

desechos o residuos peligrosos a los que refiere el artículo 3º de esta ley". 

 

Artículo 65. (Desechos peligrosos).- Sustitúyese el inciso segundo del 

artículo 3º de la Ley Nº 17.220, de 11 de noviembre de 1999, en la redacción 

dada por el artículo 367 de la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre de 2005, el que 

quedará redactado de la siguiente forma: 

"Sin perjuicio de otras categorías que puedan preverse en la legislación 

nacional y en tanto no sean definidas expresamente por la reglamentación, 

se incluyen entre los desechos peligrosos alcanzados por la presente ley, 

los radioactivos y los considerados como tales según el literal a) del párrafo 

1 del artículo 1º y Anexos 1 y 111 del Convenio de Basilea sobre el Control 

de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su 

Eliminación, aprobado en Basilea (Suiza), el 22 de marzo de 1989, y sus 

enmiendas". 

 

Artículo 66. (Mercadería a destrucción).- Cuando mercaderías u objetos 

ingresados bajo cualquier régimen al territorio nacional, cualquiera sea su 

régimen, sean destinados a destrucción o deban ser destruidos por abandono, 

en mérito a una decisión aduanera o de barrera sanitaria, se les considerará 

residuos a los efectos de esta ley y se entenderá cumplida la destrucción 

mediante los procesos de valorización, tratamiento o disposición final que 

autorice la Dirección Nacional de Medio Ambiente.  
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Lo dispuesto en el inciso anterior será igualmente de aplicación cuando 

corresponda la gestión de residuos o la destrucción de mercaderías u objetos 

provenientes de áreas con vigilancia o tratamiento aduanero especial, como las 

zonas francas, tiendas libres o exclaves aduaneros. 

 

Artículo 67. (Suelo rural).- Declárase por vía interpretativa que las 

prohibiciones del régimen del suelo rural, previstas en el inciso cuarto del artículo 

39 de la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, no incluyen aquellas 

construcciones asociadas a los procesos de valorización, tratamiento y 

disposición final de residuos. 

 

Artículo 68. (Régimen de sanciones).- Las infracciones a lo dispuesto por 

la presente ley y su reglamentación serán sancionadas por el MVOTMA, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 6º de la Ley Nº 16.112, de 30 de 

mayo de 1990, en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, en 

el artículo 15 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000 y en sus normas 

modificativas. 

 

  Sala de la Comisión, a 31 de julio de 2019. 

 

 

 

        DANIEL GARÍN 
              Miembro Informante 
 

 

      CAROL AVIAGA 

 

 

    LEONARDO DE LEÓN 

 

 

  MÓNICA XAVIER 
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M OTMA 

MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

Montevideo, Q 5 JLJN 2018 
Señora Presidente de la 

Asamblea General 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el objeto de someter a su 

consideración el proyecto de Ley de Gestión Integral de Residuos. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El presente proyecto de ley tiene por objetivo la protección del ambiente, propiciando un 

modelo de desarrollo sostenible, mediante la prevención y reducción de los impactos 

adversos de la generación y gestión de los residuos y el reconocimiento de los residuos 

como un recurso reutilizable y reciclable, capaz de generar valor y empleo. El proyecto está 

alineado a una estrategia de economía circular, donde se optimiza el uso de materiales, 

dando una segunda vida a los residuos y potenciando el desarrollo de nuevas formas de 

negocios y la creación de empleos verdes asociados a la cadena de recuperación y 

valorización de materiales. El proyecto fue concebido desde una mirada integral abordando 

no sólo los aspectos ambientales derivados de los residuos, sino también integrando la 

compleja dimensión social asociada a la informalidad de los procesos de clasificación y 

reciclado. 
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En los últimos 150 años, el mundo ha estado dominado por un modelo de producción y 

consumo lineal, donde los bienes se producen a partir de materias primas, se utilizan y por 

último son desechados como residuos. A lo largo de los años las sociedades han aumentado 

constantemente el consumo de bienes, lo que ha llevado también a un aumento constante 

de la generación de residuos, incremento que se ha profundizado por la práctica común de 

"use y tire". Adicionalmente, la dinámica de los cambios tecnológicos requiere un 

permanente recambio de equipamiento para adecuarse y obtener el beneficio de los nuevos 

desarrollos. Esto también aumenta el índice de generación de residuos y la complejidad del 

tipo de residuos que generamos. Uruguay no es ajeno a esta tendencia de crecimiento de los 

índices de generación de residuos, por lo cual es clave avanzar hacia una gestión sostenible 

de residuos donde se priorice la minimización de su generación y la valorización de los 

mismos. 

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible establece entre sus objetivos {ODS 12), 

garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles, siendo uno de sus ejes de 

actuación el vinculado con la reducción de residuos a través de impulsar el consumo 

responsable y la reducción de residuos a través de la aplicación de la prevención de la 

generación y la promoción del reciclado y otras formas de valorización. Este proyecto de Ley 

se alinea en todos sus términos con la promoción de modalidades de consumo y producción 

sostenibles, pero también, conjuga la inclusión social, laboral y productiva de clasificadores a 

través de la creación de empleos dignos en la gestión de residuos. 

El proyecto propone la política nacional de residuos, con base a lo establecido en la Ley de 

Protección del Ambiente {Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000). Dicha Ley declara, 

entre otras cosas, que es de interés general la reducción y adecuado manejo de las 

sustancias tóxicas o peligrosas y de los desechos cualquiera sea su tipo. Si bien en el marco 

de esa Ley, ha sido posible reglamentar a la fecha un conjunto de corrientes de residuos, es 

necesario contar a nivel nacional, con una norma de residuos que potencie acciones más 

profundas y permita modificaciones de carácter estructural, generando mecanismos y 
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nuevos instrumentos para una gestión sostenible de residuos, clarificando -a su vez- las 

competencias, roles y responsabilidades de cada uno de los actores y pautando la 

internalización de los costos a los generadores de residuos. 

En nuestro país, existen varios antecedentes de normas vinculadas a residuos, que se han 

aprobado en forma aislada atendiendo a resolver temas en particulares. Algunas con rango 

de Ley, y otras como reglamentaciones de la Ley de Protección del Medio Ambiente. En el 

rango de ley, la Ley Nº 17.220, de 11 de noviembre de 1999, refiere a la prohibición de 

introducción en cualquier forma o bajo cualquier régimen en las zonas sometidas a la 

jurisdicción nacional, de todo tipo de desechos peligrosos. En el año 2004 se promulgó la Ley 

Nº 17.849, de 29 de noviembre de 2004, conocida como Ley de Reciclaje Envases, que tuvo 

por objetivo reducir la generación de residuos de envases y promover su reciclado a través 

de transferirle al sector fabricante e importador la responsabilidad por la gestión de estos 

residuos. Esta Ley fue reglamentada en el año 2007, a través del Decreto Nº 260/007, de 23 

de julio de 2007, decreto que incorporó además la promoción de la inclusión social, a través 

de priorizar que los puestos de trabajo que surgieran de los planes de gestión de residuos 

post-consumo fueran dirigidos a los clasificadores de residuos. 

La primera corriente de residuos en ser reglamentada en el país fue la de residuos sanitarios, 

a través del Decreto Nº 135/999, de 18 de mayo de 1999, que posteriormente fue 

actualizado por el Decreto Nº 586/009, de 21 de diciembre de 2009. Estos decretos 

establecieron la forma en que debe realizarse la gestión de los residuos generados en los 

centros de atención a la salud, clarificando que la responsabilidad por su gestión es de los 

generadores. 

En materia de decretos reglamentarios de la Ley de Protección del Medio Ambiente, se 

destaca el Decreto Nº 373/003, de 10 de setiembre de 2003, referente a los residuos de 

baterías plomo-ácido, responsabilizando al fabricante/importador de estas para recuperarlas 

por medio de una gestión adecuada, siendo el primer decreto que reglamenta la gestión de 

una corriente de residuos bajo el concepto de responsabilidad extendida. 
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En el año 2013 se aprobó el Decreto Nº 152/013, de 21 de mayo de 2013, referente a 

envases de agroquímicos y productos obsoletos utilizados en la producción animal y vegetal, 

transfiriendo también la responsabilidad al sector importador y fabricantes de agroquímicos. 

Ese mismo año se aprobó el Decreto Nº 182/013, de 20 de junio de 2013, relacionado a la 

gestión ambientalmente adecuada de residuos derivados de actividades industriales y 

asimilables, atendiendo a todos los aspectos que hacen a su gestión integral, incluyendo su 

generación, clasificación, almacenamiento, transporte, reciclado, valorización, tratamiento y 

disposición final. A finales del año 2015 se aprobó el Decreto Nº 358/015 a finales del año 

2015 se aprobó el Decreto Nº 358/015, de 28 de diciembre de 2015 como respuesta a la 

necesidad de establecer una reglamentación ambientalmente adecuada para la gestión de 

los neumáticos fuera de uso. Aquí también se incorpora el concepto de responsabilidad 

extendida para los fabricantes e importadores de neumáticos. 

En ámbito departamental, la normativa de residuos domiciliarios es muy dispar siendo 

común encontrar ordenanzas de higiene y limpieza bastante desactualizadas y nacidas con 

un abordaje desde la higiene y estética de la ciudad, pero no con un enfoque ambiental. En 

general además refiere al modo de extracción y recolección de residuos, estableciendo 

lugares, modalidad y límites horarios, siendo casi inexistente abordajes de educación, 

prevención, re-uso y valorización de los residuos. 

Más allá de los esfuerzos realizados a la fecha, la gestión de residuos a nivel nacional 

continúa siendo deficiente básicamente en todas las corrientes de residuos desde los de 

origen de actividades productivas hasta los residuos domiciliarios. Como alternativa de 

gestión prima la disposición final frente a otras alternativas, siendo además en la mayoría 

de los casos extremadamente pobre la calidad con la que se realiza generando impactos 

ambientales negativos de distinta dimensión. Los procesos de reciclado y valorización de 

residuos son incipientes y se realizan en gran medida a través de canales informales, siendo 

elevada la cantidad de clasificadores que realizan la tarea en condiciones de alta 

vulnerabilidad y exclusión. 
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Sin perjuicio de los avances en materia normativa a nivel nacional para regular distintas 

corrientes de residuos que han permitido avanzar en el ordenamiento de algunas corrientes, 

resulta necesario, contar con una Ley de Gestión Integral de Residuos que fije la política 

nacional de residuos y establezca los instrumentos necesarios para promover la disminución 

de su generación, el reciclado y otras formas de valorización y atienda además los aspectos 

vinculados a la informalidad que presenta el sector. 

Frente a esta necesidad, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente propuso en el año 2016 a la Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente 

(COTAMA) la conformación de un grupo de trabajo interinstitucional, que construyera las 

bases para la elaboración del proyecto de Ley. El proyecto se elaboró en el marco de un 

proceso de amplia participación. En el grupo participaron 28 organizaciones (60 

participantes), integrando tanto actores públicos, privados, sectores académicos y 

representantes de la sociedad civil. 

Para la elaboración de las bases se tuvieron en cuenta experiencias y normas 

internacionales, profundizándose sobre los aspectos nacionales tanto en su dimensión 

ambiental, social como económica. 

En el proyecto de Ley se pauta la regulación de la gestión de residuos a nivel nacional y 

departamental, integrando todas las etapas del ciclo de vida del residuo. Establece las 

directrices relativas a la gestión integrada de los distintos grupos de residuos, el ámbito de 

competencia, las responsabilidades de los generadores y de los distintos actores que 

participan en la gestión de residuos así como orienta el comportamiento de la población. 

Establece además un conjunto de instrumentos tendientes a facilitar y promover una gestión 

ambientalmente sostenible de los residuos en todo el territorio nacional, reconociendo a los 

clasificadores de residuos como un actor clave en los procesos de reciclado, promoviendo 

cambios sustanciales tendientes a generar valor y empleo. 

El proyecto de Ley se ha estructurado en 11 capítulos, de los cuales 9 son de carácter 

específico. 

5 

37



En el capítulo 1 se introducen los artículos de carácter general asociados al objetivo, alcance, 

tipos de residuos y competencias. Como alcance de la Ley se proponen incluir todos los 

residuos cualquier sea su tipo y origen, a excepción de los residuos sanitarios, radiactivos y 

los generados en la exploración y explotación minera, cuando estos últimos puedan ser 

gestionados en el sitio donde se desarrolla la actividad minera. El proyecto clarifica los tipos 

de residuos en función de sus características, de la actividad generadora y de la 

responsabilidad por su gestión que se asigna. Se establecen 8 tipos de residuos que abordan 

desde los residuos domiciliarios, y de limpieza de espacios públicos sobre los cuales asumen, 

al igual que en la actualidad, la responsabilidad de su gestión, las Intendencias, una vez que 

estos son entregados a los sistemas de recolección, hasta aquellos que la ley denomina 

especiales y que integran los residuos, que en general se derivan del consumo masivo de 

bienes y que por su composición o características requieren una gestión independiente y 

sobre los cuales aplicará el concepto de responsabilidad extendida o el Impuesto Específico 

Interno. El resto de los 5 tipos de residuos integran residuos generados en actividades 

económicas productivas, en centros de atención la salud, en obras de construcción así como 

suelos contaminados y sedimentos, siendo la responsabilidad de la gestión de los mismos a 

cargo del generador directo del residuo. 

En el capítulo 11, el proyecto establece los principios de la política nacional de residuos en 

base a los principios de la política ambiental, a la vez que incorpora directrices generales y 

específicas para residuos domiciliarios que pautaran la gestión, integrando a su vez un 

conjunto de aspectos tendientes a orientar el comportamiento de los generadores en la 

gestión de residuos. Se establece en forma explícita la jerarquía de gestión donde se prioriza 

la minimización de residuos y el reciclado frente a las alternativas de disposición final. 

El capítulo 111 aborda los aspectos de planificación y coordinación, reforzando la necesidad de 

avanzar en los procesos de planificación, tanto en ámbito nacional como departamental. Se 

establece el Plan Nacional de Gestión de Residuos como instrumento de planificación 

estratégica a nivel nacional, asignado la competencia en el MVOTMA de su formulación a la 

vez que se promueve la formulación de Planes Departamentales de Residuos. El Plan 
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Nacional se propone que sea aprobado por el Poder Ejecutivo y que tenga una revisión y 

actualización cada cinco años. Para fortalecer los procesos de planificación entre el ámbito 

nacional y departamental, así como la coordinación de acciones se propone la creación de la 

Comisión de Coordinación y Planificación sobre Residuos, que funcionará en el ámbito del 

MVOTMA y estará integrada por este y por representantes del Congreso de Intendentes. 

El capítulo IV, refiere a la prevención de la generación y la promoción de reciclado y otras 

formas de valorización, estableciendo desde la parte conceptual, los aspectos estratégicos, 

las facultades del Poder Ejecutivo para actuar en pro de incentivar el diseño más adecuado 

de productos y servicios y desestimular el uso de productos de corta vida útil o de excesiva 

generación de residuos entre otros. Pauta un plazo de 2 años para que los organismos 

públicos implementen sistemas de segregación de corrientes de residuos reciclables y no 

reciclables de forma que los organismos públicos se transformen en motor del cambio. Se 

integra además aspectos asociados a la disminución de la generación de residuos de 

alimentos en línea con la tendencia establecidos por la Agenda 2030 de desarrollo 

sostenible. 

Para abordar el problema de la informalidad, el capítulo V establece un conjunto de artículos 

tendientes al ordenamiento de la cadena de reciclado, con una ventana de adecuación de 3 

años mientras que en capítulo VI, se incorporan los aspectos vinculados a la promoción del 

desarrollo social y laboral de los clasificadores de residuos y su efectiva inclusión social. La 

Ley reconoce a los clasificadores como un actor clave en los procesos de reciclado y puesta 

en valor de residuos. En este capítulo se conceptualiza el proceso de inclusión social, laboral 

y productiva que promueve la Ley, estableciendo entre otras cosas que el proceso será 

transitorio, proponiendo en una primera instancia un período de 10 años contados desde la 

entrada en vigencia de la presente Ley. Para facilitar la inclusión social, laboral y productiva 

se crea un inventario público de iniciativas de inclusión social y productiva de clasificadores, 

un registro de clasificadores y un proceso de certificación de' competencias. La promoción de 

la inclusión social, laboral y productiva se realizará impulsando un proceso de discriminación 

positiva hacia clasificadores registrados y el fortalecimiento de las políticas tendientes a 
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apoyar el desarrollo de empresas de servicios en la gestión de residuos en forma de 

cooperativas y otras formas de asociación auto gestionadas así como la asistencia para la 

capacitación y su desarrollo. 

Especial atención en el proyecto de Ley la tiene el capítulo VII, vinculado a residuos 

especiales, que integran los residuos, que en general se derivan del consumo masivo de 

bienes y que por su composición o características requieren una gestión independiente y 

sobre los cuales aplicará el concepto de responsabilidad extendida o el financiamiento del 

sector importador/productor de los bienes. Dentro de este de tipo de residuos se incluyen 

los residuos de envases y embalajes cualquiera sea su origen y función; los residuos de 

baterías y pilas; los residuos electro-electrónicos post-consumo; los neumáticos fuera de 

uso; los aceites usados; los vehículos fuera de uso; habilitando la inclusión de nuevas 

categorías que correspondieran por parte del Poder Ejecutivo. La base de la gestión de estas 

fracciones de residuos es la recuperación de productos para su reciclaje u otras formas de 

valorización, evitando que los mismos vayan a disposición final en un relleno. Al trasladarse 

los costos de la gestión de estos residuos a los importadores y productores, el sistema logra 

financiar los costos adicionales de un sistema de clasificación, recolección selectiva y 

reciclaje de residuos. Las fluctuaciones de los valores de los materiales reciclados en el 

mercado no impactan al desarrollo y la estabilidad del sistema implantado. 

De todos los grupos de residuos especiales implantados con gestión independiente a la fecha 

la fracción de residuos de envases y embalajes es la que presenta actualmente los 

principales problemas. Estos problemas son derivados de que la Ley y su reglamentación 

tienen un modelo de gestión que es altamente deficiente en la toma de decisiones y en 

particular en aquellas vinculadas al financiamiento del sistema. Si bien desde el año 2007, 

año en que se reglamentó la Ley de Reciclaje de Envases, las empresas alcanzadas 

comenzaron a realizar los aportes a través de una tasa administrada por un Fideicomiso 

creado en el ámbito del sector industrial, la toma de decisiones para avanzar en territorio 

con la implantación de los sistema de recolección selectiva y reciclado ha sido compleja, 
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alcanzando en 10 años tan solo 6 departamentos, con eficiencias de recuperación muy 

escasas. En función de esto es que se ha propuesto en el proyecto de Ley de Gestión 

Integral de Residuos, derogar la Ley de Reciclaje de Envases, sustituyendo el mecanismo de 

gestión implantado por esta última, por un modelo nuevo, basado en un tributo que 

permitirá el financiamiento del sistema de recolección selectiva y clasificado de estos 

materiales en sustitución de la tasa que las empresas ya pagan en el marco de la Ley de 

Reciclaje de Envases y que ya es gestionado por un Fideicomiso que funciona en el ámbito 

privado. 

Para este nuevo modelo se propone que los sistemas de recolección selectiva, captación y 

proceso de recuperación de materiales para su reciclaje y otras formas de valorización sean 

planificados y controlados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente en acuerdo con cada una de las Intendencias. El sistema de recolección selectiva 

de estos materiales y los procesos correspondientes para su recolección, separación y 

clasificación de materiales será diseñado a medida para cada uno de los departamentos en 

el marco de un modelo de integración con el sistema de limpieza de cada intendencia para 

lograr el mejor resultado global. Las operaciones que se requieran podrán ser brindadas por 

las Intendencias o ejecutadas con proyectos específicos a través de actores privados, 

siguiendo mecanismos de adquisición de contratos de servicio que considerarán las 

capacidades nacionales implantadas y tenderán a ejercer una discriminación positiva para 

que los puestos de trabajo adicionales que se creen sean con destino a formalizar 

clasificadores de residuos. 

Para facilitar la implantación del sistema, el capítulo VIII propone la creación de un 

Fideicomiso de administración denominado Fondo Nacional de Gestión de Residuos 

(FONAGRES), que generará las capacidades necesarias para la gestión de las fracciones de 

residuos de envases de acuerdo a lo planificado. El Fondo tendrá como finalidad el 

financiamiento de los sistemas de recolección selectiva, clasificación, transporte y valoriza­

ción de residuos especiales generados por productos gravados por el IMESI, incluyendo los 
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mecanismos de control y seguimiento, la asistencia técnica y financiera para la mejora de la 

gestión de residuos por los gobiernos departamentales, la promoción de la inclusión social, 

laboral y productiva de clasificadores en la gestión de residuos, el desarrollo de contenidos 

educativos y procesos de comunicación y concientización para promover la minimización de 

la generación y la valorización de residuos y la promoción de procesos de valorización de 

residuos a nivel nacional y el desarrollo de nuevos productos tendientes a minimizar la 

generación de residuos. En el mismo sentido y para promover los procesos de valorización 

se crea en el ámbito del Ministerio de Industria, Minería y Energía el Programa de 

Valorización de Residuos que a su vez apoyará el desarrollo de nuevos productos tendientes 

a minimizar la generación de residuos y que recibirá el financiamiento del Fondo Nacional de 

Gestión de Residuos (FONAGRES). 

Abordando la problemática de la disposición final de residuos, se integran en el capítulo IX 

un conjunto de disposiciones tendientes a ordenar esta alternativa y mejorar las condiciones 

de seguridad para su utilización. En particular se incorporan como sujetos de Autorización 

Ambiental la totalidad de los sitios de disposición final de residuos, estableciéndose un plazo 

máximo de 3 años para la adecuación a las nuevas pautas. Adicionalmente se incluyen un 

conjunto de prohibiciones, y se establecen las condiciones de clausura y restricciones de uso 

para los inmuebles utilizados para la disposición final de residuos. 

Por último, en el capítulo X, el proyecto de Ley de Gestión Integral de Residuos contempla el 

fortalecimiento de los procesos de participación en materia de gestión de residuos, la 

educación para la acción y la transparencia de las acciones a través de la mejora de la 

disponibilidad y acceso a la información pertinente. 

De esta forma, el Poder Ejecutivo espera dotar al país de una ley que brinde el marco 

jurídico para lograr una gestión sostenible de los residuos, impulse un modelo de gestión 

integral que contemple todas las etapas del ciclo de vida y que incorpore la dimensión social, 

ambiental y económica como parte de la política de gestión de residuos y de la política 

nacional de protección del ambiente y desarrollo sostenible. 
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Finalmente este nuevo desafío requiere la integración y coordinación de los distintos 

sectores públicos y privados involucrados y un compromiso que involucra al conjunto de la 

sociedad. La creación de un sistema nacional de manejo de residuos, que tenga por objetivo 

priorizar la minimización de la generación y lograr el máximo reuso y reciclado y 

transformación productiva, derivará en avances y mejoras tanto en lo ambiental, como en 

lo social y económico, promoviendo el desarrollo productivo a la vez que apoyará en la 

dignificación del trabajo de quienes hoy realizan la tarea en forma informal. 

El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su más alta consideración. 

~' iÍ ir' 1 /' /'("' fk?/lh~JJJl 
''-oftABAR~ vAzauez 

!'1sldente de la República 
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PROYECTO DE LEY 

Capítulo 1 - Disposiciones generales 

Artículo 12 (Objeto). La presente ley tiene por objeto la protección del ambiente, en 
concordancia con lo establecido en la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, 
propiciando un modelo de desarrollo sostenible mediante la prevención y reducción de 
los impactos negativos de la generación, manejo y todas las etapas de gestión de los 
residuos y el reconocimiento de sus posibilidades de generar valor y empleo. 

Artículo 22 (Declaración de interés general). Sustitúyase el inciso primero del artículo 
21 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 

"Es de interés general la protección del ambiente contra toda afectación que pudiera 
derivarse de la generación, manejo y de cualquiera de las operaciones de gestión de los 
residuos, cualquiera sea su tipo y en todo su ciclo de vida". 

Artículo 32 (Definición de residuo). A los efectos de esta ley se entenderá por residuo o 
desecho, aquellas sustancias, materiales u objetos, de los cuales alguien se desprende 
o da destino final, o se propone o está obligado a desprenderse o darle destino final. 

Por destino final se entienden aquellas acciones que buscan dar reuso al residuo, 
reciclarlo o incorporarlo a un proceso de reciclado u otras formas de valorización, 
tratarlo o proceder a su disposición final. 

Artículo 4º (Ámbito de aplicación). Quedan comprendidos dentro del ámbito de 
aplicación de esta ley, todos los residuos cualquiera sea su tipo y su origen, a excepción 
de los residuos sanitarios, radiactivos y de los residuos generados en la exploración o 
explotación minera, cuando puedan ser gestionados en el sitio en donde se desarrolla 
la actividad minera. 

La presente ley comprende los residuos sólidos o semisólidos, así como aquellos en 
fase líquida o gaseosa, que por sus características fisicoquímicas no puedan ser 
ingresados en los sistemas tradicionales de tratamiento de vertidos o emisiones. 

Artículo 52 (Tipos de residuos). A los efectos de la presente ley y para una adecuada 
gestión, se establecen los siguientes tipos de residuos, sin perjuicio de lo que 
establezca la reglamentación: 

A) Domiciliarios: los generados en los hogares como resultado de las actividades 
domésticas y cotidianas, incluyendo obras menores de reparación dentro de los 
mismos, siempre que no correspondan a otros tipos de residuos regulados por 
normas nacionales específicas. 
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Quedan incluidos en este tipo de residuos, aquellos que -por su composición y 
cantidad- sean de similares características a los antes referidos y sean generados 
en establecimientos de pequeño porte, que desarrollen actividades comerciales 
o de servicios, según lo que se establezca en el ámbito de competencia de los 
gobiernos departamentales mediante decreto departamental. 

B) De limpieza de espacios públicos: los procedentes de la limpieza de calles y vías 
públicas, áreas verdes o recreativas y, en general, los sitios librados al uso público, 
realizada directa o indirectamente por servicios departamentales o municipales. 

C) De actividades económico-productivas: los generados por actividades, públicas o 
privadas, de índole comercial, administrativa, de servicios, de producción 
agropecuaria e industrial manufacturera, entre otras; salvo los generados en 
establecimientos de pequeño porte, que desarrollen actividades comerciales o de 
servicios que queden comprendidas en el literal A) de este artículo. 

D) Sanitarios: los generados por los centros y servicios de atención a la salud 
humana o animal, incluidos los que desarrollan actividades vinculadas a la 
investigación y diagnóstico. 

E) De obras de construcción: los generados en las actividades de construcción, 
reforma o demolición de obras, con excepción los procedentes de obras menores 
de reparación doméstica, que se consideren comprendidos en los residuos 
domiciliarios. 

F) Suelos contaminados: los suelos contaminados que son removidos, se tiene 
intención de remover o se está obligado a remover del lugar en el que se 
encuentran. 

G) Sedimentos: los sedimentos provenientes del dragado o actividades similares, 
que requieran una gestión específica por la presencia de contaminantes u otras 
causas. 

H) Especiales: los que por su composición o características han sido regulados para 
tener una gestión independiente de los otros tipos de residuos y se ha transferido 
la responsabilidad por su gestión o financiamiento a sujetos distintos del 
generador, como los importadores o productores de los bienes. 

Al establecerse los reglamentos específicos de cada tipo de residuos, se definirá su 
composición y los criterios y pautas de gestión correspondientes para cada uno, así 

como las características que definan su peligrosidad, teniendo en cuenta otras normas 
nacionales e instrumentos internacionales aplicables. 

Artículo 62 (Deber general}. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
tendrán el deber de minimizar la generación de residuos y gestionar los mismos de 
acuerdo con lo que se establece en la presente ley y en las reglamentaciones 
específicas que se dicten en la materia. 
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Artículo 72 (Responsabilidad del generador). Todo generador de residuos de cualquier 
tipo, será responsable de la gestión de los mismos en todas las etapas, corres­
pondiéndole la asunción de los costos para ello, salvo las excepciones que establece la 
ley y de conformidad con lo que disponga la reglamentación. 

A los efectos de la presente ley, se entenderá por generador del residuo a cualquier 
persona física o jurídica, pública o privada, de cuya actividad se generen residuos, ya 
sea en forma permanente, esporádica o eventual. 

No obstante, las distintas operaciones correspondientes a la gestión de residuos podrán 
ser cumplidas por terceros, siempre que se encuentren debidamente autorizados o 
habilitados según lo que establezca la reglamentación. 

Artículo 82 (Competencia nacional). Corresponderá al Ministerio de Vivienda, Ordena­
miento Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente, la aplicación de la presente ley, así como el contralor de su cumplimiento. 

Sustitúyase el inciso segundo del artículo 21 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre 
de 2000, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, dictará las 
providencias y aplicará las medidas necesarias para regular la gestión de los residuos, 
cualquiera sea su tipo, incluyendo la generación, recolección, transporte, 
almacenamiento, comercialización, reciclado y otras formas de valorización, 
tratamiento y disposición final de los mismos". 

Artículo 92 (Competencia departamental). Sin perJu1c10 de las competencias 
nacionales en la materia, corresponderá a los gobiernos departamentales ejercer los 
cometidos que respecto de la gestión de residuos se les asignan en la presente ley y 
dictar las normas complementarias que faciliten o aseguren el cumplimiento de la 
misma. 

Sustitúyanse los literales D) y E) del numeral 24 del artículo 35 de la Ley Nº 9.515, de 28 
de octubre de 1935, los que quedarán redactados de la siguiente manera: 

"D) La limpieza de las calles y de todos los sitios de uso público, así como el transporte 
de los residuos generados en esas operaciones, para su reciclado u otras formas 
de valorización, tratamiento y disposición final. 

"E) La recolección de los residuos domiciliarios y su transporte, para el reciclado u 
otras formas de valorización, tratamiento y disposición final". 
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Capítulo 11 - De la política nacional de gestión de residuos y 
sus instrumentos 

Artículo 10 (Política nacional de residuos). La política nacional de gestión de residuos 

forma parte de la política ambiental nacional, por lo que debe basarse en los principios 
establecidos en el artículo 6º de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, según 
las aplicaciones específicas y complementos siguientes: 

A) Las regulaciones y medidas en materia de residuos reflejarán una visión sistémi­
ca, que considere las distintas variables (ambientales, sociales, culturales, 
económicas, tecnológicas, etc.), asegurando la sostenibilidad económica, social y 
ambiental de las acciones que de ellas se deriven. 

B) La gestión de los residuos tenderá hacia un modelo integral, que contemple todo 
el ciclo de vida de los productos, incluidas cuando corresponda, aquellas asocia­
das al diseño y uso de los productos, de forma de evitar y minimizar la genera­

ción de residuos y facilitar la valorización de los que se generen. 

C) Las diversidades locales y regionales se considerarán, adecuando el modelo 
aplicable a esas características, en busca de la eficacia y la eficiencia del sistema. 

D) El involucramiento del conjunto de la sociedad en la gestión de los residuos, ten­
derá al establecimiento de un sistema de responsabilidad compartida; para lo 
cual, será necesaria la concientización de los distintos sectores, así como la 
implantación de modalidades de producción y consumo sostenibles. 

E) El reconocimiento que los residuos deben considerarse materiales capaces de 
generar valor y empleo en el marco de un proceso productivo formal. 

F) La internalización por el generador de los costos de la gestión de residuos. 

Artículo 11 (Directrices generales de gestión de residuos). La gestión de residuos se 
ajustará a las siguientes directrices generales: 

A) La gestión de residuos seguirá la siguiente escala jerárquica: 

1º. Se priorizará la minimización de la generación en origen frente a cualquier 
alternativa, a través de la búsqueda de la eficacia y la eficiencia de los procesos 
productivos, la aplicación de mejores tecnologías disponibles, las mejores 
prácticas ambientales y los criterios de producción y consumo sustentables. 

2º. En forma subsidiaria, se promoverán en segundo término, el reuso y la 
valorización del residuo, a través del reciclado, y, en tercer lugar, otras formas de 
valorización de residuos; impulsando la mejora continua y estimulando el 
incremento de los índices de valorización correspondientes. 
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3Q. Las alternativas de tratamiento y disposición final se considerarán como 

opciones de última instancia, contemplando la prevención, mitigación o 

compensación de los impactos ambientales negativos que de ellas pudieran 

derivarse. 

B) La aplicación de la escala jerárquica tenderá a lograr los mejores resultados 

globales, mediante soluciones viables y sostenibles, determinando en cada caso 

la forma de articulación de todas ellas, con la finalidad de optimizar el 

desempeño del sistema en su conjunto. 

C} Se alentará el desarrollo de capacidades nacionales para la gestión de los 

residuos generados por las actividades que se realicen en el país, mediante la 

aplicación de las mejores tecnologías disponibles en todas las etapas de dicha 

gestión, de forma que se adecuen a nuestro mercado y escala. 

D) Las alternativas de valorización, tratamiento y disposición final de residuos, se 

adaptarán a las normas ambientales que se establezcan, a través de la adopción 

de nuevos paquetes tecnológicos, y, el desarrollo y reconversión de las 

instalaciones existentes y procesos en funcionamiento. 

E} Las distintas operaciones de gestión de residuos se realizarán mediante 

actividades formales, que aseguren el cumplimiento de las condiciones sanitarias 

y ambientales aplicables, y desincentiven actividades informales en la gestión de 

residuos. 

F) Para superar y evitar las prácticas de clasificación y recolección informales, se 

promoverá la inclusión social y laboral de los llamados clasificadores en la gestión 
de residuos. 

G} Los planes de gestión de residuos definirán la forma de impulsar el tratamiento 

de residuos orgánicos susceptibles de ser compostables, a efectos de viabilizar la 

valorización de residuos como mejoradores de suelo o fertilizantes, de acuerdo 

con las pautas que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 

H} Los planes de gestión de residuos buscarán sinergias y soluciones que 

contemplen las posibilidades de mitigación y adaptación al cambio climático y la 

diversificación de la matriz energética nacional. 

I} Se mantendrá la libre circulación de residuos entre las distintas zonas y 
jurisdicciones del país, a fin de facilitar los procesos de regionalización y la 

eficacia de la gestión de residuos, en las condiciones y salvo las restricciones que 
establezca el Poder Ejecutivo. 
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J) Se propiciará la educación y capacitación para una gestión de residuos que sea 

responsable, participativa, eficiente y eficaz, buscando la transparencia en las 

etapas de dicha gestión. 

Artículo 12 (Directrices específicas de gestión de residuos domiciliarios). Sin perjuicio 

de las directrices generales establecidas en el artículo anterior, serán de aplicación a los 

residuos domiciliarios las siguientes directrices específicas: 

A) Se promoverá la organización de la gestión de los residuos domiciliarios por áreas 

o regiones, que podrán incluir varios departamentos o partes de los mismos, para 

la más eficiente valorización, tratamiento y disposición final de los residuos. El 

Poder Ejecutivo podrá establecer los estándares mínimos en relación a la calidad 

de los servicios, en lo que respecta a los aspectos ambientales. 

B) La disminución de la generación, la segregación en origen y la recolección 

selectiva, serán criterios básicos en la gestión de los residuos domiciliarios. 

C) Los habitantes serán responsables de la adecuada segregación de los residuos 

dentro de los domicilios y otros sitios de generación, así como de su adecuada 

entrega, según las pautas que sean determinadas por las autoridades 

competentes. 

D) Se tenderá a la uniformización de los esquemas de recolección selectiva a nivel 

nacional, de forma de facilitar la segregación y la integración de los servicios 

regionales. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 

podrá establecer criterios nacionales a esos efectos. 

E) Se adoptarán mecanismos para asegurar la sustentabilidad del sistema y 
fomentar la inclusión social y formalización de los clasificadores, permitiendo que 

las administraciones y los habitantes conozcan la eficiencia y los costos de las 

distintas actividades de dicha gestión. 

F) Se reservará la disposición final en el terreno como última opción, de forma de 

alcanzar las metas de disposición final que se establezcan en el Plan Nacional de 

Gestión de Residuos. 

Asimismo, se promoverá la reducción del número de sitios de disposición final, 

favoreciendo la economía de escala y la racionalización de la recolección y 
disposición final. 

Los sitios de disposición final deberán cumplir con los criterios min1mos 

ambientales que establezca la reglamentación. Dichos criterios se fijarán con el 

asesoramiento de la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 
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G) Se adoptarán los mecanismos necesarios para efectivizar mejoras ambientales en 

los sitios de disposición final que se mantengan en operación y proceder a 

realizar las obras de clausura y acondicionamiento de los sitios de disposición 

final que se proyecten clausurar o ya no estén operativos, incluyendo el 

seguimiento y evaluación en los plazos que establezca la reglamentación y la 

ejecución de las acciones necesarias para asegurar restricciones de uso de suelo 

en los sitios clausurados. 

Artículo 13 (Instrumentos para la gestión de residuos). Además de los instrumentos 

establecidos por la Ley N° 17.283, de 28 de noviembre de 2000, constituyen 

instrumentos para la gestión de residuos, entre otros, los siguientes: 

A) La planificación a nivel nacional, regional, departamental y local, según lo 

previsto en la presente ley. 

B) Los planes de gestión de residuos por tipo de residuo y los planes individuales de 

los respectivos generadores que se establecieren. 

C) Los programas y proyectos para la mejora de la gestión de residuos o la promo­

ción de la minimización de la generación o valorización de residuos. 

D) La información ambiental, social y económica asociada a la generación y gestión 

de residuos y los procesos de sensibilización, educación y capacitación ambiental 

en la materia. 

E) El establecimiento de parámetros y estándares para la gestión de las operaciones 

relacionadas a la generación, recolección, transporte, valorización, tratamiento y 

disposición final de residuos, así como las guías o normas técnicas que se 

establezcan. 

F) Los análisis y evaluaciones de riesgo sobre la gestión de residuos o sitios contami­

nados. 

G) Los instrumentos econom1cos y financieros, como los incentivos y otros 

instrumentos de promoción, así como los cánones, tributos, sistemas de depósito 

o seña con reembolso, la constitución de garantías y los seguros. 

H) Las autorizaciones, habilitaciones y declaraciones juradas relacionadas a la 

gestión de residuos. 

1) Las auditorías de desempeño y las certificaciones de capacidades. 

J) Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias. 
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Capítulo 111 - Planificación en materia de gestión de residuos 

Artículo 14 (Plan Nacional de Gestión de Residuos). Compete al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la formulación del Plan Nacional 
de Gestión de Residuos, como el instrumento de planificación estratégica a nivel 
nacional, para la implantación y el desarrollo de la política nacional de gestión de 
residuos. 

El Plan deberá ser aprobado por el Poder Ejecutivo y tendrá un horizonte de al menos 

10 (diez) años, debiendo ser revisado y actualizado cada 5 (cinco) años. 

El primer Plan Nacional de Gestión de Residuos deberá ser elaborado en un plazo 
máximo de 2 (dos) años, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 15 (Planes departamentales de gestión de residuos). Compete a cada 
gobierno departamental la elaboración del respectivo Plan Departamental de Gestión 
de Residuos, como el instrumento de planificación estratégica a nivel departamental, 
integrando los planes o iniciativas de los municipios en la materia, en los casos que 
corresponda. 

Los planes departamentales tendrán el mismo horizonte que el Plan Nacional de 
Gestión de Residuos, el que tomarán como referencia, a efectos de la articulación de 
acciones, aplicación de indicadores y cumplimiento de metas. Asimismo, preverán sus 
mecanismos de revisión y actualización periódica. 

Cada Intendente comunicará el respectivo plan aprobado a la Comisión que se crea en 
el artículo 17 de la presente ley, dentro del plazo máximo de 2 (dos) años contados a 
partir de la publicación del Plan Nacional de Gestión de Residuos e informes anuales 
sobre la aplicación del mismo. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente establecerá los 
mecanismos de apoyo a los gobiernos departamentales para la formulación de los 
planes departamentales de gestión de residuos. 

Artículo 16 (Contenidos de los planes). El Plan Nacional de Gestión de Residuos, así 
como los planes departamentales, contendrán los lineamientos de la actuación pública 
y privada. 

Serán formulados en base a lo establece la presente ley, en particular respecto a los 
principios de la política de residuos y las directrices en la materia, así como lo que 
disponga la reglamentación. 

Artículo 17 (Coordinación de la planificación). Corresponderá al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la coordinación con los 
Gobiernos Departamentales involucrados, para la elaboración e implementación de los 

planes, así como las estrategias departamentales o regionales. 
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Créase la Comisión de Coordinación y Planificación sobre Residuos, como órgano de 
coordinación, cooperación técnica y colaboración entre las administraciones públicas 
competentes en materia de residuos. Esta comisión funcionará en el ámbito del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y estará integrada 
según lo que establezca la reglamentación, por 3 (tres) representantes de dicha 
Secretaría de Estado y 3 (tres) representantes del Congreso de Intendentes. 

Dicha Comisión tendrá como cometidos: 

A) Impulsar la coordinación, cooperación y colaboración entre las administraciones 
públicas en lo relativo a los residuos. 

B) Asesorar en la elaboración y aplicación del Plan Nacional de Gestión de Residuos, 
de las estrategias de gestión y planes departamentales de residuos, incluyendo el 
diseño de pautas generales para éstos últimos. 

C) Analizar la aplicación de la normativa en materia de residuos y sus repercusiones 
a nivel de cada departamento. 

D) Identificar indicadores y aspectos claves para el cumplimiento de las metas de los 
planes. 

Artículo 18 (Información sobre planes de gestión). Los planes de gestión de residuos 
tendrán carácter público. Se les dará amplia difusión, indicando claramente el rol de la 
población en los mismos. 

Los planes de gestión de residuos y las resoluciones que los aprueben deberán ser 
publicados en el Diario Oficial y en los sitios web oficiales, junto con los indicadores de 
gestión correspondientes. 

Artículo 19 (Participación en la planificación). La reglamentación establecerá los 
mecanismos de participación de los interesados y del público en general, en la 
elaboración y seguimiento de los planes a los que refiere este capítulo. 

Los planes de gestión de residuos deberán ser acompañados de acciones de educación 
y capacitación para una gestión de residuos que sea responsable, participativa, efi­
ciente y eficaz, buscando la transparencia en las etapas de dicha gestión. 

Capítulo IV - De la prevención y valorización de residuos 

Artículo 20 (Priorización). Los planes de gestión de residuos y las actuaciones públicas 
o privadas en la materia, deberán contemplar acciones tendientes a priorizar: 
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A) La prevención, evitando o minimizando la generación de residuos, a través de 
medidas tales como el uso de productos más duraderos y adecuadamente 
diseñados, la utilización de envases retornables y la aplicación de las mejores 
tecnologías disponibles en relación al uso más eficiente de insumos y materias pri­
mas, incluyendo el agua y la energía. 

B) La valorización de los residuos, entre otros, para recuperar su uso original (reuso), 
convertirse en materia prima sustituyendo materiales vírgenes (reciclado), 
sustituir combustibles tradicionales para la generación de energía, producir 
compost u otros productos. 

C) La inclusión social de los clasificadores a través de los procesos de valorización de 
residuos, de acuerdo a lo establecido en la presente ley. 

Artículo 21 (Segregación). Todo generador será responsable de manejar segregadas las 

corrientes de residuos a los efectos de facilitar los procesos de valorización de los 
residuos susceptibles de serlo. 

Los sistemas de segregación en origen y recolección selectiva atenderán a la búsqueda 
de la eficiencia del sistema de valorización y se diseñará acorde a los destinos finales de 
los materiales y a la búsqueda de soluciones sostenibles desde el punto de vista social, 
ambiental y económico. 

Artículo 22 (Facultades para la prevención). A los efectos de reducir los impactos 
ambientales y facilitar la aplicación efectiva de la escala jerárquica de residuos, el Poder 
Ejecutivo podrá: 

A) Establecer pautas y metas para la disminución de los residuos generados, para la 
valorización de residuos o para la reducción de la disposición final. 

B) Dictar las medidas necesarias para incentivar el diseño más adecuado de 
productos y servicios a esos efectos. 

C) Restringir o prohibir la producción, importación, comercialización y uso de 
aquellos productos o materiales de envase o empaque que generen impactos 
ambientales negativos significativos o riesgo significativos para el ambiente, 
incluyendo la salud humana, ya sea por su corta vida útil, su contenido de 
sustancias peligrosas, la generación excesiva de residuos, dificultades para 
implementar el reciclado u otra causa de similar entidad y características. 

Artículo 23 (Valorización). A los efectos de promover la valorización de residuos, los 

organismos públicos deberán, en un plazo máximo de 2 (dos) años desde la entrada en 
vigencia de esta ley, implantar sistemas de segregación de corrientes de residuos en 
reciclables y no reciclables. 
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La fracción de residuos reciclables deberá ser remitida a las plantas de clasificado que 
operen en el marco de la gestión de residuos post-consumo, salvo que no fuera viable 
por razones logísticas. 

En un plazo máximo de 2 (dos) años desde la entrada en vigencia de la presente ley, las 
demás actividades económicas deberán haber implantado un sistema de segregación 
de residuos en origen, a los efectos de promover el reciclado y la minimización de los 
índices de disposición final de residuos. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente propondrá a la 
aprobación del Poder Ejecutivo, las pautas técnicas para el cumplimiento de este 
artículo, pudiendo incluir metas graduales en función del avance del sistema. 

Los gobiernos departamentales y los municipios establecerán mecanismos 
complementarios que coadyuven a la segregación en origen, la recolección selectiva y 
el establecimiento de circuitos limpios. 

Artículo 24 (Promoción del reciclado). A los efectos de incentivar el reciclado de resi­
duos se promoverán: 

A) Las actividades tendientes a generar capacidades nacionales para la valorización 
de residuos, con especial énfasis en los procesos de reciclado. 

B) La cooperación técnica y financiera entre los sectores públicos y privados, tanto 
para el desarrollo de nuevos productos en base a materiales recuperados a partir 
de residuos, como de tecnologías que permitan el reciclado. El Estado promoverá 
la investigación destinada a definir las mejores soluciones posibles para la gestión 
de los residuos. 

C) La mejora de la comercialización de residuos para su aprovechamiento y 
valorización, a través de fomentar el encuentro entre la oferta y la demanda y el 
acceso a la información de los recicladores y acopios y los usuarios que 
valorizarán los mismos. El Ministerio de Industria, Energía y Minería, en 
coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tendrá a su cargo la administración del sistema de información 
vinculado a las capacidades nacionales para la valorización de residuos a efectos 
de facilitar la identificación de los destinos posibles. 

D) La inclusión de la priorización de la adquisición de bienes de producción nacional 
que incorporen materiales reciclados, entre los aspectos de sustentabilidad 
ambiental que deberán observarse en las contrataciones públicas, según lo 
previsto por el artículo 152 del Texto Ordenado de la Contabilidad y 
Administración Financiera del Estado (TOCAF). 
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Artículo 25 (Información sobre el reciclado). Los fabricantes e importadores de 
productos estarán obligados a divulgar la información necesaria para facilitar el 
reciclado y la adecuada gestión de residuos asociados a sus respectivos productos. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá 
establecer pautas y criterios para ello. 

Artículo 26 (Alimentos para consumo humano). En la fabricación y comercialización de 
alimentos para consumo humano, se priorizará la reducción en la fuente de pérdidas, 
desperdicios y excedentes de alimentos, a través de la mejora del procesamiento y 
manufactura de los mismos, así como en los procesos para su importación, depósito, 
distribución y comercialización, con el fin de implantar cambios en los patrones de 
consumo y mercadeo. 

En aquellos casos en que se generen excedentes de alimentos destinados al consumo 
humano, se promoverá su aprovechamiento como alimento humano, siempre que 
mantengan sus condiciones de sanidad e inocuidad alimentaria. Se entenderá por exce­
dentes de alimentos, aquellas pérdidas de alimentos que ocurren al final de la 
fabricación y comercialización de alimentos para consumo humano, relacionados 
fundamentalmente con el comportamiento de los vendedores minoristas y los 
consumidores. 

Respecto de los restos de alimentos destinados al consumo humano que no puedan 
tener el aprovechamiento al que refiere el inciso anterior, se priorizará su uso como 
alimentación animal, siempre que cuenten y mantengan las condiciones de sanidad e 
inocuidad alimentaria animal. 

Capítulo V - Ordenamiento de la cadena de reciclaje 

Artículo 27 (Formalización de la cadena de reciclaje). La realización en forma 
permanente o reiterada de las distintas operaciones relacionadas a la obtención y 
comercialización de materiales para reciclaje, así como la comercialización y 
distribución de productos reciclados, deberá realizarse a través de personas físicas o 
jurídicas debidamente formalizadas y registradas a esos efectos. 

Dentro del plazo de 6 (seis) meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en coordinación 
con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de Economía y Finanzas, 
establecerá las pautas para las tramitaciones de autorización y registro, incluyendo los 
mecanismos que aseguren la trazabilidad y la formalización de la cadena de reciclaje de 

residuos, de manera inclusiva y efectiva. 

Artículo 28 (Promoción). La reglamentación establecerá las formas de promoción de 

los procesos de valorización de residuos y la adecuación de la cadena de reciclado a lo 
establecido en la presente ley, incluyendo las formas de contralor de la 
comercialización de materiales recuperados de los residuos. 
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Artículo 29 (Prohibición). El plazo máximo para la adecuación de los distintos sujetos 
involucrados en la cadena de comercialización de residuos a lo establecido en la 
presente ley y su reglamentación, será de 3 (tres) años desde la entrada en vigencia de 
esta ley. 

A partir del vencimiento del referido plazo, quedará prohibida la comercialización de 
residuos por operadores que no hayan obtenido la autorización correspondiente o no 
tengan registro vigente. 

Capítulo VI - De la inclusión de los clasificadores 

Artículo 30 (Disposiciones generales). La inclusión social, laboral y productiva de los 
clasificadores en la gestión de residuos quedará sujeta a lo que se dispone en la 
presente ley, sin perjuicio de lo que se derive de otras políticas públicas en la materia. 

A los efectos de la presente ley, se consideran clasificadores a quienes tienen la 
recolección y clasificación de residuos como uno de sus principales medios de manu­
tención, sea que operen en carácter informal, se encuentren en proceso de 
formalización en el marco de programas o iniciativas públicas o privadas, o formen 
parte de iniciativas formales autogestionadas. 

La actividad de los clasificadores será regulada por el Poder Ejecutivo, sin perjuicio de 
las medidas que se establezcan a nivel departamental para facilitar su inclusión al 
sistema formal y la generación de condiciones adecuadas de trabajo. 

Las acciones para la inclusión social, laboral y productiva derivadas de la política 
nacional de residuos y de los planes previstos en esta ley, no serán consideradas en 
forma aislada, sino formando parte de otras políticas públicas, como las educativas, 
tributarias, de seguridad social o de desarrollo productivo, entre otras. El Poder 
Ejecutivo a través de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo 
Social, realizará el seguimiento de las acciones tendientes a la inclusión relacionadas 
con este capítulo. 

Artículo 31 (Procesos de inclusión). Los procesos de promoción de la inclusión social, 
laboral y productiva previstos o que se deriven de la presente ley, deberán: 

A) Desarrollarse por un período máximo de 10 (diez) años desde la entrada en 
vigencia de esta ley. 

El Poder Ejecutivo podrá prorrogar dicho plazo, hasta por la mitad del plazo aquí 
establecido. 

B) Incorporar criterios de equidad, como los etarios, la distribución territorial, las 
limitaciones en la movilidad y otros. 
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C} Contar con mecanismos de acompañamiento social, transitorio y 
multidimensional, de forma de fortalecer el tránsito laboral, potenciar las 
perspectivas y proyectos personales, viabilizar el acceso a derechos, bienes y 
servicios sociales. 

D) Apoyar la capacitación y formación para la tarea, potenciando la adquisición de 
conocimientos y habilidades específicas necesarias para su buen desempeño, tan­
to desde la perspectiva individual como colectiva. 

Artículo 32 (Inventario público de iniciativas). Creáse el inventario de iniciativas de de 
inclusión social y productiva de clasificadores. El mismo estará a cargo del Ministerio de 
Desarrollo Social, será público y su primera versión deberá encontrarse disponible en 
un plazo no mayor a 6 {seis) meses desde la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 33 (Registro de clasificadores). Créase el registro de clasificadores de residuos 
para la implementación de las acciones de inclusión social previstas en la presente ley, 
el que estará a cargo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Dicha Secretaría de Estado, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social, 
establecerá las condiciones y requerimientos para el registro, el que deberá 
encontrarse en operación dentro del plazo máximo de 6 {seis) meses desde la entrada 
en vigencia de la presente ley. 

Para poder acceder a los beneficios de la inclusión social, laboral y productiva que 
surjan de la aplicación de la presente ley, los clasificadores deberán estar registrados. 

Artículo 34 (Certificación de competencias). El Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, en coordinación con el Instituto Nacional de empleo y formación profesional 
{INEFOP) y Ministerio de Desarrollo Social, elaborará e implementará un programa de 
certificación de competencias para clasificadores, con el fin de mejorar su inclusión al 
empleo formal y tender a asegurar adecuados niveles de desempeño en las labores. 

Artículo 35 (Estímulo a empresas privadas). Cométase al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, en coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, el desarrollo de un programa de incentivo a empresas 
privadas asociadas a la gestión de residuos, para la contratación de clasificadores regis­
trados y que estará dirigido para los nuevos puestos de trabajo que se generen a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Dicho programa será ejecutado según lo que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 

Artículo 36 (Acciones de apoyo). Los organismos públicos, priorizarán en los procesos 
de adquisición de servicios de recolección de residuos, la incorporación de servicios 

brindados por clasificadores organizados o que incorporen clasificadores en la forma 
que establezca la reglamentación. 
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Los gobiernos departamentales, cuando contraten servicios de recolección y limpieza, 
cualquiera sea la modalidad que utilicen para ello, generarán las condiciones que 
favorezcan la inclusión de clasificadores. 

Artículo 37 (FONDES). Agrégase al artículo 13 de la Ley N2 19.337, de 20 de agosto de 
2015, el siguiente literal: 

"D) Promover y apoyar el desarrollo de empresas cooperativas u otras formas de 

asociación autogestionadas, integradas por clasificadores de residuos y que 
permitan la consolidación y el desarrollo de emprendimientos productivos y 
sostenibles que apoyen los procesos de inclusión social, laboral y productiva de 
los clasificadores de residuos". 

Artículo 38 (INEFOP). Agrégase al artículo 22 de la Ley N2 18.406, de 24 de octubre de 

2008, el siguiente literal: 

"Q) Cooperar, participar y brindar para el desarrollo de programas de asistencia que 
respondan a la creación, formalización y consolidación de la cadena productiva 
asociada a la valorización de residuos y, en particular, a aquellos procesos que 

promuevan la inclusión social, laboral y productiva de clasificadores". 

Capítulo VII - Residuos especiales 

Artículo 39 (Listado de residuos especiales). A los efectos de la presente ley, se 
consideran residuos especiales: 

A) los residuos de envases y embalajes cualquiera sea su origen y función; 
B) los residuos de baterías y pilas; 
C) los residuos electro-electrónicos; 
D) los neumáticos fuera de uso; 
E) los aceites usados; 
F) los vehículos fuera de uso; y, 
G) otros que establezca el Poder Ejecutivo. 

Artículo 40 (Fabricantes e importadores). Sólo podrán fabricar o importar productos 
alcanzados por las normas específicas relacionadas con la gestión de residuos 
especiales, vigentes o las que se aprueben en aplicación de la presente ley, aquellas 
personas físicas o jurídicas que se encuentren debidamente inscriptas en los registros 
que llevará el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

Artículo 41 (Comerciantes e intermediarios). Los comerciantes y puntos de venta al 
consumo, así como los demás intermediarios en la cadena de distribución y 
comercialización de productos alcanzados en las normativas de residuos especiales, 
incluidos los envases, estarán obligados a recibir y aceptar la devolución y retorno de 
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los productos o envases una vez culminada su vida útil de acuerdo a lo que se 
establezca en los Planes de Gestión. 

El Poder Ejecutivo a través de la reglamentación de la presente Ley establecerá las con­
diciones para la efectiva aplicación de la obligación referida en el inciso anterior y 
determinará el alcance de la misma. 

Artículo 42 (Responsabilidad extendida). Como forma de prevenir la generación y 
promover la valorización de residuos, la reglamentación establecerá la responsabilidad 
extendida del fabricante e importador en la gestión de los residuos especiales, salvo en 
aquellos casos en que, según lo previsto en esta ley, sean gravados por el Impuesto 
Específico Interno los productos a partir de los cuales se generan. 

Las normas que regulen la responsabilidad extendida del fabricante o importador para 
residuos post-consumo establecerán que los costos totales de la gestión de los residuos 
asociados a los productos, sean de cargo al sector fabricante e importador; pudiendo 
establecer mecanismos específicos para distribuir también los costos con el sector de 
distribución y comercialización. Los costos asociados a los sistemas de gestión que se 
implementen deberán ser públicos. 

Los sistemas de recolección de los residuos especiales generados a nivel domiciliario, 
deberán ser concebidos y operados como subsistemas integrados de la recolección de 
los residuos domiciliarios. 

Artículo 43 (Financiamiento). lncorpórase al artículo 1º del Título 11 del Texto Ordena­
do de 1996, referente al Impuesto Específico Interno (IMESI), con la tasa que fije el 
Poder Ejecutivo y cuyo valor máximo en cada caso se indica, los siguientes numerales: 

"21) Productos puestos en el mercado en envases no retornables: 5% (cinco por 
ciento). 

22) Bandejas de materiales descartables utilizadas para contener alimentos: 
180% (ciento ochenta por ciento). 

23) Film plástico utilizado como material de embalaje: 20% (veinte por ciento). 
24) Vasos descartables: 180 % (ciento ochenta por ciento). 
25) Bolsas plásticas para transportar y contener productos y bienes: 180% 

(ciento ochenta por ciento)." 

En los casos en que los bienes ya se encuentren gravados por el IMESI, la tasa aquí 
establecida se considerará como alícuota incremental a la vigente a la aprobación de la 
presente ley. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar las tasas diferenciales para los distintos tipos de 
bienes incluidos en el presente artículo. El Poder Ejecutivo podrá fijar las alícuotas de 
los bienes incluidos según el tipo de material que lo constituye, el tipo de material del 
envase, la factibilidad de reciclado y la significancia del impacto ambiental asociado a la 
disposición final del residuo. 
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Las tasas se aplicarán sobre los valores reales o sobre los valores fictos que fije el Poder 

Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 8º del Título 11 del Texto 

Ordenado de 1996, el que quedará asimismo facultado para determinar la base de 

cálculo de acuerdo a cualquiera de los criterios establecidos por los artículos 33 y 

siguientes de la Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006. 

Artículo 44 (Criterios para programas de residuos especiales). Los programas públicos 

de recolección selectiva, clasificación y valorización de los materiales correspondientes 

al literal A del artículo 39, serán ejecutados teniendo en cuenta los siguientes criterios: 

a) El diseño y la ejecución podrán acordarse con los gobiernos departamentales, 

debiendo tender a la eficiencia de las operaciones y la maximización de los 

índices de recuperación y valorización. 

b) Las operaciones requeridas podrán ejecutarse tanto por entidades públicas o 

privadas. 

c) Para las operaciones que no sean ejecutadas por los gobiernos 

departamentales, la asignación de cupos o contratos de servicios se realizará 

mediante procesos de adquisición públicos y competitivos, que considerarán las 

capacidades nacionales implantadas, y la incorporación de clasificadores al 

trabajo formal, a través de mecanismos que promuevan la discriminación 

positiva al ingreso de clasificadores en el sistema formal. 

d) Los criterios de selección se regirán por mecanismos de evaluación que deberán 

integrar tanto la variable calidad y precio del servicio, como la generación de 

puestos de trabajo formal dirigidos a clasificadores de residuos. 

e) Los privados que operen los sistemas podrán ser tanto empresas privadas o 

cooperativas de clasificadores, en ambos casos, formalmente constituidas. 

f) El control de las operaciones será realizado por el gobierno departamental 

respectivo, correspondiendo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente en el control en el ámbito de sus competencias, 

incluyendo el seguimiento de los programas mediante la monitoreo y difusión 

de indicadores de gestión. 

Artículo 45 (Derogación). Una vez que entre en vigencia la norma por la cual el Poder 

Ejecutivo haya ejercido la facultad a la que refiere el inciso final del artículo 43 de la 

presente ley, derógase la Ley N° 17.849, de 29 de noviembre de 2004. 
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Artículo 46 (Envases). Los importadores y fabricantes de productos puestos en el 
mercado en envases no retornables, deberán minimizar el volumen y peso de los 
envases a las necesidades de protección de contenido y comercialización del producto. 

El Poder Ejecutivo podrá restringir o prohibir el uso de ciertos materiales como envases 
o embalajes, o establecer volúmenes o pesos máximos para los envases no retornables. 

Los envases y embalajes deberán ser de materiales que propicien su reutilización y 
reciclado o, en su defecto, ser de materiales biodegradables. 

Capítulo VIII - Financiamiento especial de la gestión de residuos 

Artículo 47 (FONAGRES). Autorízase al Poder Ejecutivo a constituir un fideicomiso de 
administración según lo establecido por la Ley Nº 17.703, de 27 de octubre de 2003, 
que se denominará Fondo Nacional de Gestión de Residuos (FONAGRES), con el objeto 
de financiar los programas de gestión de los residuos especiales y apoyar el 
mejoramiento de la gestión de residuos por los gobiernos departamentales, en 
aplicación de la política nacional de gestión de residuos según lo previsto en la 
presente ley. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al Fideicomiso de Administración (Fondo 

Nacional de Gestión de Residuos - FONAGRES) hasta un monto equivalente a la 
recaudación anual correspondiente a lo establecido en el artículo 43 de la presente ley, 
considerando el avance de los programas de gestión de los residuos especiales. La 
habilitación de los créditos presupuestales para hacer frente a esta transferencia se 
realizará a través de los mecanismos legales previstos. 

El Poder Ejecutivo designará la persona física o jurídica que actuará en carácter de 
fiduciario. 

A los efectos de la actuación del Estado como fideicomitente, se conformará un 
Consejo de Dirección del FONAGRES, que estará integrado por un representante titular 
y un alterno del Ministerio de Economía y Finanzas, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
el que lo presidirá, así como dos representantes titulares y dos alternos del Congreso 
de Intendentes. 

Dicho Consejo será asesorado y asistido por una Comisión Consultiva, que estará inte­
grada en la forma que disponga la reglamentación, en la que estarán comprendidos re­
presentantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
el Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Desarrollo Social, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y el Congreso de Intendentes, así como representantes el 
sector académico, empresarial, sindical y no gubernamental. 
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Artículo 48 (Fines del FONAGRES). El FONAGRES se destinará a: 

A) Contribuir al financiamiento de los sistemas de recolección selectiva, clasificación, 
transporte y valorización de residuos especiales generados por productos 
gravados por el IMESI, incluyendo los mecanismos de control y seguimiento. 

B) La asistencia técnica y financiera para la mejora de la gestión de residuos por los 
gobiernos departamentales, por ejemplo para: 

i) lograr la sostenibilidad económica y financiera del sistema de gestión de resi­
duos, mediante la adecuada estructuración de costos, la sistematización de su fi­
nanciamiento u otras formas; 

ii) mejorar los procesos de planificación de la gestión de residuos en el departa­
mento y los municipios; 

iii) elaborar términos de referencia para los llamados a licitación relacionados a la 
gestión de residuos; y, 

iv) ejecutar proyectos de disposición final, mejora de infraestructuras y equipa­
miento u otros relacionados a la gestión de residuos. 

C) La promoción de la inclusión social, laboral y productiva de clasificadores en la 
gestión de residuos. 

D) El desarrollo de contenidos educativos y procesos de comunicación y concientiza­
ción para promover la minimización de la generación y la valorización de residuos. 

Artículo 49 (Patrimonio del FONAGRES). El FONAGRES se integrará con los siguientes 
recursos: 

A) Los provenientes de la recaudación del IMESI, según lo establecido en el artículo 
47 de la presente ley. 

B) Los aportes que provengan de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así 
como los que provengan de la cooperación internacional o de endeudamiento 
externo. 

C) Los pagos y devoluciones correspondientes a los reintegros de los programas y 
proyectos que sean financiados por el fondo. 

D) El producto de las inversiones que se efectúen con recursos de este Fondo. 

E) Las herencias, legados y donaciones que le sean realizados. 
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La realización de aportes al fondo no reputará el carácter de fideicomitente a quienes 

los efectúen. 

Artículo 50 (PROVAR). Créase el Programa de Valorización de Residuos {PROVAR), en el 
ámbito del Ministerio de Industria, Energía y Minería, con el fin de promover los 
procesos de valorización de residuos a nivel nacional y el desarrollo de nuevos 
productos tendientes a minimizar la generación de residuos. 

Dicho programa se ejecutará en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordena­
miento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y Finanzas, poten­
ciando su integración con otras estrategias nacionales que tengan por finalidad el desa­
rrollo económico productivo en forma sustentable, con equidad social y equilibrio am­

biental. 

El PROVAR se financiará con aportes del FONAGRES de hasta el 5% {cinco por ciento) de 
las asignaciones anuales que sean destinadas a dicho fondo. Asimismo, dichos aportes 
no serán inferiores al 2% de las asignaciones anuales que sean destinadas a dicho 
fondo. 

Artículo 51 (Alcance del PROVAR). El PROVAR comprenderá: 

A) La asistencia técnica y la promoción de la valorización de residuos a nivel nacio­
nal. 

B) El financiamiento de proyectos de inversión dirigidos a la valorización de resi­

duos. 

C) La promoción de la investigación y del desarrollo tecnológico para obtener ener­
gía y nuevos productos a partir de los residuos. 

D) La innovación en el diseño de productos que reduzcan la generación de residuos 
y de los impactos que se deriven de ellos. 

Capítulo IX - De la disposición final de residuos 

Artículo 52 (Disposición final). A los efectos de la presente ley se entiende por disposi­
ción de residuos, la alternativa de destino final mediante la cual se procede a la 
colocación de residuos, para su tratamiento o depósito de largo plazo, en rellenos 
diseñados y operados para evitar o minimizar los impactos sobre el ambiente, 

incluyendo la salud. 

A los mismos efectos, se entiende por relleno de tratamiento o depósito de largo plazo 
de residuos, las obras civiles construidas en el terreno con el fin de recepcionar y 
disponer en forma definitiva de los residuos. 
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El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente establecerá las 
condiciones mínimas para la localización, diseño, operación y clausura de los sitios de 
disposición final. 

El Plan Nacional de Gestión de Residuos deberá incluir las metas graduales a alcanzar 
para evitar que residuos con potencial de reciclaje o valorización tengan como destino 
final la disposición en relleno. 

Artículo 53 (Autorización y condiciones). Sólo podrá procederse a realizar la 
disposición final de residuos en rellenos que cuenten con autorización ambiental 
otorgada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

Dicho Ministerio determinará los requerimientos para el otorgamiento de la referida 
autorización y demás aspectos vinculados a la tramitación de la solicitud 
correspondiente. 

Deberán contar con dicha autorización, todos los sitios de disposición final, tanto los 
nuevos como los que se encuentren en operación a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley. En este último caso, se contará con un plazo de 3 (tres) años para 
adecuarse y obtenerla. 

Artículo 54 (Prohibiciones). A partir de la entrada en vigencia de la presente ley queda 
prohibido: 
A) El ingreso de animales a los rellenos de disposición final de residuos, aun con 

fines de alimentación u otros. 

B) El ingreso a los rellenos de disposición final de personas ajenas a las operaciones 
de los rellenos. 

C) La quema de residuos a cielo abierto. 

Artículo 55 (Clausura y post-clausura). Los titulares de las operaciones de disposición 
final serán responsables de la clausura, el mantenimiento y el seguimiento post­
clausura de los sitios de disposición final, por un periodo de 10 (diez) años para los 
residuos peligrosos y de 5 (cinco) años para residuos no peligrosos. 

Ambos plazos serán contados a partir de la culminación de las obras post clausura y el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá prorrogarlos 
hasta por igual período, en caso que del seguimiento post-clausura surjan elementos 
que ameriten una acción aún posterior a la prevista. 
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Durante el periodo post-clausura, el titular del relleno será responsable del 
mantenimiento de la integridad de la instalación y de los controles periódicos que se 
establezcan en la autorización ambiental correspondiente. 

Artículo 56 (Restricción de uso). Los inmuebles utilizados para la disposición final de 
residuos, cualquiera sea su tipo o categoría de suelos, tendrán las siguientes 
restricciones de uso, además de las que establezca el Poder Ejecutivo: 

A) Durante el periodo post-clausura del sitio de disposición final correspondiente, los 
inmuebles utilizados a tal fin, quedarán sujetos a las condiciones de uso derivadas 
del proyecto de clausura respectivo y de la autorización ambiental otorgada, sin 
que puedan alterar las operaciones de acondicionamiento ni generar riesgos para 
el ambiente, incluyendo la salud humana. 

B) En cualquier caso, el área del inmueble en la cual se ubican las instalaciones de 
disposición final de residuos, tendrá restricciones de uso por un periodo de al 
menos 20 (veinte) años, durante el cual estará prohibida la construcción de 
cualquier tipo de viviendas y su uso con destino habitacional. 

Vencido el plazo correspondiente, la construcción de viviendas y su destino 
habitacional estarán condicionados a la autorización previa del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, mediante solicitud que 
deberá contener la información mínima que dicho Ministerio requiera. En ningún 
caso se autorizarán construcciones con ese destino, cuando se trate de inmuebles 
en los que se hubieran dispuesto residuos peligrosos. 

Artículo 57 (Inventario y registro). Cada Intendencia deberá llevar un inventario 
departamental de los sitios de disposición final de residuos domiciliarios, sean activos, 
pretéritos o clausurados, de conformidad con lo que establezca la reglamentación. 

El inventario deberá ser remitido a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la que 
tendrá a su cargo el Inventario Nacional de Sitios de Disposición Final de Residuos. 

La identificación de determinados padrones como parte de un sitio de disposición final 
de residuos, así como las restricciones que correspondieren o que se establezcan, 
deberán ser inscriptas por el titular del sitio de disposición o por el Ministerio de 
Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en su defecto, en el Registro de la 
Propiedad, Sección Inmobiliaria, según lo establecido por el numeral 12 del artículo 17 
de la Ley Nº 16.871, de 28 de setiembre de 1997. 

Artículo 58 (Desestímulos a la disposición final). El Poder Ejecutivo podrá establecer 
criterios para la aplicación de tasas o precios diferenciales de su competencia, 
tendientes a desestimular la disposición final de materiales respecto de los cuales 
existan capacidades nacionales para su reciclado. 
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Capítulo X - Información, educación y participación pública 

Artículo 59 (Sistema de información). El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, 
desarrollará, implantará y coordinará un sistema de información sobre gestión de 
residuos, orientado tanto a la toma de decisiones de los sectores públicos y privados, 
como a brindar información al público en general. 

Dicho sistema se integrará al Observatorio Ambiental Nacional, creado por la Ley Nº 
19.147, de 18 de octubre de 2013, del que formará parte. 

Artículo 60 (Información departamental y local). Las intendencias deberán suministrar 
anualmente a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la información vinculada a la 
gestión de residuos en el ámbito de sus competencias, de acuerdo a las pautas que 
establezca Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a cuyos 
efectos prestará a los gobiernos departamentales la asistencia que corresponda. 

Artículo 61 (Informe ambiental). El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y como parte del informe 
ambiental nacional, previsto por el artículo 12 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre 
de 2000, elaborará y difundirá información sobre el cumplimiento de la política 
nacional de residuos y los avances en el cumplimiento de las metas establecidas en el 
Plan Nacional de Gestión de Residuos y en los planes departamentales en la materia. 

Artículo 62 (Promoción de la participación). El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, los gobiernos departamentales y los municipales, en el 
ámbito de sus competencias, promoverán la participación de todos los sectores de la 
sociedad y del público en general, en la prevención de la generación, la valorización y 
demás etapas de gestión de residuos. 

A tales efectos, fomentarán la conformación, consolidación y funcionamiento de 
grupos organizados de la sociedad civil interesados en participar en el diseño e 
instrumentación de planes y programas para prevenir la generación de residuos y la 
gestión ambientalmente adecuada de los mismos. 

Para mejorar el control y seguimiento de la gestión de residuos, se promoverá la 
implantación de programas de monitoreo ciudadano. 

Artículo 63 (Educación). Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley Nº 
17.283, de 28 de noviembre de 2000, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y las autoridades de la educación, promoverán la educación ambiental 
vinculada a la prevención de la generación, valorización y gestión ambientalmente 
sostenible de residuos. 
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Capítulo XI - Otras disposiciones 

Artículo 64 (Responsabilidad por daños). Sin perjuicio de las autorizaciones, 
aprobaciones o habilitaciones que puedan otorgarse de conformidad con esta ley y su 
reglamentación, las personas físicas o jurídicas serán siempre responsables por los 
daños que por la gestión de residuos puedan causar al ambiente, incluyendo la salud 
humana. 

Artículo 65 (Exportación de residuos). Prohíbese la exportación de residuos: 

A) A las Partes del Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación (1989}, aprobado 
por Ley Nº 16.221, de 22 de octubre de 1991, que hubieran prohibido la 
importación de esos desechos, cuando dicha prohibición haya sido comunicada 
de conformidad con el apartado a) del artículo 4º del mismo. 

B) Cuando el Estado de importación de desechos peligrosos y otros desechos 
comprendidos en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, no hubiera dado su 
consentimiento por escrito a la importación de que se trate, o cuando existan 
razones que evidencien que tales desechos no serán sometidos a un manejo 
ambientalmente racional. 

C) En los casos en que el Poder Ejecutivo declare que: 

1º. existen instalaciones y capacidad suficiente en el territorio nacional para que 
sean sometidos a un manejo ambientalmente adecuado y siempre que ello 
no genere condiciones desiguales de competencia o perjuicios graves a la 
economía nacional; o, 

2º. la escasez de los materiales que constituyen los residuos, puede generar 
perjuicios para economía nacional. 

Artículo 66 (Introducción de desechos peligrosos). Sustitúyase el artículo 1º de la Ley 
Nº 17.220, de 11 de noviembre de 1999, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

"Artículo 1º. Prohíbese la introducción en cualquier forma o bajo cualquier régimen en 
las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, los desechos o residuos peligrosos a los 
que refiere el artículo 3º de esta ley". 

Artículo 67 (Desechos peligrosos). Sustitúyase el inciso segundo artículo 3º de la Ley 
Nº 17.220, de 11 de noviembre de 1999, en la redacción dada por el artículo 367 de la 
Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre de 2005, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 
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"Sin perjuicio de otras categorías que puedan preverse en la legislación nacional y en 
tanto no sean definidas expresamente por la reglamentación, se incluyen entre los 
desechos peligrosos alcanzados por la presente ley, los radioactivos y los considerados 
como tales según el literal a del párrafo 1 del artículo 1º y Anexos 1 y 111 del Convenio de 
Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos 
Peligrosos y su Eliminación, aprobado en Basilea (Suiza), el 22 de marzo de 1989, y sus 
enmiendas". 

Artículo 68 (Mercadería a destrucción). Cuando mercaderías u objetos ingresados bajo 
cualquier régimen al territorio nacional, cualquiera sea su régimen, sean destinados a 
destrucción o deban ser destruidos por abandono, en mérito a una decisión aduanera 
o de barrera sanitaria, se le considerará residuos a los efectos de esta ley y se 
entenderá cumplida la destrucción mediante los procesos de valorización, tratamiento 
o disposición final que autorice la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 

Lo dispuesto en el inciso anterior será igualmente de aplicación cuando corresponda la 
gestión de residuos o la destrucción de mercaderías u objetos provenientes de áreas 
con vigilancia o tratamiento aduaneros especiales, como las zonas francas, tiendas 
libres o exclaves aduaneros. 

Artículo 69 (Suelo rural). Declárase por vía interpretativa que las prohibiciones del 
régimen del suelo rural, previstas en el inciso cuarto del artículo 39 de la Ley Nº 18.308, 
de 18 de junio de 2008, no incluyen aquellas construcciones asociadas a los procesos 
de valorización, tratamiento y disposición final de residuos. 

Artículo 70 (Régimen de sanciones). Las infracciones a lo dispuesto por la presente ley 
y su reglamentación, serán sancionadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º de la 
Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990, en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de 
enero de 1994, en el artículo 15 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, y en 
sus normas modificativas. 

Artículo 71 (Reglamentación). El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 
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Ley N° 9515, de 28 de octubre de 1935

LEY ORGÁNICA MUNICIPAL

SECCION III

Del Intendente

CAPITULO II

Artículo 35.- Compete al Intendente:

24) Ejercer la policía higiénica y sanitaria de las poblaciones, sin perjuicio de la
competencia que corresponda a las autoridades nacionales y de acuerdo
con las leyes que rigen la materia, siendo de su cargo:

A) La adopción de medidas y disposiciones tendientes a coadyuvar con las
autoridades nacionales, para combatir las epidemias, disminuir sus
estragos y evitar y remover sus causas;

B) La desinfección del suelo, del aire, de las aguas y de las ropas en uso;
C) La vigilancia y demás medidas necesarias para evitar la contaminación de

las aguas;
D) La limpieza de las calles y de todos los sitios de uso público;
E) La extracción de basuras domiciliarias y su traslación a puntos

convenientes para su destrucción, transformación o incineración;
F) La reglamentación e inspección periódica y permanente de las casas de

inquilinato, pudiendo determinar la capacidad de las habitaciones y patios,
número de sus habitantes y servicio interior de limpieza; de  los
establecimientos calificados de incómodos, peligrosos o insalubres,
pudiendo ordenar su remoción, siempre que no sean cumplidas las
condiciones que se establezcan para su funcionamiento, o que éste fuera
incompatible con la seguridad o salubridad públicas; de los
establecimientos de uso público aunque pertenezcan a  particulares,
como ser: mercados, mataderos, lecherías, carnicerías, panaderías,
fondas, hoteles, fábricas de conservas, casas de baños, salas de
espectáculos públicos y demás establecimientos análogos;

G) La inspección y el análisis de toda clase de sustancias de consumo y
uso humano, con la facultad de prohibir el expendio y de decomisar las
que se reputen o resulten nocivas a la salud, sin obligación de indemnizar
y sin perjuicio de la facultad de imponer multas dentro de los términos
señalados por esta ley.

Fuente: Ley Nº 13.892, de 19 de octubre de1970, artículo 429. 

H) La inspección veterinaria y adopción de las medidas que juzgue
necesarias para garantía de la salud pública;

I) La propagación y difusión de las vacunas, y coadyuvar en la ejecución de
toda medida preventiva y profiláctica que impongan las leyes o que dicten
el Poder Ejecutivo o las autoridades competentes;

J) La iniciativa o propaganda para el establecimiento de baños y lavaderos
públicos, reglamentándolos de acuerdo con las ordenanzas pertinentes.

Las ordenanzas que se dicten sobre la materia a que hacen referencia los
apartados F) y G), deberán tener en cuenta las determinaciones de orden técnico
que las leyes pongan a cargo del Ministerio de Salud Pública;
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Ley N° 16.112, de 30 de mayo de 1990 

CREACION DEL MINISTERIO DE VIVIENDA ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 

Artículo 6º.- El Inciso 14 "Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente" controlará el cumplimiento de las actividades públicas o 
privadas con las normas de protección al ambiente. Los infractores serán 
pasibles de multas desde 10 UR (diez unidades reajustables) hasta 50.000 UR 
(cincuenta mil unidades reajustables), sin perjuicio de lo dispuesto por otras 
normas aplicables.  

 Asimismo el Ministerio podrá ejercer la acción prevista en el artículo 42 

del Código General del Proceso. 

Fuente: Redacción dada por: Ley Nº 19.535 de 25/09/2017 artículo 168. 
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CONVENIO DE BASILEA de 1989 

aprobado por Ley N° 16.221, de 22 de octubre de 1991 

SOBRE EL CONTROL DE LOS MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS 
DE LOS DESECHOS PELIGROSOS Y SU ELIMINACIÓN 

Artículo 4 

Obligaciones generales 

 1. a) Las Partes que ejerzan su derecho a prohibir la importación de desechos peligrosos y otros 
desechos para su eliminación, comunicarán a las demás Partes su decisión de conformidad 
con el Artículo 13; 

b) Las Partes prohibirán o no permitirán la exportación de desechos peligrosos o otros desechos
a las Partes que hayan prohibido la importación de esos desechos, cuando dicha prohibición
se les haya comunicado de conformidad con el apartado a) del presente Artículo;

c) Las Partes prohibirán o no permitirán la exportación de desechos peligrosos y otros desechos
si el Estado de importación no da su consentimiento por escrito a la importación de que se trate,
siempre que dicho Estado de importación no haya prohibido la importación de tales desechos.

2. Cada Parte tomará la medidas apropiadas para:

a) Reducir al mínimo la generación de desechos en ella, teniendo en cuenta los aspectos sociales,
tecnológicos y económicos;

b) Establecer instalaciones adecuadas de eliminación para el manejo ambientalmente racional de
los desechos peligrosos y otros desechos, cualquiera que sea el lugar donde se efectúa su
eliminación que, en la medida de lo posible, estará situado dentro de ella.

c) Velar porque las personas que participan en el manejo de los desechos peligrosos y otros
desechos dentro de ella se adopten las medidas necesarias para impedir que ese manejo dé
lugar a una contaminación y, en caso de que se produzca ésta, para reducir al mínimo sus
consecuencias sobre la salud humana y el medio ambiente;

d) Velar porque el movimiento transfronterizo de los desechos peligrosos y otros desechos se
reduzca al mínimo compatible con un manejo ambientalmente racional y eficiente de esos
desechos, y que se lleve a cabo de forma que protejan la salud humana y el medio ambiente
de los efectos nocivos que puedan derivarse de ese movimiento;

e) No permitir la exportación de desechos peligrosos y otros desechos a un Estado o grupo de
Estados pertenecientes a una organización de integración económica y/o política que sean
Partes, particularmente a países en desarrollo, que hayan prohibido en su legislación todas la
importaciones, o si tiene razones para creer que tales desechos no serán sometidos a un
manejo ambientalmente racional, de conformidad con los criterios que adopten las Partes en
su primera reunión,

f) Exigir que se proporcione información a los Estados interesados sobre el movimiento
transfronterizo de desechos peligrosos y otros desechos propuesto, con arreglo a lo dispuesto
en el ANEXO V a, para que se declaren abiertamente los efectos del movimiento propuesto,
sobre la salud humana y el medio ambiente;
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g) Impedir la importación de desechos peligrosos y otros desechos si tiene razones para creer que
tales desechos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional;

h) Cooperar con otras Partes y organizaciones interesadas directamente y por conducto de la
Secretaría en actividades como la difusión de información sobre los movimientos
transfronterizos de desechos peligrosos y otros desechos, a fin de mejorar el manejo
ambientalmente racional de esos desechos e impedir su tráfico ilícito.

3. Las Partes considerarán que el tráfico ilícito de desechos peligrosos y otros desechos es delictivo.

4. Toda Parte adoptará las medidas jurídicas, administrativas y de otra índole que sean necesarias para
aplicar y hacer cumplir las disposiciones del presente Convenio, incluyendo medidas para prevenir y reprimir 
los actos que contravengan el presente Convenio. 

5. Ninguna Parte permitirá que los desechos peligrosos y otros desechos se exporten a un Estado que
no sea Parte o se importen de un Estado que no sea Parte. 

6. Las Partes acuerdan no permitir la exportación de desechos peligrosos y otros desechos para su
eliminación en la zona situada al sur de los 60º de latitud sur, sean o no esos desechos objeto de un 
movimiento transfronterizo. 

7. Además, toda Parte:

a) Prohibirá a todas las personas sometidas a su jurisdicción nacional, el transporte o la eliminación
de desechos peligrosos y otros desechos, a menos que esas personas estén habilitadas o
autorizadas para realizar ese tipo de operaciones;

b) Exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos que sean objeto de un movimiento
transfronterizo se embalen, etiqueten y transporten de conformidad con los reglamentos y normas
internacionales generalmente aceptados y reconocidos en materia de embalaje, etiquetado y
transporte y teniendo debidamente en cuenta los usos internacionalmente admitidos al respecto;

c) Exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos vayan acompañados de un documento
sobre el movimiento desde el punto en que se inicie el movimiento transfronterizo hasta el punto
en que se eliminen los desechos.

8. Toda Parte exigirá que los desechos peligrosos y otros desechos, que se vayan a exportar, sean
manejados de manera ambientalmente racional en el Estado de importación y en los demás lugares. En su 
primera Reunión las partes adoptarán directrices técnicas para el manejo ambientalmente racional de los 
desechos sometidos a este Convenio. 

9. Las partes tomarán las medidas apropiadas para que solo se permita el movimiento transfronterizo de
desechos peligrosos y otros desechos si: 

a) el Estado de exportación no dispone de la capacidad técnica ni de los servicios requeridos o de
lugares de eliminación adecuados a fin de eliminar los desechos de que se trate de manera
ambientalmente racional y eficiente; o

b) los desechos de que se trate son necesarios como materias primas para las industrias de reciclado
o recuperación en el Estado de importación; o

c) el movimiento transfronterizo de que se trate se efectúa de conformidad con los otros criterios que
puedan decidir las Partes, a condición de que esos criterios no contradigan los objetivos de ese
Convenio.

10. En ninguna circunstancia podrá transferirse a los Estados de importación o de tránsito la obligación
que incumbe, con arreglo a este Convenio, a los Estados en los cuales se generan desechos peligrosos y 
otros desechos de exigir que tales desechos sean manejados en forma ambientalmente racional. 
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11. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirá que una Parte imponga exigencias adicionales
que sean conformes a las disposiciones del presente Convenio y estén de acuerdo con las normas del 
derecho internacional, a fin de proteger mejor la salud humana y el medio ambiente. 

12. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará de manera alguna la soberanía de los Estados
sobre su mar territorial establecida de conformidad con el derecho internacional, ni a los derechos 
soberanos y la jurisdicción que poseen los Estados en sus zonas económicas exclusivas y en sus 
plataformas continentales de conformidad con el derecho internacional, ni al ejercicio, por parte de los 
buques y las aeronaves de todos los Estados, de los derechos y libertades de navegación previstos en el 
derecho internacional y reflejados en los instrumentos internacionales pertinentes. 

13. Las Partes se comprometen a estudiar periódicamente las posibilidades de reducir la cuantía y/o el
potencial de contaminación de los desechos peligrosos y otros desechos que se exporten a otros Estados, 
en particular a países en desarrollo. 

Ley N° 16.221, de 22 de octubre de 1991
_________________________________________________

APROBACION DE ACUERDO INTERNACIONAL
CONTROL DE LOS MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS DE LOS DESECHOS 

PELIGROSOS Y SU ELIMINACION

Artículo Único.- Apruébase el Convenio de Basilea sobre el control de los Movimientos 
Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, resultante de la Conferencia de 
Plenipotenciarios celebrada en Basilea, Suiza, del 20 al 22 de marzo de 1989. 

_________

_____________
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Ley N° 16.466, de 19 de enero de 1994 

LEY DE EVALUACION DEL IMPACTO AMBIENTAL 

Artículo 4º.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que 

señale la ley, quien provoque depredación, destrucción o contaminación del 

medio ambiente en violación de lo establecido por los artículos de la presente 

ley, será civilmente responsable de todos los perjuicios que ocasione, debiendo 

hacerse cargo, además, si materialmente ello fuere posible, de las acciones 

conducentes a su recomposición. 

    Cuando los perjuicios ocasionados por dicha violación sean irreversibles, el 

responsable de los mismos deberá hacerse cargo de todas las medidas 

tendientes a su máxima reducción o mitigación, sin perjuicio de las 

responsabilidades administrativas, civiles o penales que pudieran corresponder. 
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Ley N° 16.871, de 28 de setiembre de 1997 

LEY DE REGISTROS PUBLICOS 

CAPITULO II - REGISTRO DE LA PROPIEDAD 

2.1. SECCION INMOBILIARIA 

Artículo 17.- (Actos inscribibles).- Se inscribirán en la Sección Inmobiliaria del 

Registro de la Propiedad: 

12) Las resoluciones de designación del inmueble sujeto a expropiación que

dicten el Poder Ejecutivo, los Municipios y todo Ente de derecho público

con atribuciones para ello.

 Las resoluciones administrativas que determinen restricciones o 

limitaciones al derecho de propiedad de un predio determinado y las 

comunicaciones preceptuadas por el artículo 12 del Código de Aguas. 
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Ley N° 17.220, de 11 de noviembre de 1999 

 DESECHOS PELIGROSOS 

Artículo 1º.- Prohíbese la introducción en cualquier forma o bajo cualquier 
régimen en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, de todo tipo de 
desechos peligrosos. 

Artículo 2º.- A los efectos de la presente ley se entiende por zonas sometidas 
a la jurisdicción nacional, toda zona terrestre -incluidas las zonas francas-, fluvial, 
marítima -incluida la plataforma continental- o del espacio aéreo en que la 
República ejerce, conforme al derecho internacional y la legislación interna 
pertinente, competencias o facultades relativas a la protección de la salud 
humana, animal, vegetal o del medio ambiente. 

Artículo 3º.- Por desechos o residuos peligrosos se entenderán todas aquellas 
sustancias u objetos, cualquiera sea su origen, que sean así categorizados por 
la reglamentación, teniendo en cuenta aquellas características físicas, químicas, 
biológicas o radioactivas, que constituyan un riesgo para el ambiente, incluyendo 
la salud humana, animal o vegetal. 

Sin perjuicio de otras categorías que puedan preverse en la legislación nacional 
y en tanto no sean definidas expresamente por la reglamentación, se incluyen 
entre los desechos peligrosos alcanzados por la presente ley, los radioactivos y 
los comprendidos en las categorías enumeradas en los anexos del Convenio 
Internacional de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos 
de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, aprobado en Basilea (Suiza), el 
22 de marzo de 1989, y sus enmiendas. 

Fuente: Ley Nº 17.930 de 19 de diciembre de 2005, artículo 367. 

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo, atento a la necesidad de proteger el medio 
ambiente y la salud humana, animal o vegetal, podrá impedir mediante 
resolución fundada, la introducción al país de desechos que, aun no estando 
caracterizados como peligrosos debido a su cantidad, volumen o composición, 
pueden convertirse en una amenaza para las condiciones de la calidad de vida 
en el país. 

Artículo 5º.- Cuando existan motivos para suponer que un buque que navega 
por las aguas jurisdiccionales de la República intentaría realizar vertimientos de 
desechos peligrosos en dichas aguas, las autoridades competentes tomarán las 
medidas preventivas que estimen adecuadas e iniciarán los procedimientos 
legales pertinentes. 

Artículo 6º.- Cuando existan motivos para presumir que a través de un medio 
de transporte se pretende introducir ilícitamente desechos peligrosos, las 
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autoridades competentes dispondrán las medidas preventivas adecuadas que 
podrán incluir: 

A) La verificación de la carga del medio de transporte utilizado.

B) La realización de pericias.

C) La prohibición de descargar.

D) Las acciones administrativas y técnicas conducentes a la eficaz protección
de la salud humana, animal, vegetal o del medio ambiente.

Artículo 7º.- En caso de comprobarse la presencia de desechos peligrosos a 
través de las verificaciones que realizaren las autoridades competentes en 
ocasión del cumplimiento de sus funciones, éstas darán cuenta inmediatamente 
y en forma circunstanciada al Poder Ejecutivo, del desecho que se pretende 
introducir al país, o que se hubiere introducido, así como de las personas físicas 
o jurídicas responsables de ello y de los agentes intervinientes.

Artículo 8º.- Recibida la información circunstanciada a que refiere el artículo 7º,
el Poder Ejecutivo podrá adoptar las medidas complementarias de carácter 
administrativo y técnico conducentes a la protección de la vida humana, animal, 
vegetal o del medio ambiente. Según los casos, se podrá disponer el reembarco 
de los desechos, el tratamiento o la eliminación de acuerdo con los 
procedimientos que establezca la Dirección Nacional del Medio Ambiente. El 
Poder Ejecutivo aplicará las sanciones que corresponda y, sin perjuicio de éstas, 
remitirá los antecedentes a la Justicia competente cuando correspondiere. Los 
gastos que origine cualquiera de las operaciones de introducción señaladas en 
el presente artículo serán de cargo de la o de las personas físicas o jurídicas 
responsables individual o solidariamente. 

Artículo 9º.- El que introdujere en cualquier forma o bajo cualquier régimen en 
zonas sometidas a la jurisdicción nacional, los desechos peligrosos definidos en 
el artículo 3º de la presente ley, será castigado con doce meses de prisión a doce 
años de penitenciaría. 

Son circunstancias agravantes especiales: 

1) Si del hecho resultare la muerte o la lesión de una o varias personas.

2) Si del hecho resultare un daño al medio ambiente.

Artículo 10.- La persona jurídica que interviniere de cualquier manera en la 
introducción de los desechos descritos en el artículo 3º, será sancionada con una 
multa de 1.000 UR (mil unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 
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 Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000 

   PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

     ________ 

CAPITULO I  

DISPOSICIONES INTRODUCTORIAS 

Artículo 1º. (Declaración).- Declárase de interés general, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República:  

A) La protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del

paisaje.

B) La conservación de la diversidad biológica y de la configuración y estructura

de la costa.

C) La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas y

de los desechos cualquiera sea su tipo.

D) La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos

ambientales negativos.

E) La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados

fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales.

F) La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la

solución de los problemas ambientales globales.

G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental

y de desarrollo sostenible.

  A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel 

desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la 

capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades.  

La presente declaración es sin perjuicio de lo establecido por las normas 

específicas vigentes en cada una de las materias señaladas.  

Artículo 2º. (Derecho de los habitantes).- Los habitantes de la República tienen 

el derecho a ser protegidos en el goce de un ambiente sano y equilibrado.  
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Artículo 3º. (Deber de las personas).- Las personas físicas y jurídicas, públicas 

y privadas, tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause 

depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente.  

Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo establecido en el artículo 

47 de la Constitución de la República y en la presente disposición, se consideran 

actos que causan depredación, destrucción o contaminación graves del medio 

ambiente, aquellos que contravengan lo establecido en la presente ley y en las 

demás normas regulatorias de las materias referidas en el artículo 1º. Asimismo, 

se entiende por daño ambiental toda pérdida, disminución o detrimento 

significativo que se infiera al medio ambiente.  

Artículo 4º. (Deber del Estado).- Es deber fundamental del Estado y de las 

entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo ambientalmente 

sostenible, protegiendo el ambiente y, si éste fuere deteriorado, recuperarlo o 

exigir que sea recuperado.  

Artículo 5º. (Finalidad).- El objetivo de la presente ley general de protección del 

ambiente es, en cumplimiento del mandato previsto en el artículo 47 de la 

Constitución de la República, establecer previsiones generales básicas atinentes 

a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los 

distintos sectores públicos y privados.  

CAPITULO II  

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 6º. (Principios de política ambiental).- La política nacional ambiental 

que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios:  

A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como "País 

Natural", desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo 

sostenible.  

B) La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en 

la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, 

no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como razón 

para no adoptar medidas preventivas.  

C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 

ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y 

progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la 

consolidación de situaciones preexistentes.  

D) La protección del ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto 

de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones representativas 

tienen el derecho-deber de participar en ese proceso.  
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E) La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su transectorialidad, 

por lo que requiere la integración y coordinación de los distintos sectores 

públicos y privados involucrados, asegurando el alcance nacional de la 

instrumentación de la política ambiental y la descentralización en el ejercicio 

de los cometidos de protección ambiental.  

F) La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la 

información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y 

accesibilidad por parte de cualquier interesado.  

G) El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en materia 

ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales comunes.  

Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo 

para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las 

normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras 

normas y competencias.  

Artículo 7º. (Instrumentos de gestión ambiental).- Constituyen instrumentos de 

gestión ambiental los siguientes:  

A) La presente ley, demás normas legales y reglamentarias, las normas 

departamentales y otras disposiciones de protección del ambiente, así como 

los instructivos, directrices o guías metodológicas que se dictaren.  

B) Los programas, planes y proyectos de protección ambiental.  

C) La información ambiental y la sensibilización, educación y capacitación 

ambiental.  

D) El establecimiento de parámetros y estándares de calidad ambiental. 

E) Las declaraciones juradas, la evaluación del impacto ambiental previa 

convocatoria de audiencia pública con arreglo y en los casos establecidos 

por los artículos 13 y 14 de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, y los 

procesos de autorización correspondientes.  

F) Los análisis y las evaluaciones de riesgo, las auditorías y certificaciones 

ambientales y el ordenamiento ambiental.  

G) El sistema de áreas naturales protegidas.  

H) Los planes de recuperación y recomposición de oficio que se aprueben.  

I) Los incentivos económicos y los tributos.  
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J) Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias.

K) La organización institucional ambiental.

L) El conjunto de Ministerios, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y

otros organismos del Estado, actuando coordinadamente.

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que se aplicarán por 

el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los 

instrumentos de gestión no contenidos en la presente ley ni en leyes específicas 

de protección del ambiente.  

Artículo 8º. (Coordinación).- Corresponde al Poder Ejecutivo, a través del 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la 

coordinación exclusiva de la gestión ambiental integrada del Estado y de las 

entidades públicas en general.  

Además de las competencias asignadas en forma específica a ese Ministerio, 

corresponderán al mismo todas aquellas materias ambientales, aun sectoriales, 

no asignadas legalmente a otra entidad pública.  

Dicho Ministerio podrá delegar en autoridades departamentales o locales el 

cumplimiento de los cometidos de gestión ambiental, previo acuerdo con el 

jerarca respectivo y en las condiciones que en cada caso se determinen.  

Artículo 9º. (Apoyo y asesoramiento).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente apoyará la gestión ambiental de las autoridades 

departamentales y locales y de las entidades públicas en general, especialmente 

mediante la creación y desarrollo de unidades o áreas ambientales 

especializadas dependientes de las mismas.  

Los Gobiernos Departamentales podrán requerir el asesoramiento del 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de 

la elaboración de normas referidas a la protección del ambiente.  

Artículo 10. (Relacionamiento).- La competencia de las autoridades nacionales, 

departamentales y locales queda sujeta a lo establecido en el artículo 47 de la 

Constitución de la República y a lo dispuesto por la presente ley y las demás 

leyes reglamentarias del mismo.  

Ninguna persona podrá desconocer las exigencias derivadas de normas 

nacionales o departamentales de protección y/o conservación ambiental, de igual 

jerarquía, dictadas en el marco de sus respectivas competencias, al amparo de 

normas menos rigurosas de los ámbitos departamentales o nacionales, 

respectivamente.  

Artículo 11. (Educación ambiental).- Las entidades públicas fomentarán la 

formación de la conciencia ambiental de la comunidad a través de actividades de 
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educación, capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de 

comportamientos consistentes con la protección del ambiente y el desarrollo 

sostenible.  

A tales efectos, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente priorizará la planificación y ejecución de actividades coordinadas con 

las autoridades de la educación, las autoridades departamentales y locales y las 

organizaciones no gubernamentales.  

Artículo 12. (Informe ambiental nacional).- El Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará y 
difundirá, cada tres años, un informe sobre la situación ambiental nacional, que 
deberá contener  información sistematizada y referenciada, organizada por áreas 
temáticas. 

El referido informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General, 

al Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales, dándole la más 

amplia difusión pública. 
Fuente: Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 505. 

Artículo 13. (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir dentro 

del alcance del artículo 7º de la Ley Nº 16.906, de 7 de enero de 1998, lo 
siguiente:  

A) Los bienes muebles destinados a la eliminación o mitigación de los impactos

ambientales negativos del mismo o a recomponer las condiciones

ambientales afectadas.

B) Mejoras fijas afectadas al tratamiento de los efectos ambientales de las

actividades industriales y agropecuarias.

Artículo 14. (Medidas complementarias).- Para asegurar el cumplimiento de lo 

dispuesto en la presente ley y en las demás normas de protección del ambiente, 

el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá:  

A) Dictar los actos administrativos y realizar las operaciones materiales para

prevenir, impedir, disminuir, vigilar y corregir la depredación, destrucción,

contaminación o el riesgo de afectación del ambiente.

B) Imponer el tratamiento de los desechos o de las emisiones, cualquiera sea

su fuente, así como el automonitoreo de los mismos por los propios

generadores.

C) Exigir la constitución de garantía real o personal suficiente a juicio de la

Administración, por el fiel cumplimiento de las obligaciones derivadas de las

normas de protección ambiental o por los daños que al ambiente o a terceros

eventualmente se pudiera causar.
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D) Disponer la suspensión preventiva de la actividad presuntamente peligrosa, 

mientras se realicen las investigaciones para constatarla o los estudios o 

trabajos dirigidos a analizar o impedir la contaminación o afectación 

ambiental.  

E) Adoptar medidas cautelares de intervención de los objetos o del producto de 

la actividad presuntamente ilícita y constituir secuestro administrativo si así 

lo considera necesario, cuando según la naturaleza de la infracción pudiera 

dar lugar al decomiso de los mismos.  

Artículo 15. (Sanciones).- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6º de la 

Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990, en los artículos 453 y 455 de la Ley Nº 

16.170, de 28 de diciembre de 1990 y en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 

19 de enero de 1994, cuando corresponda la imposición de sanciones por 

infracción a las normas de protección del ambiente, el Ministerio de Vivienda, 

Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá:  

A) Sancionar con apercibimiento cuando el infractor carezca de antecedentes 

en la comisión de infracciones de la misma o similar naturaleza y éstas sean 

consideradas como leves.  

B) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 

trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder a la difusión 

pública de la resolución sancionatoria, la cual será a costa del infractor 

cuando se realice a través de la publicación en dos diarios de circulación 

nacional y uno del departamento donde se cometió la infracción.  

C) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 

trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder al decomiso 

de los objetos o del producto de la actividad ilícita, así como de los vehículos, 

naves, aeronaves, instrumentos y dispositivos directamente vinculados a la 

comisión de la infracción o al tránsito de los objetos o productos, sin que 

resulte relevante el titular de la propiedad de los mismos.  

  

  En los casos en que por distintas razones los objetos decomisados deban 

ser destruidos, el infractor podrá optar por hacerlo él mismo, según 

indicaciones y a entera satisfacción de la Administración o dejarlo a cargo de 

la misma, en cuyo caso los gastos en que se incurra serán de cargo del 

infractor.  

  

  Cuando los decomisos efectivos resulten imposibles, se procederá al 

decomiso ficto a valores de plaza al momento de constatarse la infracción. 

D) Disponer la suspensión por hasta ciento ochenta días de los registros, 
habilitaciones, autorizaciones, permisos o concesiones de su competencia y 
cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de 
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infractores reincidentes o continuados, disponer la caducidad de tales 
registros, habilitaciones, autorizaciones, permisos o concesiones. 

Fuente: Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 509. 

Además de las sanciones que correspondieran, cuando se trate de infracciones 
cometidas por entidades públicas, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente dará cuenta de la infracción al Poder Ejecutivo y a 
la Asamblea General.  

Artículo 16. (Recomposición de oficio).- Cuando el responsable se demorare o 

resistiere a dar cumplimiento a la recomposición, reducción o mitigación previstas 

en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, se podrá solicitar 

la imposición judicial de astreintes o hacerlo de oficio, siendo de cargo del 

infractor los gastos que ello ocasione.  

CAPITULO III 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

Artículo 17. (Calidad del aire).- Queda prohibido liberar o emitir a la atmósfera, 

directa o indirectamente, sustancias, materiales o energía, por encima de los 

límites máximos o en contravención de las condiciones que establezca el 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.  

A tales efectos, dicho Ministerio tendrá en cuenta los niveles o situaciones que 

puedan poner en peligro la salud humana, animal o vegetal, deteriorar el 

ambiente o provocar riesgos, daños o molestias graves a seres vivos o bienes.  

Artículo 18. (Capa de ozono).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de 

la instrumentación y aplicación del Convenio de Viena para la Protección de la 

Capa de Ozono (1985), aprobado por la Ley Nº 15.986, de 16 de noviembre de 

1988, y del Protocolo de Montreal Relativo a las Sustancias Agotadoras de la 

Capa de Ozono (1987) y sus enmiendas, aprobado por la Ley Nº 16.157, de 12 

de noviembre de 1990, establecerá los plazos, límites y restricciones a la 

producción, comercialización y uso de las sustancias que afectan la capa de 

ozono.  

Artículo 19. (Cambio climático).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de 

la instrumentación y aplicación de la Convención Marco de las Naciones Unidas 

sobre el Cambio Climático (1992), aprobada por la Ley Nº 16.517, de 22 de julio 

de 1994, establecerá las medidas de mitigación de las causas y de adaptación a 

las consecuencias del cambio climático y, en forma especial, reglamentará las 

emisiones de los gases de efecto invernadero.  

Cuando así corresponda, coordinará con facultades suficientes los cometidos 

y funciones de otras entidades públicas y privadas que tengan relación con lo 

dispuesto en el presente artículo.  
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Artículo 20. (Sustancias químicas).- Es de interés general la protección del 

ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del uso y manejo de las 

sustancias químicas, incluyendo dentro de las mismas, los elementos básicos, 

compuestos, complejos naturales y las formulaciones, así como los bienes y los 

artículos que las contengan, especialmente las que sean consideradas tóxicas o 

peligrosas.  

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 

determinará, en virtud de la presente ley y de la reglamentación que dicte el 

Poder Ejecutivo, las condiciones aplicables para la protección del ambiente, a la 

producción, importación, exportación, transporte, envasado, etiquetado, 

almacenamiento, distribución, comercialización, uso y disposición de aquellas 

sustancias químicas que no hubieran sido reguladas en virtud de los cometidos 

sectoriales asignados al propio Ministerio o a otros organismos nacionales.  

En cualquier caso, dichos organismos incorporarán en sus regulaciones, en 

coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente, disposiciones que aseguren niveles adecuados de protección del 

ambiente contra los efectos adversos derivados del uso normal, de accidentes o 

de los desechos que pudieran generar o derivar.  

Artículo 21. (Residuos).- Es de interés general la protección del ambiente contra 

toda afectación que pudiera derivarse del manejo y disposición de los residuos 

cualquiera sea su tipo.  

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en 

acuerdo con los Gobiernos Departamentales, en lo que corresponda y de 

conformidad con el artículo 8º de esta ley- dictará las providencias y aplicará las 

medidas necesarias para regular la generación, recolección, transporte, 

almacenamiento, comercialización, tratamiento y disposición final de los 

residuos.  

Artículo 22. (Diversidad biológica).- Es de interés general la conservación y el 

uso sostenible de la diversidad biológica, como parte fundamental de la política 

nacional ambiental y a los efectos de la instrumentación y aplicación del 

Convenio sobre Diversidad Biológica (1992), aprobado por la Ley Nº 16.408, de 

27 de agosto de 1993.  

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 

establecerá medidas de identificación, seguimiento y conservación de la 

biodiversidad; así como asegurará la sostenibilidad de la utilización que de sus 

componentes se realice; y coordinará con facultades suficientes los cometidos y 

funciones de otras entidades públicas y privadas en materia de conservación y 

uso de las especies y su hábitat.  

Artículo 23. (Bioseguridad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 

y Medio Ambiente, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder 

Ejecutivo, dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para 

prevenir y controlar los riesgos ambientales derivados de la creación, 
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manipulación, utilización o liberación de organismos genéticamente modificados 

como resultado de aplicaciones biotecnológicas, en cuanto pudieran afectar la 

conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y el ambiente.  

Cuando así corresponda, coordinará con otras entidades públicas y privadas 

las medidas a adoptar respecto de otros riesgos derivados de tales actividades, 

pero relacionados con la salud humana, la seguridad industrial y laboral, las 

buenas prácticas de laboratorio y la utilización farmacéutica y alimenticia.  

La introducción de organismos vivos modificados resultantes de la 

biotecnología en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, cualquiera sea 

la forma o el régimen bajo el cual ello se realice, estará sujeto a la autorización 

previa de la autoridad competente. En tanto esa autoridad no fuera designada o 

cuando la introducción pudiera ser riesgosa para la diversidad biológica o el 

ambiente será competente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 

Medio Ambiente.  

Artículo 24. (Otras normas).- Las materias contenidas en el artículo 1º de la 

presente ley y no incluidas en este Capítulo se regirán por las normas específicas 

respectivas.0  

CAPITULO IV  

OTRAS DISPOSICIONES  

Artículo 25. (Inventario hídrico).- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 

y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente llevarán 

conjuntamente el inventario a que refiere el artículo 7º del Decreto-Ley Nº 14.859, 

de 15 de diciembre de 1978, responsabilizándose cada uno de ellos, por las 

áreas que respectivamente les corresponden como Ministerio competente a 

efectos de la aplicación del Código de Aguas.  

Artículo 26. (Costas).- Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo 

dispuesto por los artículos 153 y 154 del Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de 

diciembre de 1978, en la redacción dada por los artículos 192 y 193 de la Ley Nº 

15.903, de 10 de noviembre de 1987, se entiende:  

A) Por "modificación perjudicial a la configuración y estructura de la costa" toda 

alteración exógena del equilibrio dinámico del sistema costero o de alguno 

de sus componentes o factores determinantes.  

B) Por "expediente que se instruirá con audiencia de los interesados" la 

concesión de vista de las actuaciones a los interesados, en forma previa a la 

adopción de resolución, de conformidad con las normas generales de 

actuación administrativa y procedimiento en la Administración Central.  
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Artículo 27. (FONAMA).- Agrégase al artículo 454 de la Ley Nº 16.170, de 28 

de diciembre de 1990, por el que se creó el Fondo Nacional de Medio Ambiente, 

los siguientes literales:  

"F) El importe de los decomisos fictos y del producido de la venta de los 

decomisos efectivos dispuestos por infracción a las normas de protección 

del ambiente.  

G) El producido de la imposición de astreintes, según lo previsto en el artículo

16 de la ley general de protección del ambiente".

Artículo 28. (Cobro judicial).- Quedarán comprendidos en lo dispuesto por el 

artículo 455 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990, los gastos 

derivados de la imposición de sanciones por infracción a las normas de 

protección del ambiente y los gastos originados en la recomposición, reducción 

o mitigación de impactos ambientales de oficio o en la restitución de la

configuración o estructura original de la faja de defensa de costas. 

Las resoluciones firmes que los establecen, así como las que imponen multas, 

constituirán título ejecutivo. Será competente para su cobro, cualquiera sea el 

monto, el Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente al domicilio del 

demandado, determinado según la fecha en que se hubiera dictado la resolución, 

salvo en el departamento de Montevideo, donde el turno se establecerá de 

acuerdo con las normas de procedimiento vigentes.  

Cuando el demandado sea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 

y Medio Ambiente serán competentes los Juzgados radicados en Montevideo.  

Artículo 29. (Derogación).- Derógase el artículo 11 de la Ley Nº 16.112, de 

30 de mayo de 1990.  
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Ley N° 17.703, de 27 de octubre 2003 

LEY DE FIDEICOMISO 

CAPÍTULO I 

Concepto y principios generales 

Artículo 1º. (Definición).- El fideicomiso es el negocio jurídico por medio del cual se constituye la 
propiedad fiduciaria de un conjunto de derechos de propiedad u otros derechos reales o personales que 
son transmitidos por el fideicomitente al fiduciario para que los administre o ejerza de conformidad con las 
instrucciones contenidas en el fideicomiso, en beneficio de una persona (beneficiario), que es designada 
en el mismo, y la restituya al cumplimiento del plazo o condición al fideicomitente o la transmita al 
beneficiario. 

Podrá haber pluralidad de fideicomitentes y de beneficiarios. 

Artículo 2º. (Constitución).- El fideicomiso puede ser constituido por acto entre vivos o por testamento. 

El fideicomiso por acto entre vivos es un contrato innominado que deberá otorgarse por escrito so pena 
de nulidad, cualquiera sea el objeto sobre el que recaiga, requiriéndose la escritura pública en los casos en 
que dicha solemnidad es exigida por la ley. La publicidad frente a terceros se regirá por lo dispuesto en la 
ley de Registros Públicos. 

El fideicomiso por acto entre vivos es título hábil para producir la transferencia de la propiedad o de la 
titularidad de los derechos reales o personales que constituyen su objeto. 

El fideicomiso testamentario podrá constituirse por testamento abierto o cerrado. En el certificado 
sucesorio se hará constar la constitución de la propiedad fiduciaria, debiendo inscribirse en los casos que 
así lo disponga la ley de Registros Públicos. 

El fideicomiso testamentario confiere al fiduciario derecho personal a reclamar de los herederos la entrega 
de los bienes y derechos que constituyan su objeto, excepto en caso de recaer sobre una especie cierta. 
En tal caso, el fiduciario adquiere la propiedad de la misma desde la muerte del causante, conforme a 
los artículos 937 y 938 del Código Civil. El fiduciario heredero sucede conforme a los principios generales. 

Artículo 3º. (Habilitación de inversiones).- Cuando el fideicomiso tenga por fin la realización de una obra 
pública municipal, las Intendencias Municipales podrán constituirlo mediante la cesión de derechos de 
créditos de tributos departamentales, dándose cuenta a la Junta Departamental. 

La Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de los Profesionales 
Universitarios, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional podrán invertir en fideicomisos, siempre que su objeto refiera a actividades desarrolladas, bienes 
situados o derechos utilizados económicamente en la República, así como créditos originados en 
exportaciones realizadas desde el Uruguay. 

Las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional podrán instrumentar a través de fideicomisos las 
inversiones previstas en el literal E) del artículo 123 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiembre de 1995, y las 
que realicen en fideicomisos financieros se considerarán en el literal D) de dicha norma. 

Inciso 3º) derogado por Ley Nº 18.673, de 23 de julio de 2010 
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Artículo 4º. (Estipulaciones del instrumento constitutivo del fideicomiso).- Sin perjuicio de la incorporación 
de otras estipulaciones, el instrumento de fideicomiso también deberá contener: 

a) La individualización de los bienes objeto del fideicomiso. En caso de no resultar posible tal
individualización a la fecha de la celebración del fideicomiso, constará la descripción de los requisitos
y características que deberán reunir los bienes.

b) La determinación del procedimiento en que los bienes podrán ser incorporados al fideicomiso.

c) El plazo o condición a que se sujeta la propiedad fiduciaria.

d) El destino de los bienes a la finalización del fideicomiso.

e) Los derechos y obligaciones del fiduciario y el modo de sustituirlo si éste cesare.

Artículo 5º. (Objeto).- El fideicomiso por acto entre vivos puede ser constituido sobre bienes o derechos 
de cualquier naturaleza presentes o futuros, incluyéndose las universalidades de bienes. 

El fideicomiso testamentario podrá recaer sobre toda la herencia o una cuota parte de la misma, o sobre 
bienes, derechos, universalidades de bienes, y demás relaciones jurídicas activas que compongan el 
patrimonio sucesorio. 

Artículo 6º. (Propiedad Fiduciaria).- Los bienes y derechos fideicomitidos constituyen un patrimonio de 
afectación, separado e independiente de los patrimonios del fideicomitente, del fiduciario y del beneficiario. 

El conjunto de bienes y derechos fideicomitidos deberá individualizarse en el instrumento que los 
determine. El mismo deberá ser inscripto en la Dirección General de Registros del Ministerio de Educación 
y Cultura. 

El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Dirección General de Registros del Ministerio de 
Educación y Cultura, determinará las regulaciones que organicen la inscripción y demás condiciones 
registrales de los fideicomisos, dando cumplimiento a la Ley Nº 16.871, de 28 de setiembre de 1997, y sus 
modificativas y concordantes. 

Si el fiduciario fuera una persona casada bajo el régimen legal de sociedad conyugal, los bienes y 
derechos fideicomitidos, no ingresarán a la masa de gananciales, rigiéndose a todos los efectos por las 
normas que regulan los bienes propios. La retribución que el fiduciario casado perciba por su actividad se 
rige por los principios generales. 

Artículo 7º. (Derecho de Persecución de los Acreedores).- Los bienes fideicomitidos quedarán exentos 
de la acción singular o colectiva de los acreedores del fiduciario. 

Los acreedores del beneficiario no podrán perseguir los bienes fideicomitidos mientras éstos se 
encuentran en el patrimonio del fiduciario, pero podrán perseguir para la satisfacción de sus créditos los 
frutos que dichos bienes generen, pudiendo asimismo subrogarse en los derechos de aquél. 

Habiéndose constituido el fideicomiso por acto entre vivos, los acreedores del fideicomitente no podrán 
perseguir los bienes fideicomitidos, pudiendo ejercer tan solo las acciones por fraude previstas por la ley. A 
los efectos del ejercicio de la acción pauliana, a los acreedores les bastará con acreditar el fraude del 
fideicomitente, salvo en casos en los que deba excluirse el ánimo de liberalidad directo o indirecto del 
fideicomitente. 

Si el fideicomiso testamentario diera origen a una sucesión a título particular, el fiduciario responderá 
frente a los acreedores hereditarios sólo con los bienes fideicomitidos, en los casos y en la forma en que 
responden los legatarios (artículos 1175 y 1178 del Código Civil). No obstante ello, si los herederos 
comunicaran personalmente en forma fehaciente o por vía judicial al acreedor hereditario su intención de 
cumplir el fideicomiso testamentario, y éstos no se opusieran al cumplimiento dentro de los diez días 
inmediatos siguientes, hasta tanto no se le pague o garantice su crédito, perderán su acción contra los 
bienes fideicomitidos. 
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Si el fideicomiso testamentario diera origen a una sucesión a título universal, el fiduciario responderá con 
el patrimonio fideicomitido. En todos los casos tendrá la carga de realizar un inventario solemne y completo 
del patrimonio o cuota patrimonial fideicomitido, citando a los acreedores hereditarios. 

Decláranse aplicables a la propiedad fiduciaria las disposiciones contenidas en 
los artículos 189, 190 y 191 de la Ley Nº 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en lo pertinente. 

El ejercicio de las acciones previstas en los incisos tercero y sexto del presente artículo no podrá afectar 
los derechos de los titulares adquirentes de buena fe de certificados de participación en el dominio fiduciario, 
de títulos representativos de deuda garantizados con bienes que integren el fideicomiso, o de títulos que 
otorguen derechos de crédito y derechos de participación sobre el remanente, siempre que cualesquiera 
de dichos valores sean o hayan sido objeto de oferta pública en los términos previstos en el artículo 28 de 
la presente ley. 

Artículo 8º. (Alcance de la responsabilidad).- Los bienes del fiduciario no responderán por las 
obligaciones contraídas en la ejecución del fideicomiso, las que sólo serán satisfechas con los bienes 
fideicomitidos. La insuficiencia de los bienes fideicomitidos para atender a estas obligaciones, no dará lugar 
a la declaración de quiebra, concurso o liquidación judicial. En tal supuesto y a falta de otros recursos 
provistos por el fideicomitente o el beneficiario según disposiciones contractuales, procederá su liquidación 
privada, la que estará a cargo del fiduciario, quien deberá enajenar los bienes que lo integren y entregará 
el producido a los acreedores conforme al orden de privilegios previstos para la quiebra. 

Si se tratase de fideicomiso financiero regirán en lo pertinente las normas de los artículos 31 y 32 de la 
presente ley. En los casos de conflicto entre las partes y si se tratare de fideicomiso financiero se recurrirá 
al proceso arbitral previsto en los artículos 472 y siguientes del Código General del Proceso y si se tratase 
de fideicomiso no financiero, se podrá recurrir al proceso arbitral citado o a la vía judicial, siguiéndose el 
trámite del proceso extraordinario previsto en los artículos 346 y 347del Código General del Proceso. 

Artículo 9º. (Prohibiciones).- Quedan prohibidos, siendo absolutamente nulos: 

a) Los fideicomisos testamentarios en los que se designen diversos beneficiarios en forma sucesiva, 
procediendo la sustitución a la muerte del beneficiario anterior. 

b) El fideicomiso en el cual se designe beneficiario al fiduciario salvo en los casos de fideicomiso en 
garantía constituidos a favor de una entidad de intermediación financiera. 

Artículo 10.- Los fideicomisos testamentarios no afectarán el carácter intangible de la legítima 
(artículo 894 del Código Civil), ni perjudicarán el derecho de los restantes asignatarios forzosos. 

Si se vulnerara el derecho de los legitimarios, del porcionero, o del beneficiario de los derechos reales de 
habitación y de uso, el asignatario forzoso cuyo derecho fuera lesionado podrá ejercer la acción de reforma 
de testamento conforme a los artículos 1006 y siguientes del Código Civil. 

El heredero forzoso que fuera beneficiario de un fideicomiso por acto entre vivos deberá colacionar el 
valor de los bienes que le hayan sido trasmitidos por fideicomiso, excepto en caso de haber sido dispensado 
de colación (artículos 1100 y siguientes del Código Civil). Respecto de los frutos rige el artículo 1111 del 
Código Civil. 

CAPÍTULO II 

Del fiduciario 

Artículo 11. (Requisitos del Fiduciario).- Podrá ser fiduciario cualquier persona física o jurídica. La 
persona física deberá tener la capacidad legal exigida para ejercer el comercio. 

Sin perjuicio de los requisitos establecidos para los fiduciarios de los fideicomisos financieros en el 
Capítulo IV de la presente ley, las entidades de intermediación financiera y los fiduciarios profesionales sólo 
podrán actuar como fiduciarios en forma habitual y profesional. 

Artículo 12. (Registro Público de Fiduciarios).- Créase en el Banco Central del Uruguay un registro público 
de fiduciarios profesionales, personas físicas o jurídicas. La información registrada en él será de libre acceso 
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para cualquier interesado. El funcionamiento del Registro y los mecanismos a través de los que los 
fiduciarios darán cumplimiento a las obligaciones dispuestas por este artículo serán dispuestos por la 
reglamentación. En los casos en que el fiduciario no sea una persona física, los socios o accionistas, 
administradores o directores deberán determinarse precisamente. Tratándose de sociedades anónimas, 
éstas deberán emitir acciones nominativas o escriturales. En todos los casos se inscribirá la responsabilidad 
patrimonial de los fiduciarios, sus socios o accionistas, administradores y directores. Los fiduciarios 
inscriptos deberán actualizar la información proporcionada al registro con la periodicidad que establezca la 
reglamentación, así como inmediatamente de producida cualquier modificación en la información registrada. 
Los fiduciarios inscriptos serán responsables de la información original y las actualizaciones 
proporcionadas. 

El incumplimiento de las obligaciones de registración y de información establecidas en este artículo será 
sancionado conforme a lo dispuesto por los artículos 20 a 24 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982. 

Artículo 13. (Actuación sucesiva).- En caso que el fideicomitente designe varios fiduciarios para que 
sucesivamente desempeñen el fideicomiso, deberá establecer el orden y las condiciones en que hayan de 
sustituirse. 

Artículo 14. (Sustitución).- En el instrumento de fideicomiso, el fideicomitente podrá designar uno o más 
sustitutos para que reemplacen al fiduciario que no acepte o cese en sus funciones. Podrá también 
reservarse el fideicomitente, en dicho negocio, esta facultad de sustitución para ser ejercida en cualquier 
momento. 

Artículo 15. (Acciones).- El fiduciario está obligado a ejercer todas las acciones que correspondan para 
la defensa de los bienes fideicomitidos, tanto contra terceros como contra el beneficiario. 

El Juez podrá autorizar al fideicomitente o al beneficiario a ejercer acciones en sustitución del fiduciario, 
cuando éste no lo hiciere en violación de sus obligaciones. 

Artículo 16. (Responsabilidad interna).- El fiduciario deberá desarrollar sus cometidos y cumplir las 
obligaciones impuestas por la ley y el negocio de fideicomiso, con la prudencia y diligencia del buen hombre 
de negocios que actúa sobre la base de la confianza depositada en él. 

Si faltare a sus obligaciones será responsable frente al fideicomitente y al beneficiario, por los daños y 
perjuicios que resultaren de su acción u omisión. 

En ningún caso podrá exonerarse de responsabilidad al fiduciario por los daños provocados por su dolo 
o culpa grave, así como por aquellos causados por el de sus dependientes. 

Artículo 17. (Relación externa).- El fideicomiso que haya sido inscripto en el Registro Público 
correspondiente, de conformidad a lo previsto en los artículos 2º y 6º de la presente ley, será oponible a 
terceros conforme a los principios generales. En consecuencia, los actos y contratos celebrados por el 
fiduciario en infracción de las restricciones dispuestas o excediendo sus facultades, serán inoponibles en 
perjuicio del fideicomitente y del beneficiario. 

Tratándose de fideicomisos no inscriptos, las restricciones a las facultades del fiduciario no serán 
oponibles a terceros, salvo que los actos realizados por éste sean notoriamente extraños a la finalidad del 
fideicomiso o que el tercero tenga conocimiento de la infracción. 

Cuando el fiduciario celebre un acto que es inoponible al fideicomitente o al beneficiario en su caso, el 
interesado podrá solicitar ante el juez competente la revocación del acto. 

Artículo 18. (Rendición de Cuentas).- En el negocio de fideicomiso no se podrá dispensar al fiduciario de 
la obligación de rendir cuentas, la que podrá ser solicitada por el fideicomitente o el beneficiario, con las 
formalidades que se establezcan en el instrumento de fideicomiso y en la reglamentación respectiva. 

En todos los casos el fiduciario deberá rendir cuentas al beneficiario con una periodicidad no mayor a un 
año, sin perjuicio de lo dispuesto en el fideicomiso. 
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Si no se objetaren las cuentas en el plazo establecido en el instrumento de fideicomiso y, a falta de ello, 
dentro del plazo de noventa días desde la notificación fehaciente, las cuentas se tendrán como tácitamente 
aprobadas, salvo que se hubiera incurrido en falsedad u ocultamiento doloso. 

Aprobadas las cuentas en forma expresa o tácita, el fiduciario quedará libre de toda responsabilidad, 
frente a los beneficiarios presentes o futuros y a todos los demás ante los que se hubieran rendido cuentas, 
por todos los actos ocurridos durante el período de la cuenta y el instrumento de fideicomiso. 

Artículo 19. (Obligaciones del fiduciario).- Además de las previstas en el negocio constitutivo y en los 
artículos precedentes, son obligaciones del fiduciario: 

a) Mantener un inventario y una contabilidad separada de los bienes, derechos y obligaciones que 
integran el patrimonio fiduciario. En caso que sea fiduciario en varios negocios de fideicomiso, deberá 
llevar contabilidad separada de cada uno de ellos. En todos los casos la contabilidad deberá estar 
basada en normas adecuadas. 

b) Transferir los bienes del patrimonio fiduciario al fideicomitente o al beneficiario al concluir el 
fideicomiso o al fiduciario subrogante en caso de sustitución o cese. 

c) Guardar reserva respecto de las operaciones, actos, contratos, documentos e información que se 
relacione con el fideicomiso. 

Artículo 20. (Prohibiciones del fiduciario).- Estará prohibido al fiduciario: 

a) Afianzar, avalar o garantizar de algún modo al fideicomitente o al beneficiario el resultado del 
fideicomiso o las operaciones, actos y contratos que realice con los bienes fideicomitidos. 

b) Realizar operaciones, actos o contratos con los bienes fideicomitidos, en beneficio propio, de sus 
directores o personal superior, de sus parientes directos o de las personas jurídicas donde éstos 
tengan una posición de dirección o control. 

c) Realizar cualquier otro acto o negocio jurídico con los bienes fideicomitidos respecto del cual tenga 
un interés propio, salvo autorización conjunta y expresa del fideicomitente y del beneficiario. 

Artículo 21. (Derechos del fiduciario).- Salvo estipulación en contrario, el fiduciario tendrá derecho al 
reembolso de los gastos incurridos en beneficio del patrimonio que integra su dominio fiduciario y a una 
remuneración. Si ésta no hubiere sido fijada en el contrato, la fijará el Juez teniendo en consideración la 
naturaleza del fideicomiso encomendado y la importancia del patrimonio fiduciario. 

Artículo 22. (Cese del fiduciario).- El fiduciario cesará en el ejercicio de su cargo en los siguientes casos: 

a) Por muerte o incapacidad judicialmente declarada, así como por la pérdida de alguna de las 
condiciones exigidas para el ejercicio del comercio. En estos casos, la propiedad fiduciaria se 
transmitirá de pleno derecho de acuerdo con lo estipulado en el instrumento de constitución del 
fideicomiso. 

b) Por disolución, quiebra, concurso o liquidación judicial. 

c) Por remoción por el fideicomitente, cuando éste se hubiera reservado dicha facultad en el negocio 
constitutivo. 

d) Por remoción judicial, a instancia del fideicomitente o del beneficiario, en caso de incumplimiento de 
las obligaciones impuestas por la ley o por el negocio constitutivo. También procederá la remoción 
judicial, por las mismas causales, a instancia de los acreedores que representen más del 50% 
(cincuenta por ciento) de los créditos. 
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e) Por renuncia, cuando sea autorizada en el negocio constitutivo y por las causas en éste establecidas. 
Cuando el negocio constitutivo nada establezca, sólo podrá renunciar en caso de negativa del 
beneficiario a recibir las prestaciones o en caso de insuficiencia del producto del fideicomiso para el 
pago de su remuneración y siempre que el fideicomitente o el beneficiario se nieguen a pagarla. La 
renuncia tendrá efecto después de la transferencia del patrimonio objeto del fideicomiso al fiduciario 
sustituto. 

f) Por la cancelación de la inscripción en el registro dispuesta por el Banco Central del Uruguay, de 
acuerdo con lo previsto por el artículo 12 de la presente ley. 

Producida una causa de cesación de las enunciadas en esta disposición se procederá conforme lo 
establece el artículo 14 de la presente ley. 

CAPÍTULO III 

Del beneficiario 

Artículo 23. (Beneficiario).- El acto constitutivo del fideicomiso, deberá designar al beneficiario quien 
podrá ser una persona física o jurídica. 

En caso de fideicomiso testamentario rigen los principios del Código Civil (artículos 1038, 835, 841). 

El beneficiario puede ser una persona futura que no exista al tiempo del otorgamiento del fideicomiso 
contractual, en cuyo caso deberá establecerse con precisión las características que permitan su 
identificación futura. El fideicomiso contractual quedará en tal caso, sujeto a la condición suspensiva de 
existencia de la persona beneficiaria y quedará sin efecto de no verificarse la misma dentro del plazo del 
año a partir del otorgamiento. 

Artículo 24. (Designación conjunta o sucesiva).- Se podrá designar dos o más beneficiarios que gocen 
de sus derechos en forma conjunta o sucesiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal a) del artículo 9º de 
la presente ley. En caso de designación conjunta, salvo disposición en contrario, se repartirán los beneficios 
obtenidos por partes iguales. 

Para el caso que alguno de los beneficiarios designados en forma conjunta no acepte, no llegue a existir 
o no pueda ser determinado, los beneficios que éstos debieran percibir se repartirán por partes iguales 
entre los demás beneficiarios, salvo que otra cosa se dijere en el instrumento de fideicomiso. 

Pueden también designarse beneficiarios sustitutos para el caso de no aceptación. 

CAPÍTULO IV 

Fideicomiso financiero 

Artículo 25. (Concepto).- El fideicomiso financiero es aquel negocio de fideicomiso cuyos beneficiarios 
sean titulares de certificados de participación en el dominio fiduciario, de títulos representativos de deuda 
garantizados con los bienes que integran el fideicomiso, o de títulos mixtos que otorguen derechos de 
crédito y derechos de participación sobre el remanente. Los certificados de participación y títulos de deuda 
se regirán por el Decreto-Ley Nº 14.701, de 12 de setiembre de 1977, en lo pertinente. 

El fideicomiso financiero podrá constituirse por acto unilateral, en el cual coincidan las personas del 
fideicomitente y del fiduciario, cuando se solicite autorización para ofrecer públicamente (artículo 28 de la 
presente ley) los certificados de participación, los títulos representativos de deudas o los títulos mixtos a los 
que refiere el inciso precedente. 

Artículo 26. (Fiduciarios).- Solamente podrán ser fiduciarios en un fideicomiso financiero las entidades de 
intermediación financiera o las sociedades administradoras de fondos de inversión. De acuerdo con los 
fideicomisos de que se trate y las modalidades de sociedades fiduciarias, la reglamentación podrá autorizar 
a estas últimas a actuar como fiduciarios en fideicomisos financieros. A los efectos de la presente 
disposición, no regirá la limitación del objeto de las sociedades administradoras de fondos de inversión 
dispuesta por la Ley Nº 16.774, de 27 de setiembre de 1996. Las instituciones de intermediación financiera 
regidas por el Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y sus modificativas, el Banco de la 
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República Oriental del Uruguay y el Banco Hipotecario del Uruguay, podrán constituir o integrar, como 
accionistas, sociedades fiduciarias de acuerdo con el régimen de la presente ley. 

Artículo 27. (Títulos valores).- Los certificados de participación y títulos de deuda serán considerados 
títulos valores. 

Artículo 28. (Oferta pública).- La oferta pública de los certificados de participación, de los títulos de deuda 
y de los títulos mixtos a los que refiere el artículo precedente se regirá por las disposiciones de la Ley 
Nº 16.749, de 30 de mayo de 1996. 

Artículo 29. (Regulación y sanciones).- La reglamentación podrá dictar normas a las que deberán 
sujetarse el fideicomiso y los fiduciarios financieros. También podrá requerir el establecimiento de garantías 
respecto de determinados fideicomisos financieros. 

El Banco Central del Uruguay tendrá respecto de los fiduciarios financieros las facultades que le confiere 
el Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y sus modificativas. 

En los casos en que se constaten transgresiones a la presente ley por parte de los fiduciarios financieros 
serán de aplicación, en lo pertinente, los artículos 20 a 24 del Decreto-Ley Nº 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982, y sus modificativas. 

Artículo 30. (Transferencia de créditos).- En la transferencia de créditos que se integren a un fideicomiso 
financiero, será de aplicación, en lo que corresponda, lo dispuesto por los artículos 33 y 34 de la Ley 
Nº 16.774, de 27 de setiembre de 1996, con la redacción dada por la Ley Nº 17.202, de 24 de setiembre de 
1999. 

Artículo 31. (Insuficiencia patrimonial).- En el caso de insuficiencia del patrimonio del fideicomiso 
financiero para dar cumplimiento a las obligaciones contraídas por el fiduciario frente a terceros, o en el 
caso de otras contingencias que pudieran afectar dicho cumplimiento, el fiduciario citará a los tenedores de 
títulos de deuda a los efectos de que, reunidos en asamblea resuelvan sobre la forma de administración y 
liquidación del patrimonio. 

La convocatoria de la asamblea de tenedores de títulos de deuda, se regirá por las normas de la Ley 
Nº 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en cuanto a la convocatoria de asambleas de sociedades anónimas, 
en lo pertinente. 

Artículo 32. (Facultades de la Asamblea).- La asamblea de tenedores de títulos de deuda, por el voto 
conforme de tenedores de esos títulos, que representen por lo menos la mayoría absoluta del valor nominal 
de los títulos emitidos y en circulación, podrá resolver: 

a) Transferir el patrimonio fiduciario como unidad a otro fiduciario. 

b) Modificar el contrato de emisión, que podrá comprender la remisión de parte de las deudas o la 
modificación de los plazos o condiciones iniciales. 

c) Continuar la administración de los bienes fideicomitidos hasta la terminación del fideicomiso. 

d) Consagrar la forma de enajenación de los bienes del patrimonio fiduciario. 

e) Designar a la persona que tendrá a su cargo la enajenación del patrimonio como unidad de los bienes 
que lo conforman. 

f) Disponer cualquier otro tema relativo a la administración o liquidación del patrimonio fiduciario. 

g) La extinción del fideicomiso en los casos previstos en el artículo 31 de la presente ley. 

Lo resuelto por la asamblea de tenedores de títulos de deuda será oponible al fideicomitente, fiduciario, 
beneficiario, y a los restantes tenedores de deuda que no hubieran adherido a la resolución. 
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Las asambleas de tenedores de títulos de deuda se regirán por las disposiciones de la Ley Nº 16.060, de 
4 de setiembre de 1989, en materia de asambleas de accionistas, en lo pertinente. 

CAPÍTULO V 

De la extinción del fideicomiso 

Artículo 33. (Causas de extinción).- Serán causas de extinción del fideicomiso: 

a) El cumplimiento total de sus fines o la imposibilidad absoluta de cumplirlos. 

b) El cumplimiento del plazo o condición resolutoria a que se hubiese sometido. En caso de no haberse 
dispuesto plazo alguno, el máximo legal será de 30 años. Toda condición resolutoria de que penda 
la restitución de los bienes fideicomitidos que tarde más de treinta años en cumplirse, se tendrá por 
verificada llegado dicho plazo. 

c) El acuerdo entre fideicomitente y beneficiario, sin perjuicio de los derechos del fiduciario. 

d) La cesación en el pago de sus obligaciones, salvo el caso del fideicomiso financiero. 

e) La revocación del fideicomitente si se hubiere reservado expresamente esa facultad en el negocio 
de fideicomiso. 

f) Por resolución de la asamblea de tenedores de títulos de deuda, adoptada en los términos y 
condiciones establecidas en el artículo 32 de la presente ley. 

g) Por muerte o incapacidad judicialmente declarada del fiduciario, salvo que en el instrumento de 
constitución del fideicomiso se haya designado fiduciario sustituto. 

h) Por cualquier otra causa establecida expresamente en el instrumento de fideicomiso. 

Producida la extinción del fideicomiso, el fiduciario estará obligado a entregar los bienes fideicomitidos al 
fideicomitente o a sus sucesores, salvo que otra cosa se hubiera establecido en el negocio constitutivo. En 
el caso de cese del fiduciario y si no se hubiere designado sustituto, dicha entrega operará de pleno derecho. 
Queda excluida de esta situación el caso de terminación del fideicomiso por cesación de pagos. 

En ningún caso el fiduciario podrá adjudicarse, en forma definitiva, los bienes recibidos en fideicomiso. 

Artículo 34. (Derogación).- Se deroga el artículo 865 del Código Civil. 

Artículo 35.- Sustitúyese el artículo 866 del Código Civil, que quedará redactado en los siguientes 
términos: 

"866.- Serán nulas en la sustitución fideicomisaria las cláusulas que dispongan: 

 1º. Declarar inalienable todo o parte de la herencia. 

 2º. Llamar a un tercero al todo o parte de los que reste de la herencia al morir el heredero. 

 
3º. La que, sin cumplir los requisitos previstos por la ley de fideicomiso, tenga por objeto dejar a 

uno el todo o parte de los bienes hereditarios, para que los aplique o invierta según las 
instrucciones que le hubiere comunicado el testador (artículo 783)". 
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CAPÍTULO VI 

Disposiciones tributarias 

Artículo 36. (Sujeto Pasivo).- El fideicomiso será contribuyente de todos los tributos que gravan a las 
sociedades personales, en tanto se verifiquen a su respecto los restantes aspectos del hecho generador de 
los respectivos tributos. 

El fideicomiso tendrá asimismo la calidad de responsable en iguales condiciones que las sociedades 
personales, siempre que se cumplan las hipótesis que dan origen a dicha responsabilidad. 

Artículo 37. (Igualdad de tratamiento).- Los fideicomisos del exterior, que no actúen en el país mediante 
sucursal, agencia o establecimiento, tendrán el mismo tratamiento tributario que el aplicable a los 
fideicomisos locales. 

Artículo 38. (Remuneración de los fiduciarios).- Los ingresos que obtengan los fiduciarios como 
remuneración de su actividad tendrán el mismo tratamiento tributario que el asignado a las Sociedades 
Administradoras de Fondos de Inversión. 

Artículo 39. (Fideicomisos financieros).- A los efectos de fomentar el crédito destinado a la inversión, 
otórgase a los fideicomisos financieros cuyos certificados de participación en el dominio fiduciario, de deuda 
o títulos mixtos, se emitan mediante oferta pública, los siguientes beneficios:

a) Exoneración del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales a la parte enajenante y a la parte
adquirente, por las transmisiones de bienes realizadas en cumplimiento del fideicomiso.

b) Exoneración de los Impuestos al Valor Agregado, de Contribución al Financiamiento de la Seguridad
Social y Específico Interno, a las enajenaciones de bienes y derechos realizadas en virtud del referido 
cumplimiento.

El Poder Ejecutivo establecerá la forma en que habrá de hacerse efectiva la oferta pública a efectos de 
gozar de la exoneración y de lo dispuesto en el artículo 41 de la presente ley. 

Artículo 40. (Fideicomisos financieros).- Los fideicomisos financieros cuyo objeto específico de inversión 
consista en conjuntos homogéneos o análogos de derechos de crédito cuya titularidad sea transferida al 
fideicomiso, tendrán el tratamiento tributario establecido para los fondos de inversión cerrados de crédito. 

El Poder Ejecutivo podrá fijar tasas diferenciales del Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias 
en relación a aquellos créditos que no hubieran estado gravados por dicho impuesto antes de su cesión al 
fideicomiso. 

Artículo 41. (Certificados de participación y títulos de deuda).- Los certificados de participación y títulos 
de deuda emitidos mediante oferta pública, tendrán a efectos fiscales el mismo tratamiento respectivamente 
que las acciones que cotizan en Bolsa y que las obligaciones emitidas mediante suscripción pública y 
cotización bursátil. 

Artículo 42. (Fideicomisos de garantía).- Exonérase del Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales a las 
transmisiones de bienes gravadas realizadas en cumplimiento de un fideicomiso de garantía. 

Dicha exoneración se aplicará a la parte enajenante y a la parte adquirente, tanto en la transmisión original 
de los bienes al fideicomiso, como en la transmisión posterior al fiduciante. 

Artículo 43. (Exoneraciones a los fideicomisos en general).- No será aplicable a los fideicomisos el 
Impuesto de Control a que refiere el Título 16 del Texto Ordenado 1996, ni el Impuesto a las Rentas de la 
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Industria y Comercio correspondiente al hecho generador a que refiere el literal D) del artículo 2º del Título 
4 del Texto Ordenado 1996. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a: 

a) Otorgar a los fideicomisos que no cumplan con la condición de oferta pública a que refiere
el artículo 39 de la presente ley, los beneficios fiscales establecidos en los literales a) y b) de dicho
artículo. Esta facultad será otorgada en relación a actividades productivas por sectores específicos.

b) Exonerar de tributos a los fideicomisos cuyos beneficiarios sean los Fondos de Ahorro Previsional,
la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales
Universitarios y la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. En este caso se requerirá que los
títulos de participación en el dominio fiduciario, de deuda o mixtos, sean nominativos y la exoneración 
se aplicará durante el período en que el fondo de ahorro previsional o las cajas antes dichas sean
titulares de los mismos y en la proporción que guarden con el monto total de títulos emitidos, de
acuerdo con lo que establezca la reglamentación.

c) Exonerar de tributos en iguales condiciones que las establecidas en el literal anterior a los
fideicomisos cuyos beneficiarios sean entidades aseguradoras, siempre que los títulos nominativos
de participación en el dominio fiduciario, de deuda o mixtos, integren los activos respaldantes de las
obligaciones previsionales a que refieren los artículos 54 y siguientes de la Ley Nº 16.713, de 3 de
setiembre de 1995.

Artículo 44. (Responsabilidad tributaria).- El fiduciario responderá por las obligaciones tributarias del 
fideicomiso, en los términos del artículo 21 del Código Tributario. 

Artículo 45.- Se declara que las citas a las disposiciones del Texto Ordenado 1996 se refieren a las 
normas legales que le dan origen. 

Artículo 46.- La presente ley entrará en vigencia a los treinta días de su promulgación. 

En el mismo plazo el Poder Ejecutivo procederá a reglamentarla. 
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Ley N° 17.849, de 29 de noviembre de 2004 

LEY DE RECICLAJE DE ENVASES 

Artículo 1º.- (Declaración).- Declárase de interés general, según lo previsto en el 
artículo 47 de la Constitución de la República, la protección del ambiente contra 
toda afectación que pudiera derivarse de los envases cualquiera sea su tipo, así 
como del manejo y disposición de los residuos de los mismos. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para regular los tipos 
de envases y prevenir la generación de residuos, de conformidad con los 
principios de política nacional ambiental, establecidos en el artículo 6° de la Ley 
N° 17.283, de 28 de noviembre de 2000. 

A tales efectos, promoverá la reutilización, el reciclado y demás formas 
de valorización de los residuos de envases, con la finalidad de evitar su inclusión 
como parte de los residuos sólidos comunes o domiciliarios. 

Artículo 2º.- (Ambito de aplicación).- Quedan comprendidos dentro del ámbito de 
aplicación de esta ley, todos los envases puestos en el mercado y residuos, 
incluyendo los envases de venta o primarios, colectivos o secundarios y los de 
transporte o terciarios. 

No quedan comprendidos en la presente ley, los envases y residuos de 
envases industriales o comerciales, que sean de uso y consumo exclusivo en 
actividades industriales, comerciales o agropecuarias. 

Artículo 3º.- (Otras regulaciones).- Lo establecido en esta ley, lo será sin perjuicio 
de las disposiciones referentes a la seguridad y protección de la salud e higiene 
respecto de los productos envasados, las condiciones de transporte de los 
mismos y el manejo de los residuos peligrosos. 

Artículo 4º.- (De los envases).- Solo podrán fabricar o importar envases 
terminados o preconformados o sus materias primas, aquellas personas físicas 
o jurídicas que se encuentren debidamente inscriptas en el registro que al efecto
llevará el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
cumplan las condiciones que dicha Secretaría de Estado establezca. 

Tales personas solo podrán vender o entregar a cualquier título dichos 
envases o materias primas, a personas que mediante el correspondiente 
certificado, acrediten encontrarse inscriptas y habilitadas por dicho Ministerio. 
Únicamente quedan excluidas de lo dispuesto en este artículo, las ventas en 
plaza o entregas a otro título, que por declaración del comprador o receptor y por 
su volumen y falta de periodicidad, no tengan como destino el envasado de 
productos con fines comerciales. 

Artículo 5º.- (Residuos de envases).- Toda persona física o jurídica, que envase 
o importe productos envasados con destino al mercado nacional, deberá
inscribirse en el registro que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda, 
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Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y cumplir las condiciones que ese 
Ministerio establezca. 

Para obtener el certificado de inscripción correspondiente, los sujetos 
incluidos en este artículo, deberán contar con un plan de gestión de los residuos 
de envases y envases usados derivados de los productos por ellos envasados o 
comercializados, aprobado por dicha Secretaría de Estado. 

Artículo 6º.- (Planes de gestión).- Los planes de gestión de los residuos de 
envases y envases usados referidos en el artículo anterior, deberán prever en 
su ámbito de aplicación, el cumplimiento de los objetivos de reducción, 
retornabilidad, reciclado y valoración, en los porcentajes y plazos que se 
establezcan. 

Los envases y los productos comprendidos en esos planes, se 
identificarán mediante un símbolo de acreditación que será aprobado por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

Dichos planes podrán incluir sistemas voluntarios de retornabilidad, 
instrumentos de promoción de la misma y también el establecimiento de 
mecanismos de cobro de una cantidad individualizada y uniforme para todos los 
comercios de plaza, como depósito o seña, por cada envase que sea objeto de 
la transacción. 

Para la aprobación de los planes de gestión, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tendrá en cuenta sus posibilidades 
de integración con otros existentes o a crearse, tendiendo a la conformación de 
sistemas integrados para envases similares y compatibles. En todo caso se 
favorecerán adecuadas condiciones de competencia, considerando de manera 
especial a las pequeñas y medianas empresas. 

Artículo 7º.- (Comerciantes e intermediarios).- Los comerciantes y puntos de 
venta al consumo, así como los demás intermediarios en la cadena de 
distribución y comercialización de productos envasados, estarán obligados a 
recibir y aceptar la devolución y retorno de los envases de aquellos productos 
respecto de los cuales tengan intervención para su colocación en el mercado. 

Dicha obligación deberá ser prevista en el correspondiente plan de 
gestión el que será aprobado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 

Sin perjuicio de otras medidas de difusión, los sujetos comprendidos en 
este artículo, estarán obligados a exhibir cartelería visible al público y brindar 
información a los consumidores sobre el mecanismo de devolución y 
retornabilidad de los envases de los productos que comercialicen. Será de cargo 
de los fabricantes e importadores titulares de los respectivos planes de gestión, 
proporcionar dicha cartelería e información completa y adecuada. 

Artículo 8º.- (De los operadores).- Toda persona física o jurídica que cumpla 
tareas inherentes a cualquiera de las operaciones relacionadas con el 
cumplimiento de un plan de gestión, deberá ser identificada. El mismo deberá 
ser acreditado en el marco del procedimiento de aprobación o actualización del 
plan de gestión correspondiente, bajo la responsabilidad del fabricante o 
importador titular del mismo. 
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Artículo 9º.- (Alcance del sistema).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente establecerá los plazos y condiciones para la efectiva 
aplicación de la presente ley, pudiendo determinar su alcance, teniendo en 
cuenta a tales efectos, los sectores de actividad, áreas o regiones específicas, 
tipos y cantidades de envases o de productos puestos en el mercado, y 
considerando en forma especial a las pequeñas empresas. 

   No obstante ello, dentro de los ciento ochenta días de la vigencia de la presente 
ley, dictará las disposiciones necesarias para que la misma sea aplicable a los 
embotelladores o importadores de aguas, refrescos u otros líquidos destinados 
al consumo humano o que sirvan para la    preparación o cocción de alimentos 
con el mismo destino, así como    aquellos que contengan soluciones aptas para 
la desinfección y la    limpieza. Están comprendidas las bolsas de plástico como 
envases y envoltorios.  

Fuente: Ley Nº 18.996, de 07 de noviembre de 2012 artículo 227. 

Artículo 10.- (Prohibiciones).- A partir de las fechas que correspondan, según lo 
previsto en el artículo anterior, queda prohibida la fabricación, importación, 
comercialización, venta, distribución y entrega a cualquier título, de aquellos 
productos alcanzados por la presente ley, que no se encuentren comprendidos 
en un plan de gestión o sistema integrado de gestión de los residuos de envases, 
envases usados y envoltorios de plástico. 

Artículo 11.- (Competencia).- Cométese al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente, la aplicación de la presente ley, así como el contralor de su 
cumplimiento, de conformidad con lo previsto por la Ley N° 17.283, de 28 de 
noviembre de 2000. A tales efectos, coordinará con las demás entidades 
públicas que corresponda. 

El Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección Nacional 
de Aduanas, controlará la importación de los productos y envases comprendidos 
en la presente ley, para las posiciones arancelarias correspondientes. 

Los Gobiernos Departamentales, en el ámbito de su competencia, 
dictarán las normas complementarias que aseguren el cumplimiento de la 
presente ley y que coadyuven a la ejecución de los planes de gestión previstos 
en los artículos 6° y 7° de la misma, especialmente con la finalidad de evitar su 
inclusión como parte de los residuos sólidos comunes o domiciliarios. 

Artículo 12.- (Sanciones).- La violación de las normas contenidas en la presente 
ley o su reglamentación constituyen actos de contaminación grave del medio 
ambiente. 

Como tales, darán lugar a la aplicación de las sanciones en lo pertinente 
previstas por la Ley N° 17.283, de 28 de noviembre de 2000. 
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Ley N° 18.083, de 27 de diciembre de 2006 
LEY DE REFORMA TRIBUTARIA 

IMPUESTO ESPECIFICO INTERNO - IMESI 

Artículo 33.- Valores imponibles.- A partir del 1º de enero de 2008, la facultad otorgada al Poder Ejecutivo 
para establecer la base imponible del Impuesto Específico Interno (IMESI) quedará restringida a los 
siguientes conceptos:  

A) El precio de venta sin impuestos del fabricante o importador al distribuidor mayorista.
B) Un monto fijo por unidad física enajenada.
C) Un monto fijo por unidad enajenada más un complemento ad-valorem determinado por la diferencia

entre el monto a que refiere el literal A) y el referido monto fijo.

   La referida facultad será aplicable a las enajenaciones de los bienes comprendidos en los numerales 
1) a 8), 11) a 13) y 16) del artículo 1º del Título 11 del Texto Ordenado 1996, pudiendo ejercerse para
cada uno de dichos numerales en forma independiente. En el caso del numeral 19) la base imponible 
será preceptivamente un monto fijo por litro.  

  Lo dispuesto precedentemente podrá ser de aplicación en relación al hecho imponible a que refiere el 
artículo 22 de la Ley Nº 17.453, de 28 de febrero de 2002, cuando el importador sea un organismo 
estatal. En tal caso, la referida base más el correspondiente IMESI, constituirán el monto imponible para 
la Liquidación del Impuesto al Valor Agregado.  

__________ 

Ley N° 17453, de 28 de febrero de 2002 
LEY DE AJUSTE FISCAL 

CAPITULO I 

IMPUESTO ESPECIFICO INTERNO 

Artículo 22.- Las personas físicas o jurídicas que gocen de exoneración tributaria de cualquier tipo para 
la importación de vehículos de pasajeros, serán sujetos pasivos por la primera enajenación que realicen 
de los referidos bienes, de los Impuestos al Valor Agregado y Específico Interno, determinando el monto 
imponible de acuerdo a la tasación que realice el Banco de Seguros del Estado, excluyendo los 
impuestos. 

Lo dispuesto en el inciso anterior no regirá para: 

a) Las personas e instituciones comprendidas en los artículos 5º y 69 de la Constitución de la República.

b) Los beneficiarios de las exoneraciones establecidas en los artículos 1º a 3º de la Ley Nº 13.102, de
18 de octubre de 1962, y modificativas.

c) Los diplomáticos extranjeros, las misiones acreditadas en nuestro país y los funcionarios extranjeros
de organismos internacionales que gocen de exoneraciones en la importación.

d) Los vehículos del Ministerio del Interior y de la Armada Nacional  (Prefectura Nacional Naval) y de la
Fuerza Aérea Uruguaya (Policía Aérea Nacional) afectados directamente a la seguridad pública, en
los términos que establecerá la reglamentación.

Fuente: Ley Nº 18.101, de 23 de febrero de 2007, artículo 1º. 

e) Los vehículos adquiridos por las demás entidades estatales, siempre que dichas enajenaciones se
ejecuten en programas de renovación de   flota y en tanto tal renovación sea imprescindible a juicio
del Poder Ejecutivo. A tales efectos se considerarán la obsolescencia y desgaste de los vehículos
desafectados y las necesidades del servicio.

Fuente: Ley Nº 18.172, de 31/08/2007, artículo 314. 

Tampoco será de aplicación para las enajenaciones de vehículos destinados a ser arrendados sin chofer, 
a taxímetros o a remises, las que continuarán rigiéndose por las normas vigentes. 

El Poder Ejecutivo reglamentará la entrada en vigencia de lo dispuesto en el inciso primero de este 
artículo, a fin de amparar los derechos a generarse por aquellas personas físicas que a la fecha de 
aprobación de esta ley, hayan iniciado el cumplimiento de las condiciones mínimas para importar 
vehículos de acuerdo a los regímenes aplicables a cada caso. 

   - 73 -
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Ley N° 18.308, de 18 de junio de 2008 

LEY DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 

TITULO IV - LA PLANIFICACION PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 

CAPITULO III - FACULTADES Y OBLIGACIONES TERRITORIALES 

Artículo 39.- (Régimen del suelo rural).- Los propietarios de terrenos 

categorizados como suelo rural tienen derecho a la realización de los actos 

precisos para la utilización y explotación agrícola, forestal, en general productiva 

rural o minera y extractiva, a las que estén efectivamente destinados, conforme 

a su naturaleza, sin más limitaciones que las impuestas por la legislación 

aplicable. 

Otros usos en el suelo categoría rural productiva, que pudieran ser 

admisibles por no implicar riesgos de su transformación, precisarán de la 

oportuna autorización de la Intendencia Municipal, si así lo dispusieran los 

instrumentos de ordenamiento territorial que se aprueben. 

No requerirán la correspondiente autorización para edificar en suelo 

categoría rural productiva, la vivienda del productor rural y del personal del 

establecimiento y aquellas edificaciones directamente referidas a la actividad 

rural, salvo que un instrumento de ordenamiento territorial así lo exija. 

En el suelo rural quedan prohibidas las edificaciones que puedan generar 

necesidades de infraestructuras y servicios urbanos, representen el 

asentamiento de actividades propias del medio urbano en detrimento de las 

propias del medio rural o hagan perder el carácter rural o natural al paisaje. 

Nota: Ley Nº 18.719 de 27/12/2010 artículo 610 (interpretativo). 
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Ley Nº 18.406, de 24 de octubre de 2008 

CREACION DEL INSTITUTO NACIONAL 

DE EMPLEO Y FORMACION PROFESIONAL 

CAPITULO I - CREACION. DENOMINACION, NATURALEZA JURIDICA Y 

COMETIDOS 

Artículo 2º.- (Cometidos).- Serán cometidos del Instituto Nacional de Empleo y 

Formación Profesional: 

A) Administrar el Fondo de Reconversión Laboral.

B) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de políticas de empleo, de

capacitación y de formación profesional, orientadas a la generación,

mantenimiento y mejora del empleo, en orden a promover el trabajo

decente y el pleno empleo, productivo y libremente elegido.

C) Ejecutar las acciones que el Poder Ejecutivo determine en materia de

políticas de empleo.

D) Crear Comités Departamentales Tripartitos de Empleo y Formación

Profesional.

E) Crear Comités Sectoriales de Empleo y Formación Profesional.

F) Diseñar y gestionar programas de formación profesional para

desempleados, personas o grupos de personas con dificultades de

inserción laboral mediante acuerdos con instituciones públicas o privadas.

G) Promover la creación y participar en el diseño de un sistema de

certificación de conocimientos y de acreditación de competencias

laborales.

H) Promover la formación continua y la normalización de competencias en el

marco de la negociación colectiva y financiar las propuestas que,

originadas en convenios colectivos, se consideren viables y se

contemplen en el presupuesto anual.

I) Cooperar y brindar apoyo crediticio y seguimiento técnico a las iniciativas

de emprendimientos productivos generadores de empleo decente;

pudiendo para ello establecer fondos rotatorios o garantizar los créditos

con recursos del Fondo de Reconversión Laboral.

J) Investigar la situación del mercado de trabajo, divulgando los resultados

y contribuyendo a una eficaz orientación laboral.

K) Dar cobertura a través de sus servicios de orientación, formación,

capacitación, acreditación de competencias y apoyo de iniciativas a las

personas derivadas del Servicio Público de Empleo, los Comités

Departamentales y Sectoriales de Empleo y Formación Profesional y

otros servicios públicos, privados y sociales a efectos de mejorar su
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empleabilidad, promover su inserción laboral o apoyar su capacidad 

emprendedora. 

 El Servicio Público de Empleo operará en la colocación de las 

personas egresadas de los programas y acciones del Instituto, a través 

de sus servicios de información, orientación e intermediación laboral. 

L) Desarrollar investigaciones, acciones, programas y asistencia técnica y 

crediticia que respondan a los requerimientos de las empresas y 

emprendimientos del sector productivo, con el objetivo de incentivar su 

creación, formalización, consolidación, participación en cadenas 

productivas, el mejoramiento tecnológico de las mismas y la 

recuperación de su capacidad de producción. 

M)  Desarrollar investigaciones relacionadas con sus cometidos, a 

requerimiento de los actores sociales. 

N) Colaborar en la gestión de los registros sectoriales de trabajadores que 

se acuerden como resultado de convenios colectivos de trabajo o de 

negociación colectiva, de acuerdo a sus posibilidades operativas y 

presupuestales. 

Ñ) Cooperar y brindar asistencia financiera a las organizaciones más 

representativas de trabajadores y de empleadores que lo soliciten para 

la formación e investigación en materia de negociación colectiva. 

Fuente: Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 217. 
 

O) Cooperar, participar y brindar asistencia financiera para promover el 

empleo juvenil conforme a las leyes y decretos que regulen la promoción 

en el acceso al empleo de los jóvenes. 

Fuente: Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 2012, artículo 217. 

P) Promover la capacitación para el trabajo, a través de instituciones de 

enseñanza formal tales como la Universidad del Trabajo del Uruguay, la 

Universidad Tecnológica, el Centro de Capacitación y Producción, el 

Consejo de Capacitación Profesional, entre otros, mediante la realización 

de convenios que promuevan el desarrollo tecnológico y la  

descentralización, destinándose a estos efectos el 30% (treinta por ciento) 

de los recursos anuales, sin que ello afecte los fondos aportados por 

trabajadores y empresarios.  

Fuente: Ley Nº 19.355, de 19de diciembre de 2015, artículo 762. 
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Ley N° 18.719, de 27 de diciembre de 2010 

PRESUPUESTO NACIONAL DE SUELDOS GASTOS E INVERSIONES. 

EJERCICIO 2010 - 2014 

SECCION IV 

INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 

INCISO 14 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 

AMBIENTE 

Artículo 610.- Declárase por vía interpretativa que las prohibiciones del 

régimen del suelo rural previstas en el inciso cuarto del artículo 39 de la Ley 

N° 18.308, de 18 de junio de 2008, no incluyen aquellas construcciones como 

las de sitios o plantas de tratamiento y disposición de residuos, parques y 

generadores eólicos, cementerios parques o aquellas complementarias o 

vinculadas a las actividades agropecuarias y extractivas, como los depósitos o 

silos. 
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Ley N° 19.147, de 7 de noviembre de 2013 

CREACION DEL OBSERVATORIO AMBIENTAL NACIONAL (OAN), 

DE LA DIRECCION NACIONAL DE MEDIO AMBIENTE DEL MVOTMA 

Artículo 1º.- (Creación).- Créase el Observatorio Ambiental Nacional (OAN), en el ámbito 

de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA). 

Artículo 2º.- (Cometidos).- El Observatorio Ambiental Nacional tendrá como cometido la 

centralización y actualización de la información nacional del estado del ambiente, 

respecto de los indicadores de estado, presión y respuesta y la consecuente elaboración 

y remisión al Poder Ejecutivo para su aprobación, de los indicadores e índices 

nacionales. 

Artículo 3º.- (Indicadores e índices).- El Observatorio Ambiental Nacional registrará y 

actualizará la información del estado del ambiente, conforme a los indicadores e índices 

que establezca la reglamentación, la que deberá contemplar los siguientes criterios: 

- Representatividad de los temas ambientales de interés nacional y de 

preocupación internacional. 

- Cobertura sobre todo el territorio nacional (terrestre y marino). 

-  Confiabilidad de los indicadores e índices, calidad científica y técnica de la 

información a utilizar con identificación de fuentes de origen. 

- Coherencia interna y con los principales indicadores e índices ambientales 

internacionales, particularmente con aquellos promovidos por el Sistema de las 

Naciones Unidas. 

- Incidencia de afectaciones al ambiente sobre la salud de la población, 

accesibilidad al agua y al saneamiento. 

- Evolución y tendencias del estado del ambiente. 

- Seguimiento de los usos y de la vitalidad de los ecosistemas naturales y de la 

productividad de los recursos naturales. 

- Cuantificación de emisiones contaminantes, de sustancias peligrosas, de 

residuos en el ambiente y emisiones de gases de efecto invernadero. 

- Afectaciones a la calidad del agua, aire, suelo y biodiversidad. 

- Niveles y medidas de protección a los ecosistemas naturales representativos 

(terrestres y marinos), de los bienes y servicios que prestan a la sociedad y al 
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Ley N° 19.337, de 20 de agosto de 2015 

CREACION DEL FONDO PARA EL DESARROLLO 

(FONDES) 

CAPITULO II 

DEL FONDES INACOOP 

Artículo 13.- La Junta Directiva del FONDES INACOOP tendrá como cometidos 

principales, adicionales a los establecidos en el artículo 3° de la presente ley, 

los siguientes: 

A) Promover y apoyar el desarrollo de las distintas formas de la economía

social y solidaria, y en particular, las previstas en los siguientes literales.

B) Promover y apoyar el desarrollo de las empresas cooperativas reguladas

por la Ley N° 18.407, de 24 de octubre de 2008.

C) Promover y apoyar la creación, desarrollo y consolidación de

emprendimientos productivos con la participación de sus trabajadores en

la dirección y en el capital de la empresa, en particular, los

emprendimientos autogestionarios. Se entiende por emprendimiento

autogestionario aquel en el que la propiedad del capital, la gestión

empresarial y el trabajo son aportados por el mismo núcleo de personas,

o en el que los trabajadores participan mayoritariamente en la dirección

y el capital de la empresa. 
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TOCAF 2012 

Texto Ordenado de la 
Contabilidad y Administración Financiera del Estado 

_______________________________________________________________ 

aprobado por Decreto N° 150/012, de 11 de mayo de 2012 
________ 

TITULO VII - DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 

Artículo 152.- El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria las políticas, 

bases y lineamientos de los aspectos de sustentabilidad ambiental que deberán 

observarse en las contrataciones de bienes, obras y servicios con el objeto de 

optimizar y utilizar de forma sustentable los recursos para disminuir costos 

ambientales. 

   Fuente: Ley Nº 18.834, de 4 de noviembre de 2011, artículo 23. 

125



126

procdoccss
Rectángulo



TEXTO ORDENADO 1996 (DGI) 

APROBADO POR DECRETO Nº 338/996 

________ 

TÍTULO 11 

IMPUESTO ESPECÍFICO INTERNO 
(IMESI) 

Artículo 1º.- Estructura.- Créase el Impuesto Específico Interno que gravará la 
primera enajenación, a cualquier título, de los bienes que se enumeran, con la tasa que 
fije el Poder Ejecutivo, cuyo valor máximo en cada caso se indica: 

1) Vermouth, vinos finos, licorosos, espumantes, especiales y champagne: 23%
(veintitrés por ciento);

2) Alcoholes potables, incluso vínicos; excepto los incluídos en el numeral
siguiente: 11% (once por ciento);

3) Alcoholes potables, incluso vínicos que se utilicen para encabezar vinos
comunes hasta 12º; para uso galénico, opoterápico; los usados para la
fabricación de especialidades farmacéuticas; los desnaturalizados para ser
empleados en la fabricación de perfumes y artículos de tocador y eucaliptados:
10,50% (diez con cincuenta por ciento);

4) Bebidas alcohólicas, incluso caña y grapa: 85% (ochenta y cinco por ciento).

        Establécese un adicional del 1,5% (uno y medio por ciento) a la recaudación 
derivada de la aplicación de este numeral 4); 

5) Cerveza: 27% (veintisiete por ciento);

6) Bebidas sin alcohol elaboradas con un 10% (diez por ciento) como mínimo de
jugo de frutas que se reducirá al 5% (cinco por ciento) cuando se trate de limón;
aguas minerales y sodas: 22% (veintidós por ciento).

Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 37. 

7) Otras bebidas sin alcohol no comprendidas en los numerales 6) y 16): 30%
(treinta por ciento);

Fuente: Ley 17.151, de 17 de agosto de 1999, artículo 2º. 

8) Cosméticos, perfumería en general, artículos artificiales o naturales aplicados
a partes del cuerpo humano para su exclusivo embellecimiento; máquinas de
afeitar y artículos de tocador para su empleo en cosmetología: 20% (veinte por
ciento).

        No estarán gravados los jabones de tocador, jabones, cremas y brochas para 
afeitar, pastas dentífricas, cepillos para dientes, aguas colonias, desodorantes 
y antisudorales, talco, polvo para el cuerpo y champúes de uso popular 
tarifados por los organismos oficiales de regulación de precios; 
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9) Tabacos, cigarros y cigarrillos: 70% (setenta por ciento).

        El Poder Ejecutivo podrá incrementar esta tasa hasta un máximo del 72% 
(setenta y dos por ciento) a medida que disponga la vigencia de las 
derogaciones dispuestas en el artículo 45º del Decreto-Ley Nº 14.948, de 7 de 
noviembre de 1979. Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas diferenciales para 
los tabacos elaborados para el consumo en los departamentos de frontera 
terrestre; 10) Energía eléctrica: 10% (diez por ciento). 

       En caso que el Poder Ejecutivo fije en cero la tasa que grava la energía 
eléctrica, el suministro de la misma quedará gravado por el Impuesto al Valor 
Agregado a la tasa básica; 

10) Energía eléctrica: 10% (diez por ciento). En caso que el Poder Ejecutivo fije
en cero la tasa que grava la energía eléctrica, el suministro de la misma 
quedará gravado por el Impuesto al Valor Agregado a la tasa básica;  

Fuente: Ley Nº 17.296, de 21de febrero de 2001, artículo 563. 

11) Vehículos automotores, motos, motonetas, bicimotos y toda otra clase de
automotores, excepto aquellos que habitualmente se utilicen en tareas 
agrícolas: 

- Con motor diesel de pasajeros hasta 180% (ciento ochenta por ciento). 
- Con motor diesel utilitario hasta 70% (setenta por ciento). 
- Restantes automotores de pasajeros hasta 40% (cuarenta por ciento). 
- Restantes automotores utilitarios hasta 10% (diez por ciento). 

       Queda gravada asimismo, la transformación de vehículos en cuanto de dicha 
transformación resulte un incremento de su valor liquidándose, en este caso, el 
impuesto sobre el incremento de su valor. También queda gravado el cambio 
de categoría, liquidándose el impuesto sobre la diferencia de impuesto 
resultante. 

       Quedan exentos del impuesto los hechos imponibles referidos a ambulancias. 
Asimismo quedarán exentos los vehículos adquiridos por diplomáticos 
extranjeros; en estos casos el impuesto se aplicará en ocasión de la primera 
enajenación posterior. 

       Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas diferenciales para los distintos tipos 
de vehículos, así como a determinar las características que distinguen los 
utilitarios de los de pasajeros. En el caso de vehículos utilitarios, el Poder 
Ejecutivo podrá condicionar las tasas de imposición a su destino efectivo, 
pudiendo además disponer un régimen de crédito fiscal por la diferencia del 
impuesto abonado. 

       El Poder Ejecutivo podrá fijar las alícuotas del presente numeral según la 
clasificación en índices de eficiencia energética y el uso de energías 
alternativas para los distintos tipos de vehículos. 

Fuente: Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 821. 
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VER: Ley Nº 18.860, de 23 de diciembre de 2011.
Artículo10.- ……………………..
A partir del 1º de enero de 2012, las tasas máximas establecidas por el
numeral 11) del artículo 1º del Título 11 del Texto Ordenado 1996, en la
redacción dada por el artículo 821 de la Ley Nº 18.719, de 27 de
diciembre de 2010, se incrementarán hasta un 30% (treinta por ciento).”

12) Lubricantes y grasas lubricantes: 35% (treinta y cinco por ciento). No estarán
gravadas las enajenaciones de dichos bienes cuando se adquieran para su uso
en la aviación civil, o cuando se vendan con destino a buques, aeronaves y
servicios de las Fuerzas Armadas y de la Prefectura General Marítima. Las
grasas y lubricantes resultantes del proceso de regeneración no se hallan
gravados;

13) Lubricantes y grasas lubricantes para ser utilizados en la aviación nacional o
de tránsito: 15% (quince por ciento). No estarán gravados dichos bienes
cuando se enajenen para su consumo a organismos estatales;

14) Combustibles y otros derivados del petróleo con las tasas y afectaciones que
se indican:

Producto TOTAL       MTOP      Rentas      Intend.    Fondo Inv. 

Grals.    Interior       MTOP 

 % % % % % 

Nafta super       133 40 63 5 25 

Nafta común       123 40 61 5 17 

Nafta sin plomo   101 40 56 5   -- 

Queroseno 28 9 19 0 -- 

JP I-JP4 5 0 5 0 -- 

Aguarrás 40 15 25 0 -- 

Gas Oil 30 0 24 6 -- 

Diesel Oil 45 11 34 0 -- 

Fuel Oil 5 0 5 0 -- 

Supergás 16 4 12 0 -- 

Gas   16 4 12 0 -- 

Asfalto y 

cemento asfaltado  10 1 9 0 -- 

Solvente 1197, 

60, 30, Disán      24 11 13 0 -- 

No estarán gravados dichos bienes cuando se adquieran para su uso en la
aviación civil o cuando se vendan con destino a buques, aeronaves y servicios de las
Fuerzas Armadas y de la Prefectura General Marítima; Cuando el Poder Ejecutivo fije
en cero la tasa que grava el gasoil, la circulación de dicho bien quedará gravada por el
Impuesto al Valor Agregado (IVA), a la tasa básica;
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El suministro de gas, gas natural, gas líquido y supergás destinados a ser 
utilizados como combustible de vehículos automotores deberán tributar este impuesto 
en igualdad de condiciones que el gasoil. 

Fuente: inciso 4º del numeral 14) Ley Nº 17.453, de 28 de febrero de 2002, artículo 21. 

El Poder Ejecutivo adecuará la base imponible, alícuota y forma de liquidación del 
tributo correspondiente a dicho suministro teniendo en consideración la equivalencia de 
rendimiento de ambos combustibles. 

Fuente: inciso 4º del numeral 14) Ley Nº 17.453, de 28 de febrero de 2002, artículo 21. 

El Poder Ejecutivo podrá exonerar de IVA los suministros de gas, gas natural, gas 
líquido y supergás destinados a ser utilizados como combustible de vehículos 
automotores. 

Fuente: inciso 4º del numeral 14) Ley Nº 17.453, de 28 de febrero de 2002, artículo 21. 

15) Combustibles utilizados por la aviación nacional o de tránsito: 5,26% (cinco
con veintiséis por ciento). No estarán gravados dichos bienes cuando se
enajenen para su consumo a organismos estatales.

16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohólicos: 30% (treinta por ciento).

Fuente: Ley Nº 17.151, de 17 de agosto de 1999, artículo 1º. 

17) Motores diesel no incorporados a los vehículos a que refiere el numeral 11)
de este artículo: hasta el 180% (ciento ochenta por ciento).

No estarán gravadas las importaciones de dichos motores, cuando sean 
realizadas por las empresas armadoras para su incorporación a los 
vehículos  automotores nuevos que enajenen localmente o exporten. 

El Poder Ejecutivo podrá fijar tasas diferenciales en función de las 
características técnicas o del destino de los motores gravados. 

Quedan prohibidas la conversión de cualquier tipo de motores de ciclo 
Otto (nafteros) a motores de ciclo Diesel (gasoleros), la importación de 
motores de ciclo diesel y la importación de 'kits' de conversión de motores. 

Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 37. 

18) Azúcar con destino a consumo, exceptuando su utilización con destino
industrial, en cualquier tipo de envase, hasta 10% (diez por ciento) en el
primer año, hasta 8% (ocho por ciento) en el segundo año, hasta 6% (seis
por ciento) en el tercer año y hasta 4% (cuatro por ciento) en el cuarto año.

Los años se computarán por períodos de doce meses a partir de la 
vigencia de la Ley Nº 17.379 de 26 de julio de 2001. 

Fuente: Ley Nº 17.545, de 22 de agosto de 2002, artículo único. 
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19) Sidras y vinos no incluidos en el numeral 1), de acuerdo a la siguiente
escala:

Primer año      5% 
Segundo año      8% 
Tercer año      11% 
Cuarto año     14% 
Quinto año     17% 

El primer año comenzará a computarse a partir del 1º de enero del año 
siguiente al del comienzo de la aplicación del nuevo Programa de Apoyo a 
la Gestión del Sector Vitivinícola, que establezca el Poder Ejecutivo en 
acuerdo con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca.  

Fuente: Ley Nº 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 37. 

20) Equipos y artefactos de baja eficiencia energética que determine el Poder
Ejecutivo: 180% (ciento ochenta por ciento). Cualquier alteración en las
alícuotas impositivas que surja de la aplicación del presente numeral solo
podrá entrar en vigencia después de los ciento ochenta días de su
aprobación.

Fuente: Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, artículo 822. 

Queda gravada, asimismo, la afectación al uso propio que de los bienes 
gravados hagan los fabricantes e importadores.  

El Poder Ejecutivo podrá otorgar un crédito fiscal a los fabricantes de los bienes 
de los numerales 5), 6) y 7) que utilicen para su comercialización envases retornables, 
de hasta el 40% (cuarenta por ciento) del Impuesto Específico Interno que corresponda 
al numeral. Dicho crédito se financiará con un incremento de la base específica del 
impuesto que corresponda a los referidos numerales.  

Fuente: Ley Nº 19.535, de 3 de octubre de 2017, artículo 269. 

VER: Ley Nº 18.910, de 25 mayo de 2012 
Artículo 12º.- Interprétase que la facultad otorgada al Poder Ejecutivo por 
el artículo 823 de la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, refiere a 

fabricantes de bebidas de origen nacional. 

Fuente: Decreto-Ley 14.416, de 28 de agosto de 1975, artículo 373. 
Decreto-Ley 14.948, de 7 de noviembre de 1979, artículo 29. 

Decreto-Ley 15.294, de 23 de junio de 1982, artículo 14. 
Ley 15.809 de 8 de abril de 1986, artículos 619 y 630. 

Ley 15.851, de 24 de diciembre de 1986, artículos 174 y 208. 
Ley 15.900, de 21 de octubre de 1987, artículo 9º. 

Ley 15.903, de 10 de noviembre de 1987, artículo 431. 
Ley 15.929, de 22 de diciembre de 1987, artículo 1º. 

Ley 16.097, de 29 de octubre de 1989, artículo 8º. 
Ley 16.170, de 28 de diciembre de 1990, artículo 631. 

Ley 16.226, de 29 de octubre de 1991, artículos 452, 455, 456, 459 y 460. 
Ley 16.237, de 2 de enero de 1992, artículo 7º. 

Ley 16.626, de 22 de noviembre de 1994, artículo 9º. 
Ley 16.697, de 25 de abril de 1995, artículos 4º y 5º. 

Ley 16.736, de 5 de enero de 1996, artículos 322 y 761. 
Ley 17.151, de 17 de agosto de 1999, artículos 1º y 2º. 

Ley 17.296, de 21 de febrero de 2001, artículos 563, 564 y 565. 
Ley 17.379, de 26 de julio de 2001, artículo 1º. 

Ley 17.453, de 28 de febrero de 2002, artículo 21. 
Ley 17.545, de 22 de agosto de 2002, artículo único. 
Ley 18.083, de 27 de diciembre de 2006, artículo 37. 
Ley 18.597, de 21 de setiembre de 2009, artículo 14. 

Ley 18.719 de 27 de diciembre de 2010, artículos 821 al 824. 
Ley Nº 19.535, de 3 de octubre de 2017, artículo 269.
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